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PROYECTO DE LEY NUMERO 26 DE 2008 SENADO
por medio de la cual se regula la conversión de los clubes

de fútbol profesional a Sociedades Anónimas abiertas.
T I T U L O 

REGIMEN SOCIETARIO ESPECIAL
Artículo 1°. El artículo 29 de la Ley 181 de 1995, quedará así:
Artículo 29. Los clubes con deportistas profesionales deben orga-

nizarse como sociedades anónimas.
Los clubes con deportistas profesionales organizados como corpo-

raciones o asociaciones deportivas sin ánimo de lucro se convertirán 
en sociedades anónimas, bajo autorización previa de la Superinten-
dencia de Sociedades.

La conversión deberá ser adoptada como reforma estatutaria y no 
producirá solución de continuidad en la existencia de la institución 
como persona jurídica, ni en sus contratos, ni en su patrimonio. En 
este caso, los asociados recibirán acciones en proporción a sus aportes 
en la fecha de la respectiva asamblea que determina la conversión.

El marco del objeto social que establezcan dentro de sus estatutos 
los clubes con deportistas profesionales constituidos como Socieda-
des Anónimas será la participación en competiciones deportivas de 
carácter profesional, y en conexidad, la promoción y el desarrollo 
de actividades deportivas, así como otras actividades relacionadas o 
derivadas de esa práctica. 

Ninguna persona natural o jurídica podrá participar en la propie-
dad de más de un club del mismo deporte, directamente o por inter-
puesta persona.

Artículo 2°. Deróguese el artículo 30 de la Ley 181 de 1995.
Artículo 3°. Añádase el siguiente parágrafo al artículo 34 del De-

creto-ley 1228 de 1995:
Parágrafo. En materia societaria, los clubes de fútbol con depor-

tistas profesionales serán vigilados por la Superintendencia de Socie-
dades.

Artículo 4°. Modifícase el numeral 2 del artículo 38 del Decreto-
ley 1228 de 1995, el cual quedará así: 

2. Multa hasta por doscientos (200) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes.

Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promul-
gación.

Representantes a la Cámara departamento de Antioquia,
Mauricio Parodi Díaz, Carlos Arturo Piedrahíta.

EXPOSICION DE MOTIVOS
ANTECEDENTES

En reiteradas ocasiones han sido las iniciativas parlamentarias 
-

mente el fútbol, en proyectos como el 170 de 2004, 221 y 227de 2005 
iniciativa del Senado, cuya autoría ha sido de los Senadores Eduardo 
Romo Rosero, Germán Vargas Lleras y Carlos Moreno de Caro, los 

profesional.
El presente proyecto tuvo su iniciativa con el Senador Rafael Pardo 

Rueda, y como ponente Héctor Arango Angel, el cual rindió ponencia 
positiva llegando a segundo debate, por tanto se pretende insistir en 
las bondades del proyecto debido a la urgencia y necesidad de legis-
lar sobre el mismo, el cual se procede a argumentar en la exposición 
de motivos.

OBJETIVOS DEL PROYECTO
La presente ley tiene por objeto crear un régimen societario espe-

hacer de los clubes unas entidades rentables y transparentes.
En la presente exposición de motivos se muestra claramente como 

se desarrolla el objetivo del proyecto y diferentes conceptos necesa-
rios para la claridad del mismo.

Es en el fútbol en que se fundamenta esta iniciativa teniendo en 
cuenta que es la actividad deportiva más profesionalizada en Colom-
bia; en todo caso se considera que en lo que aquí se propone servirá 
de marco para los demás deportes en la medida que vayan elevando 
su grado de profesionalización.
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Encontramos que es de conocimiento público y de medios masi-
vos de comunicación, que durante muchos años se viene presentando 
una enorme crisis por la que atraviesa el fútbol profesional colombia-

fútbol.
PROBLEMATICA JURIDICA

como “asociación sin ánimo de lucro o como sociedades anóni-
mas”. En el primer caso la entidad encargada de hacer ambos tipos 

-
cia está dada por el numeral 8 del artículo 61 de la Ley 181 de 1995, 

-
dencia de sociedades mientras que la deportiva la hace Coldeportes. 
Adicionalmente, la Ley 181 de 1995 asignó a la superintendencia 
de sociedades una competencia especial para solicitar a los socios 
o aportantes información en la que acrediten la procedencia de sus 
capitales para ambos tipos de sociedades, independientemente de la 
forma asociativa que tengan. 

• El artículo 3° del Decreto 1057 prohíbe el empleo de la palabra 
acción para referirse a los aportes, cuotas, derechos o títulos de sus 

-
rectivos del Club Deportivo Los Millonarios y la Dirección Nacional 

-
ra se venden acciones cuando realmente se venden derechos que no 
generan ni patrimonio ni utilidades. Solo dan derecho a voz y voto 
dentro de la Asamblea. Lo que propicia engaños y estafas para las 
personas.

Esta confusión es muy frecuente, lo que demuestra que los clubes 
deportivos se pueden manejar perfectamente como sociedades anó-
nimas, e incluso una de las bondades de la sociedad anónima como 
lo enuncia el Código de Comercio en el título VI “de la sociedad 
anónima”, subtítulo “derechos del accionista”, artículo 379--cada 
acción conferirá a su propietario los siguientes derechos: numeral 
3. “el de negociar libremente las acciones, a menos que se estipule 
el derecho de preferencia a favor de la sociedad o a favor de los ac-
cionistas, o de ambos. Lo que nos recuerda que se podría hablar de 
acciones si fuese el caso de sociedad anónima, mas no como asocia-
ción sin ánimo de lucro.

• Una de las problemáticas más notorias es la mala interpretación 

los clubes deportivos, por peticiones para que se les resuelvan dudas, 
así como lo expresa Germán Casas asociado del Club Deportivo Los 
Millonarios, donde nos damos cuenta la necesidad de legislar sobre el 
tema, que como dijimos antes es indispensable buscar la transparen-
cia y erradicar las malas interpretaciones de la legislación actual:

Establecer si son Corporaciones sin ánimo de lucro, que cumplan 
con lo establecido en el Código Civil y los vigile Coldeportes, si son 
Sociedades Anónimas, que se rijan por el Código de Comercio y los 
vigile Supersociedades. Lo que no se quiere es que sigan siendo Cor-
poraciones sin ánimo de lucro, cuando les conviene, por ejemplo, no 
pagar impuestos, pero que se controlen y manejen como sociedades 
anónimas según la conveniencia.

De otra parte el Decreto 1057 de 1985, el cual no ha sido deroga-
do, establece en su artículo 10, numeral 9, que “los clubes con depor-
tistas profesionales podrán establecer el derecho al voto, bien sea por 
lo contemplado en el artículo 16 del Decreto 380 de 1985 o, en su 
defecto, consagrando tantos votos como títulos de aportación posea 

Actualmente, en Colombia, los clubes profesionales de fútbol son 
-

men, pero se controlan y administran como si fueran sociedades anó-
nimas. Con esto quiero decir que el artículo 10, del Decreto 1957 de 

tendrá derecho a voz y a un (1) voto o, en su defecto consagrando, 

Fue así como los clubes de fútbol en Colombia optaron por esto 
último y establecieron en sus estatutos que las decisiones de la Asam-
blea serían adoptadas con el voto favorable de la mitad más uno de 

Corporación sin ánimo de lucro y Sociedad anónima en un negocio 
más personal que institucional o empresarial. 

• “El artículo 1° del Decreto 1057 de 1985 prohíbe que los clubes 
se conformen como sociedades comerciales, sin embargo, el artículo 

CONCENTRACION DE LA PROPIEDAD
El artículo 30 de la Ley 181 de 1995 reza que “el numero de socios 

o asociados de los clubes con deportistas profesionales estará deter-

de rangos a los cuales se ata el capital autorizado o el aporte inicial al 
número de socios o asociados. El parágrafo del mismo artículo dice 
que los clubes de fútbol profesional en ningún caso podrán tener a un 

Una obser-
vación desprevenida de esta disposición podría llevar a concluir 
que, por ejemplo, en el caso del fútbol al menos dos mil (2.000) 
individuos deberían ser propietarios de un club. Sin embargo la 
realidad es muy distinta, no es lo mismo ser “accionista propie-
tario” de un club y ser un “socio” de tal entidad. Por ello, en va-
rios clubes muy pocas personas poseen el mayor porcentaje del 
capital del club, pero un número enorme de individuos tienen la 
mayor proporción de derechos o “acciones” lo cual puede llevar 
a la equivocada conclusión de que la propiedad de tales entidades 
está democratizada, lo cual fue uno de los objetivos de Ley 181 
de 1995. 

Sobre la base de lo anterior se puede concluir que el objetivo de 
democratizar la propiedad no se ha logrado en la mayoría de los clu-
bes, no obstante existen notables excepciones como el Cali, el Pasto, 
el Once Caldas. Es de resaltar que en el equipo vallecaucano no exis-
te concentración ni de capital ni de derechos, toda vez que cada socio 
tiene una acción y un derecho.

PROPUESTAS
Régimen Societario Especial (RSE)
Para los problemas de rentabilidad, transparencia y democratiza-

ción de los clubes se propone un Régimen Societario Especial (RSE) 
con los siguientes componentes: (1) Régimen de Conversión, (2) 

-
lización societaria y deportiva y (4) incentivos para el aumento de 
inversión.

1. Régimen de Conversión 

tránsito de asociaciones o corporaciones sin ánimo de lucro a socie-
dades comerciales. Dentro de las sociedades comerciales se ha es-
cogido la sociedad anónima. Teniendo en cuenta lo anterior, se pro-
cederá a explicar porqué se escoge la Sociedad Anónima como tipo 
asociativo del RSE, y luego se explicará en qué consiste el Régimen 
de Conversión.

• La Sociedad Anónima como modelo adecuado para el deporte 
profesional

La Corte Constitucional, en una de las sentencias más importantes 

dicha actividad, en los siguientes términos:
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“(…) las asociaciones deportivas, si bien no tienen ánimo de lu-
cro, y no son por ende sociedades comerciales, sí ejercen una acti-
vidad económica, puesto que contratan jugadores, reciben ingresos 
por conceptos de ventas de entradas a los espectáculos y derechos 
de transmisión, promocionan marcas, etc., pues son “titulares de los 
derechos de explotación comercial de transmisión o publicidad en 

1995). [Las entidades deportivas] son entonces verdaderas empresas, 
1.

Prueba de lo anterior es el simple hecho de que los jugadores 
lleven en sus camisetas promociones, aunque la profesión de ellos no 
sea el comercio o no es la de ejercer actos mercantiles, esta actividad 
va relacionada con el comercio, tal como lo expresa la Revista Di-
nero del presente año donde hace un exhaustivo estudio referente al 
manejo de los dineros dentro del Club Deportivo Millonarios en este 

fútbol se soportan sobre varios ejes: las taquillas, los patrocinios la 
televisión, el merchandising, y la venta de pases de jugadores, entre 
otras”,2 siendo así que ingresan grandes cantidades de dinero a los 
clubes, que por ser asociaciones sin ánimo de lucro se presta para 
dar manejo poco transparentes sin una verdadera vigilancia.

A pesar de lo anterior, la inmensa mayoría de los clubes están 
constituidos como Corporaciones o Asociaciones sin ánimo de lucro. 

mientras que uno solo, el Chicó FC, está organizado como sociedad 
anónima. Como se verá, en la forma asociativa dominante del fútbol 
colombiano está el origen de sus problemas de rentabilidad.

Por tanto, el presente proyecto de ley consagra el marco legal que 
permite que los clubes hagan el tránsito de Corporaciones o Asocia-
ciones sin ánimo de lucro hacía Sociedades Anónimas. Se pretende 
que, por medio de incentivos, dichas entidades deportivas eventual-
mente coticen sus acciones en el mercado público y que puedan ser 
Sociedades Anónimas abiertas. Se espera, por consiguiente, que las 
entidades deportivas, tengan una forma asociativa adecuada para una 
empresa comercial, al mismo tiempo que se permita dar un primer 
paso para que estas se democraticen en su propiedad.

Las características de la sociedad anónima hacen que sea la ideal 
para grandes empresas, y los clubes con deportistas profesionales, 
en especial en el fútbol, lo son. Es evidente que las entidades con 
deportistas profesionales ejercen una actividad comercial “donde el 

jugador hasta el dirigente pasando por los jefes de prensa y de pu-

televisión, de radio, de periódicos, y no olvidando a las empresas de 
las líneas de transporte que van hasta los estadios, ni a los fabrican-
tes de distintivos de los equipos”3. Por ello, “el deporte practicado 
profesionalmente, debe ser considerado como uno de los componen-
tes esenciales de una importante y compleja actividad comercial e 
industrial”4. “El fútbol, concebido como empresa, al igual que otros 
deportes, es un negocio en el que se invierten grandes cantidades 
de dinero, en parte debido a las altas sumas en que se cotizan los 
jugadores”5.

A este respecto señala la Superintendencia de Sociedades que “si 
bien las entidades sin ánimo de lucro dentro de las cuales están los 

-
dades para ser distribuidas entre los asociados, es necesario que sus 

de reinvertir las ganancias en proyectos que reporten crecimiento de 
1 C-320/97.C-320/97.
2 REVISTA DINERO. Febrero 28 de 2008, página 48.
3

Argentina, 2001. Tomado de: www.portalbioceanico.com.ww.portalbioceanico.com.
4 Ibídem. En el mismo sentido se expresó la Corte Constitucional en la C-320/97.Ibídem. En el mismo sentido se expresó la Corte Constitucional en la C-320/97.
5 Corte Constitutional, Sentencia T-498 de 1994. MP: Eduardo Cifuentes Muñoz.Corte Constitutional, Sentencia T-498 de 1994. MP: Eduardo Cifuentes Muñoz.

6. ¿Algo mejor para hacerlas rentables que la 
sociedad prototipo de las sociedades de capitales, es decir, la socie-
dad anónima? En abstracto, este tipo de sociedad comercial tiene las 
siguientes ventajas7:

a) Limitación real de la responsabilidad hasta el monto de sus apor-

-
diante simple reglamentación por parte de la junta directiva y sin ne-
cesidad de reforma estatutaria, mientras existan acciones en reserva.

c) Facilidad de negociación de las acciones por medio de entrega 
del título, endoso y registro en el libro de accionistas.

d) Posibilidad de establecer un derecho de preferencia en la enaje-
nación de acciones, en favor de la sociedad, los accionistas o ambos, 
mediante cláusula estatutaria.

e) Organización de la administración a partir de la participación 
porcentual de las distintas Facciones de accionistas, mediante elec-
ción de la junta directiva por el mecanismo del cuociente electoral.

En cuanto a las desventajas se tiene:
a) En principio, carencia de vocación directa de los accionistas 

para participar en la administración de los negocios sociales.
b) Estructura más compleja y costosa que las demás formas aso-

ciativas.
c) Pluralidad de mínimo cinco accionistas.

matriculado.
e) Se considera una causal de disolución si más de una persona 

está en cabeza de más del 95% de las acciones.
f) Proceso liquidatorio más complejo que en otras formas de so-

ciedad comercial.
Son estas las consideraciones por las cuales se cree que es más 

adecuada para los clubes con deportistas profesionales la forma aso-
ciativa de la sociedad anónima que las actuales asociaciones o cor-
poraciones.

Ahora bien, para el caso concreto de los clubes con deportistas 
profesionales algunas ventajas para otro tipo de negocios podrían ser 
desventajas para tal actividad y viceversa. Así, por ejemplo, la venta-
ja de la posibilidad de establecer un derecho de preferencia en la ena-
jenación de acciones en favor de la sociedad, los accionistas o ambos 
mediante cláusula estatutaria sería una desventaja en los clubes de 
fútbol pues colisionaría con el objetivo de democratizar la propiedad. 

-
gatoria y ejercida por un contador público matriculado es una ventaja 
para tales entidades deportivas, teniendo en cuenta la magnitud del 
negocio y su propensión a que se utilice para actividades ilícitas. La 
conclusión a la que llega Supersociedades en ese sentido es que “para 
obtener mejores resultados económicos es importante contar con una 
excelente organización administrativa, [y] para ello es primordial im-
plantar medidas de control interno que permitan auditar la actividad, 
además de adoptar un plan de cuentas que facilite una información 

8.
• Sociedad Anónima Abierta
Inglaterra fue el país pionero en la cotización en la bolsa de valores 

de los equipos de fútbol. En ese país no solo equipos de su primera 
división (Premier Lague) sino también de la segunda división (First 

Hotspur fue el primero en 1983 y en la actualidad equipos de la talla del 
Chelsea, el Newcastle o el Manchester United siguieron su ejemplo. 
6 Informe Desempeño Financiero Clubes con Deportistas Profesionales. Fútbol Pri-

7

8 Informe Desempeño Financiero Clubes con Deportistas Profesionales. Fútbol Pri-
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“El caso más citado a lo largo de la literatura económica-deportiva 
ha sido el del Manchester United, que efectuó su salida en junio de 
1991, colocando el 38% de su capital a un precio de salida de 3,58 
libras la acción. Desde su entrada en la bolsa ha multiplicado su valor 

-
goría, ganando numerosos títulos tanto británicos como europeos; a 
su vez, los ingresos publicitarios y de merchandising han aumentado 

-
dos. Todo ello hace del Manchester el paradigma de una salida a bol-

9.
En España, de otro lado, la salida a la bolsa de los clubes es consi-

Marco legal para hacer la transición de entidades sin ánimo de 
lucro a sociedades comerciales

La transformación de sociedades comerciales se presenta única-
mente, valga la redundancia, entre sociedades comerciales, es decir, 
entre aquellas formas asociativas consagradas en el Libro Segundo 
del Código de Comercio (C. Co.). En efecto, el inciso 1° del artículo 
167 del C. Comercio reza que “una sociedad podrá, antes de su diso-
lución, adoptar cualquiera otra de las formas de sociedad comercial 

De este modo, una sociedad de responsabilidad limitada, por ejemplo, 
puede transformarse en una sociedad anónima mediante una simple 
reforma a sus estatutos sociales.

De acuerdo con lo anterior, el relativamente sencillo procedimien-
to descrito en el párrafo anterior no se puede aplicar, en general, 
para el tránsito de una asociación o corporación sin ánimo de lucro a 
cualquier tipo de sociedad comercial sin que se haya producido una 
previa extinción de la asociación. En efecto, se tiene “como regla 
general el [que] no es viable el tránsito de las personas jurídicas sin 
ánimo de lucro hacia las sociedades, sin que se haya producido previa 

Sin embargo, hay precedentes en nuestra legislación para que, 
bajo situaciones excepcionales en algún sector como es el caso 
de los clubes con deportistas profesionales, se haya consagrado 
un régimen especial en cuanto a mutación societaria. En efec-
to, como consecuencia la crisis del sector cooperativo en 1998, 
el gobierno expidió el Decreto 2331 de 1998, dentro del cual se 

-
pecialmente dirigidas a tal sector. Uno de los artículos de dicho 
decreto (inciso 2º artículo 10) permitió a las cooperativas hacer 
la conversión a sociedades anónimas. Esta disposición fue poste-
riormente consignada en su esencia en el numeral 7 artículo 19.2 

en ese año. Así las cosas, se puede concluir que aunque por regla 
general no es posible hacer transformaciones de asociaciones sin 
ánimo de lucro en sociedades comerciales, ello puede exceptuarse 
a través de legislación expresa que consagre una excepción a di-
cha regla general10, a través de las conversiones. En ese sentido la 
doctrina ha dicho que “la conversión a que hace referencia la ci-
tada Ley 510 de 1999 podría ser entendida como transformación
de una persona jurídica de naturaleza no societaria en compañía 
por acciones 11. Teniendo en cuenta lo anterior, se concluye que 

conversión es posible que los clubes ha-
gan el tránsito de asociaciones o corporaciones sin ánimo de lucro 
a sociedades anónimas.
9 FERNANDEZ FERNANDEZ Loreto y otros, “Financiación de entidades depor-

-
cultad de Ciencias Económicas y Empresarias, p. 9.

10 Se considera que los regímenes especiales de mutación societaria solo se pueden 
consagrar  cuando medien situaciones de emergencia económica en al algún sec-
tor, tal como ocurre con los clubes con deportistas profesionales. 

11

Ahora bien, como se dijo, uno de los objetivos del Régimen So-
cietario Especial es que los clubes deportivos se constituyan como 
sociedades anónimas abiertas, para lo cual se dispone, primero, que 
tales entidades se constituyan en sociedades anónimas, para que lue-
go, mediante incentivos, hagan lo propio en sociedades anónimas 
abiertas. Para lograr lo anterior se necesita cumplir dos etapas, tal 
como se observa en el siguiente esquema.

Etapa 1: Conversión
La propuesta consiste que los clubes se conviertan en un plazo 

de dos años a partir de la vigencia de la ley en Sociedades Anóni-

todos los clubes. De esta forma, el régimen legal que se consagre 
sería el general para las Sociedades Anónimas con ese objeto social, 
en donde habría un régimen especial frente algunas materias para 
las sociedades con el objeto social. Esto es lo mismo que ocurre en 

Sociedades Anónimas Financieras (SAF) sino que son Sociedades 
Anónimas con un objeto social determinado, que para acceder a él 
se requieren ciertos requisitos y autorizaciones, en donde luego están 
regidos por un régimen especial12.

Efectos jurídicos de la Conversión
Se ha dicho que la conversión de asociaciones y corporaciones 

sin ánimo de lucro se equipará a la transformación entre socieda-
des comerciales. Por lo tanto, sus efectos son los mismos, los cua-
les pueden observarse desde tres puntos de vista: (1) en relación 
con la sociedad, (2) con los socios y (3) con terceros13.

En relación con la sociedad
El efecto principal en este sentido es que la sociedad no tiene 

durante la mutación corporativa, en virtud de que no hay diso-
lución previa de la sociedad, así como tampoco hay transferencia 

efectos de la conversión incluidos los tributarios y los patrimonia-
les que a continuación se expondrán.

Tributarios
La conversión de los clubes en sociedades anónimas abiertas, 

al asimilarse a la transformación sería neutra desde el punto de 
-

bio de tipo societario no se deriva la existencia de un dividendo, 
pues al transformarse una compañía, su patrimonio, antes y des-
pués es el mismo, y por el solo hecho de la transformación no se 
desprende ni se produce distribución de utilidades”14.

Patrimoniales
De acuerdo con lo anterior, el patrimonio se mantiene exacta-

mente igual. De manera que las obligaciones con terceros no va-
rían. En consecuencia, no hay novaciones subjetivas de obligacio-
nes ni subrogaciones crediticias de ninguna índole. Igualmente, 
la titularidad de los activos tampoco sufre variación alguna.

En relación con los socios
De acuerdo con lo propuesto en el proyecto de ley, las con-

secuencias de la conversión en este sentido se observan desde el 

12 Los conocedores de la problemática del fútbol por lo general citan como modelo 
las Sociedades Anónimas Deportivas (SAD) españolas. Consagrar dichas SAD 
implicaría crear un nuevo tipo social dentro del Código de Comercio, situación 
que no se considera técnica desde el punto de vista jurídico. Además, sus efectos 
prácticos son los mismos en la iniciativa que aquí se propone, entre otras cosas, 
porque el objeto social de las SAD de España es casi idéntico al que el presente 
proyecto propone para el Régimen Societario Especial.

13 Lo que en este sentido se esbozará ajeno al proyecto de ley que se propone, se fun-

14

Jurídica Diké, 1999, p. 267.
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punto de vista de la responsabilidad de los socios y en la relación 
de estos con su participación en el capital de la entidad, antes y 
después del tránsito corporativo.

• Responsabilidad
La responsabilidad de los socios sería la de las sociedades anó-

nimas, la cual, como regla general, sería hasta el monto de lo apor-
tado. En realidad, sería una responsabilidad mayor a la actual 
pues los socios de las asociaciones deportivas sin ánimo de lucro 
no responden con su patrimonio. No se descarta en consecuencia 

de los socios de todos los CLUBES, independientemente de su 
régimen asociativo.

• Participación en el capital
El proyecto de ley dispone que “los asociados recibirán accio-

nes en proporción a sus aportes en la fecha de la respectiva asam-
blea que determina la conversión” (artículo 2°). 

 En relación con los terceros
El artículo 169 del Código de Comercio es claro al respecto: 

-
-

rá las obligaciones contraídas por la sociedad con anterioridad 
a la inscripción del acuerdo de transformación en el registro 
mercantil”. 

De manera que para el caso de los clubes la responsabilidad 
de los aportantes por las obligaciones contraídas hasta antes de 
hacerse la conversión será la de las entidades sin ánimo de lucro, 

de una sociedad anónima, y por tanto, responderán como tales.
Etapa 2: El tránsito a Sociedades Anónimas Abiertas
Se propone que, una vez se constituyan en sociedades anónimas, 

los clubes, mediante incentivos tributarios se organicen sociedades 
-

fectamente viable y por tanto sobre el particular no se propone mo-
-

mática del deporte profesional sugieren que la Conversión se haga 
directamente hacia Sociedades Anónimas Abiertas, con el propósito 
de que sean entidades más democráticas en su propiedad y funcio-
namiento. Lo que ocurre, sin embargo, es que “en estricto sentido 
el legislador no ha previsto dos modalidades de sociedades anóni-

15 pero “las normas propias del mercado público de valores han 

negocian sus acciones en bolsas de valores. Por ello puede hablarse 
en la terminología contemporánea de sociedades anónimas abiertas o 
cerradas, según el régimen de circulación de las acciones en que se 

16.
Teniendo en cuenta lo anterior, no se considera técnico consagrar 

un nuevo tipo societario que no esté consagrado en el Código de Co-
mercio. Si los clubes deciden hacer el tránsito hacia sociedades anó-

proponen y la legislación comercial vigente.
2. Régimen Tributario de Transición (RTT)
En la actualidad el régimen tributario es distinto para los clubes 

que están constituidos como asociaciones sin ánimo de lucro y para 
aquellos organizados como Sociedades Anónimas. La siguiente tabla 
muestra las similitudes y las diferencias entre uno y otro régimen17.
15

16 Ibídem.
17

2002, p. 18.

Régimen general de las S. A. Régimen especial
Tarifa del 35% Tarifa del 20%
La base está conformada por la renta líquida 
gravable18, ordinariamente

19.

Están sometidos a la renta presuntiva20. Están excluidos de renta presuntiva.
Solamente están exentas las rentas expresa-
mente consagradas en el estatuto tributario.

La utilidad neta estará exenta del impuesto de 
renta, siempre y cuando se cumplan ciertos 
requisitos de procedimiento, tales como pre-
sentar la renta dentro de los plazos que señale 
el Gobierno Nacional para el período.

Se les aplica el sistema de renta por compa-
ración patrimonial21.

No se les aplica el sistema de renta por 
comparación patrimonial.

-
ción, salvo expresas excepciones.

No están sometidas al sistema integral por 

La retención en la fuente comprende un con-
junto de conceptos de cierta complejidad.

Hay excepciones al pago de retención en 
la fuente.

La contabilidad, inscripción y registro se ri-
gen, básicamente, por el Código de Comercio 
y normas reglamentarias.

La contabilidad, inscripción y registro se 
rigen por normas especiales.

El plazo para declarar es el general. El plazo para declarar es el general.
Deben calcular el anticipo por el siguiente 
período.

No están obligados a hacer el cálculo del 
anticipo.

Lo anterior muestra que el régimen tributario de un club organiza-
do como sociedad anónima es mucho más exigente que el de una aso-
ciación sin ánimo de lucro, situación tiene al menos dos inconvenien-

impuesto de renta ordinario puede ser una carga tributaria demasiado 
exigente. En segundo lugar, evidentemente los clubes constituidos 
como Sociedades Anónimas tienen un régimen tributario claramente 
desventajoso con relación a aquellos organizados como Corporacio-
nes o Asociaciones sin ánimo de lucro.

Así las cosas, y teniendo en cuenta que en un plazo de dos (2) 
años los clubes deberán hacer el tránsito a sociedades anónimas, la 

clubes con deportistas profesionales a partir de la vigencia de la ley, 
en donde transitoriamente, por cinco años, sería el de las Corporacio-
nes o Asociaciones sin ánimo de lucro, siempre y cuando inviertan la 
totalidad de sus utilidades en el club22. Dos razones principalmente 

en la forma más favorable para los clubes. En efecto, no tendría mu-
cho sentido aumentarle los impuestos a unas entidades que están en 

uno de sus objetivos salvarlos de tal crisis económica. Y la segunda 
que, no obstante lo anterior, se considera que con las propuestas del 
presente proyecto de ley las entidades con deportistas profesionales 
deberán ser entidades bastante rentables, a las cuales, en el mediano 
plazo, no tendría porqué dárseles un sistema tributario de Corpora-
ción o Asociación sin ánimo de lucro.

propiedad, se plantea también que aquellos clubes que hagan el trán-

18 La renta líquida está conformada por la renta bruta menos las deducciones que 
tengan causalidad con la actividad desarrollada por el contribuyente y cumplan 
con los demás requisitos legales. (Ibídem, p. 28).

19 Es el resultado de restar de la totalidad de los ingresos de las entidades con régi-
men tributario especial, los egresos de cualquier naturaleza que guarden causali-
dad con el desarrollo del objeto social de las mismas. (Ibídem p. 15).

20 Es una renta líquida especial que se determina con base en el patrimonio líquido 
y bruto del periodo inmediatamente anterior al que se declara, previa depuración 
del patrimonio y aplicación del porcentaje correspondiente. La ley presume de 
derecho que el patrimonio líquido o bruto debe rentar como mínimo el porcentaje 

21 El sistema de comparación de patrimonios es un sistema especial de renta gravable 

(Ibídem, p. 17).
22

del Fútbol Colombiano (DIMAYOR).
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sito hacia Sociedades Anónimas abiertas tengan la posibilidad de que 
por cinco años más (es decir, diez en total) se les cobije con el régi-
men tributario de transición.

-
ciado en el mediano plazo, toda vez que con el RTT, junto a las demás 
propuestas de este proyecto de ley, los clubes deberán ser entidades 

sociedades contribuyentes del impuesto de renta ordinario. 

-
tar la transparencia de las entidades deportivas, en este proyecto de 

-
sibilidad de vetar a dirigentes sin las calidades necesarias para ser 
dirigentes deportivos, (3) aumentar la capacidad sancionatoria de 
Coldeportes y, (5) en virtud del modelo societario propuesto como 
obligatorio para los clubes, la consagración de la obligatoriedad de 

Se considera que antes que ser esto una carga para tales los clubes 
23,

único club de la primera división del fútbol constituido como socie-
dad anónima, considera que una de las ventajas de la forma asocia-

Superintendencia de Sociedades. Más aún, en España se considera 
que uno de los factores determinantes que para que un Club pueda 
salir al mercado bursátil es la transparencia en la gestión24, lo que 
indudablemente es más probable si se tiene un órgano estatal que esté 
velando por que ello ocurra.

En la legislación actual la Superintendencia de Sociedades ejerce 
-

trol. El primero es el grado más leve, razón por la cual, en general, su 
alcance es meramente informativo sobre las actividades de la socie-
dad. El segundo, es una atribución de carácter permanente que “con-
siste esencialmente en la facultad de velar para que las sociedades 

y funcionamiento y en el desarrollo de su objeto social a la ley y a 
sus propios estatutos. A diferencia de la aplicación universal de la 
Inspección, solamente están sujetas a la vigilancia aquellas compa-

25. Y el tercero, el grado 
del Control, es una atribución excepcional para casos críticos. 

El presente proyecto de ley propone como causal legal el que, en 

profesionales de fútbol estén o no constituidos como sociedades anó-
-

intendencia de Sociedades26

que están las empresas más grandes del país, es decir, aquellas que 
tienen activos o ingresos iguales o superiores a veinte mil salarios 
mínimos legales mensuales27.

-
calización a Coldeportes, dejando que una entidad especializada en la 

Por otra parte, el artículo permite que Coldeportes se concentre en 

2. Derecho de veto
-

portiva y societaria, es darle un tipo de derecho de veto a un comité 
conformado por el Director de Coldeportes, el Superintendente de 
Sociedades y el Presidente de la Federación respectiva. El objetivo de 
esto es imposibilitar el ejercicio de la dirección deportiva a personas 
de dudosa reputación, sobre las cuales se puedan tener indicios de que 
podrían utilizar los clubes para actividades inadecuadas en su labor 
como directivos deportivos. Esta propuesta se basa en el artículo 326 
del Estatuto Financiero, que habla sobre las funciones y facultades de 
la superintendencia bancaria.

3. Aumento de la capacidad sancionatoria de Coldeportes

del Director de Coldeportes para imponer multas, pasando de 100 a 
200 salarios mínimos legales mensuales. De esta forma, en tal senti-
do se iguala la facultad de Coldeportes con la de la Superintendecia 
de Sociedades (artículo 86 numeral 3 Ley 222 de 1995).

-
-

calización de los clubes, teniendo en cuenta que no es exigido a las 
Corporaciones o Asociaciones sin ánimo de lucro.

4. Incentivos para el aumento de inversión
Como se ha visto, de una forma u otra, todas las propuestas del 

en los clubes. Así, como se dijo, se pretende que con el régimen de 
conversión dichas entidades deportivas tengan un modelo societa-
rio acorde con las enormes sumas de dinero que ellos manejan. El 
RTT, por su parte, pretende crear unas condiciones tributarias que 
incentiven la recuperación económica de tales entidades deportivas. 

-
portiva pretende, desde esta óptica, dos cosas. La primera, brindar la 

necesarias para su incorporación en el mercado público de valores, 
lo cual, además de ser una excelente forma de acrecentar el valor de 
sus inversiones, es un primer paso para democratizar la propiedad sin 
poner en riesgo la rentabilidad de las entidades deportivas.

Como complemento a lo anterior, el presente proyecto tiene dos 
propuestas. En primer término, se elimina la limitación consagrada 
en el inciso 3º del artículo 29 de la Ley 181 de 1995, la cual no per-
mite a ninguna persona natural o jurídica poseer más del 20% de los 

lo excepcional es el límite consagrado en la anterior disposición pues 
el límite que consagra el Código de Comercio es del 95% de las ac-
ciones.

Podría pensarse que lo anterior es una contradicción frente al obje-
tivo de democratizar la propiedad de los clubes. Sin embargo, lo que 
aquí se busca, naturalmente, es todo lo contrario, pero no mediante 
disposiciones ajenas a las realidades del fútbol o que sencillamente 
no se cumplen, tal como ya se explicó.

Como se observó también, el deporte profesional, y en especial 
el fútbol, es una empresa, un negocio de enormes dimensiones que 
requiere para su efectivo funcionamiento no solo un modelo societa-
rio acorde sino también el ingreso de grandes capitales, para poder 
competir en el mercado global de este deporte tanto en el campo eco-
nómico como en el deportivo. 

23 Opinión del doctor Mariano Díaz, Presidente del Chicó FC.
24 FERNANDEZ FERNANDEZ Loreto y otros, Op. Cit., p. 12.
25

26 No debe olvidarse que todos los clubes con deportistas profesionales tendrán a 
partir de la vigencia de la ley dos años para hacer el tránsito a sociedades anóni-
mas. Por lo tanto, lo que aquí se propone es que a partir de la vigencia de la ley los 
clubes de fútbol, independientemente de si han hecho o no la conversión tendrán 
vigilancia permanente por parte de Supersociedades, en materia societaria.

27 Si se toman los resultados contables de 2003 y el valor del salario mínimo legal del 
mismo año, solamente el Cali, el América, el Nacional, Millonarios, Santa Fe, el 

teniendo en cuenta el valor de sus activos. Si el tema se observa según los ingre-

el Cali, Nacional, América. (Véase “Informe Desempeño Financiero Clubes con 
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En segundo término, se propone derogar el artículo 30 de la mis-
ma ley, el cual enlaza el número mínimo de socios o asociados de 
los clubes con deportistas profesionales a su capital autorizado o el 
aporte inicial. Como se demostró, los requisitos mínimos de números 

se crearon. Por lo tanto, se considera que lo que se propone es mucho 
más realista en el camino de tener equipos rentables y eventualmente 
con su propiedad democratizada. 

hacer de los clubes unas entidades rentables que permitan su demo-
cratización. Como se ha visto, el deporte profesional y, en especial 
el fútbol, es un negocio de enormes dimensiones que requiere para 
un efectivo funcionamiento no solo un modelo societario acorde sino 
también el ingreso de grandes capitales, para poder competir en el 
mercado global de este deporte. Con los topes a la propiedad accio-

se vio, lo que se hace es desincentivar la rentabilidad de los clubes, 
en tanto que no permite el ingreso de grandes capitales sanos a tales 
entidades. Así las cosas, se espera que lo propuesto en el proyecto 
promueva la llegada de grandes inversionistas a los clubes con depor-
tistas profesionales, tal como ocurre en todo el mundo. 

Por otra parte, se mantiene la limitación de que “ninguna persona 
natural o jurídica podrá participar en la propiedad de más de un club 

se hace tanto por evitar la excesiva concentración de la propiedad 
como razones deportivas.

De los señores congresistas,
Representantes a la Cámara departamento de Antioquia,

Mauricio Parodi Díaz, Carlos Arturo Piedrahíta.

Secretaría General (Art. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 22 del mes de julio del año 2008 se radicó en este despacho 

el Proyecto de ley número 26, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales, por los honorables Representantes Mauri-
cio Parodi Díaz y Carlos Piedrahíta.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

Sección de Leyes

Señor Presidente:

26 de 2008 Senado, por medio de la cual se regula la conversión de 
los clubes de fútbol profesional a Sociedades Anónimas abiertas, me 
permito pasar a su despacho el expediente de la mencionada inicia-
tiva que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La 
materia de que trata el mencionado proyecto de ley es competencia 
de la Comisión Tercera Constitucional Permanente, de conformidad 
con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por 
repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Tercera 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Hernán Francisco Andrade Serrano.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.

PROYECTO DE LEY NUMERO 27 DE 2008 SENADO

de Soldados que presten el Servicio Militar Obligatorio.
El Congreso de Colombia

DECRETA: 
Artículo 1°. El Gobierno Nacional procederá a incrementar la 

-
tar obligatorio en Colombia, en un setenta (70%) del salario mínimo 
mensual legal vigente, a partir de enero de 2009.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de la fecha de su expedi-
ción y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Senadores de la República,
Alexandra Moreno Piraquive, Manuel Virgüez P.

Representante a la Cámara,
Gloria Stella Díaz Ortiz.

EXPOSICION DE MOTIVOS
El Movimiento MIRA, teniendo en cuenta que el Gobierno Na-

cional a través de su programa de gobierno “Política de Seguridad 

para mantener la institucionalidad y la seguridad a nivel nacional, 

país. Fuerza es colegir que son los gremios económicos quienes más 
se han favorecido con esta política.

Lo anterior nos lleva a mirar al interior de la Fuerza Pública, la 
forma cómo el Gobierno Nacional para implementar “La política de 

INCREMENTO PIE DE FUERZA PUBLICA - SOLDADOS
CLASE SOLDADO AGO-02 JUN-07
Profesionales 54.114 76.255
Regulares 73.433 96.506
De mi pueblo 23.541

  2.504   1.423
Datos suministrados por el MDN “Logros de la Política de Consolidación de la Segu-

SOLDADOS FUERZA PUBLICA
SOLDADOS 2003 2004 2005 2006 2007 FEB-2008

-
RES 89.366 90.644 60.622 92.981 96.446 100.236
CAMPESINOS 15.979 21.560 23.459 29.632 25.232 30.264
PROFESIONALES 59.879 67.348 71.631 75.144 79.064 79.505

Datos suministrados por el MDN “Logros de la Política de Consolidación de la Segu-

Indicadores de seguridad
2002 2006 2007 Crecimiento 

2002-2007
Pie de Fuerza
(Número de efectivos) 295.957 391.004 388.495 31,27%
Cobertura Municipal de la 
Policía Nacional 940 1.098 1.098 16,81%
Homicidio Común 28.837 17.479 17.198 -40,36%
Secuestros totales 2.882 687 486 -83,14%
Secuestro en retenes ilegales

697 9 6 -99,14%
Piratería Terrestre 1.436 671 565 -60,65%

Fuente: Revista Fuerzas Armadas – Abril-2008. Logros y retos de 
la Política de Consolidación de Defensa y Seguridad Democrática. 
Ministerio de Defensa Nacional.

-
grama de Gobierno, denominado Seguridad Democrática en el primer 
Gobierno y la política de consolidación de la seguridad democrática, 
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se ha engrosado el número del pie de fuerza, para hacer presencia 
en todo el territorio nacional. Incremento que se ha realizado con 
jóvenes de los estratos 1, 2 y 3, que en su mayoría son productivos 
en sectores de agricultura, minería, ganadería, industrias ubicadas en 
ciudades intermedias y municipios, donde la mayoría de los casos 
ellos son el sustento y apoyo de su familia, y como contraprestación 

que, con esta suma no pueden sufragar los gastos de los suyos, lo que 
conlleva en la mayoría de los casos, ha incrementarse el delito de 
Deserción.

Esta circunstancia agrava más el entorno familiar del conscripto, 
máxime cuando en la actual reforma del Código Penal Militar, se mo-

contemplaba la Ley 522 de 1992, pasó a ocho (8) meses de prisión, 
quedando de esta manera el joven con antecedentes penales, que en 
su vida futura le va acarrear inconvenientes para ingresar a la vida 
laboral en forma digna.

Pues olvidó el legislador y el Gobierno Nacional, que el joven que 
se alista en el servicio militar lo está haciendo de manera obligada y 
que cualquier conducta o comportamiento que atente contra el mis-
mo, sin recibir una remuneración digna por su prestación continuada 
del servicio por 24 horas y por más de 18 meses. Además de lo ante-
rior, está siendo gravemente penalizada con prisión, es decir que este 
joven se le está imponiendo una pena como si se tratase de un em-

entrenado para prestar el servicio de seguridad del Estado, cuando 
la realidad es otra, porque son jóvenes a quienes se les ha dado una 
mediana instrucción para el porte del uniforme y manejo de un arma 
y que en la ejecución del mismo se ve la falla en la prestación del 
mismo servicio, con injerencia en las Cortes Internacionales, en los 
delitos denominados Ejecución Extrajudiciales por la falta de la pre-
paración de la mística castrense.

Si bien es cierto que a este joven soldado se le aplica la ley penal 
durante la prestación de su servicio militar obligatorio, de la misma 
manera se le debe aplicar la ley laboral, por cuanto realiza tareas, fun-
ciones y horarios que implican riesgo en su integridad física, durante 
las 24 horas consecutivas.

Es de resaltar que cuando se debatió el Proyecto de ley núme-
ro167 de 2007 Cámara y 188 de 2007, sobre el pago de la Cuota de 
Compensación Militar, que ahora es la Ley 1184 de 2008, se propuso 
agregar un parágrafo nuevo al artículo primero, que decía: Estos re-
cursos serán recaudados directamente por el Ministerio de Ha-

el aumento del 70% de un salario mínimo mensual legal vigente, 
-

dados que estén prestando el Servicio Militar Obligatorio. (Regis-
trado en el Acta de Plenaria 28 del 12 de diciembre de 2007, Gaceta
60 del 26-FEB-08).

Proposición que tuvo acogida por varios Congresistas, pero se 
acordó que se presentara en un proyecto de ley, por lo que lo presen-
tamos en este nuevo período legislativo.

Por ello, el legislador conocedor del entorno familiar y la pobreza 
en que la mayoría de los soldados de colombia están sometidos, por-
que no hay que olvidar que este es un servicio militar obligatorio de 

-

estándar razonable, relacionado con el salario mínimo mensual legal 
vigente, para que estos conscriptos puedan en un momento dado res-
ponder por sus gastos personales y los de su familia.

Además, de ser una política social coadyuvaría a incentivar a estos 
jóvenes a prestar el servicio militar, toda vez que es notoria la de-
serción de los jóvenes que se alistan en forma irregular por parte de 

perciben por el cumplimiento de un servicio que se presta en forma 

permanente por 24 horas, arriesgando su propia vida y sometidos en 
muchos casos, al maltrato de palabra y obra por parte de los mandos 
como lo han hecho ver los medios de comunicación hablados y es-
critos, conllevando con ello, a la evasión de este deber para con la 
patria.

El presente proyecto de ley también está soportado bajo los pará-
metros jurisprudenciales de la honorable Corte Constitucional, que 

-

a este gran número de jóvenes que arriesgan su propia vida en ser-
vicio de la patria; según Sentencia C-911 del 31 de octubre de 2007, 
cuando sobre el factor legal que tiene el Congreso para establecer 
esta clase de erogaciones presupuestales, señalara: 

de restablecer la iniciativa del Congreso de la República en ma-
teria de gasto público, esto es, en el sentido de que él mismo pue-
de aprobar disposiciones legales que ordenen o impliquen gastos, 

-
no Nacional, sobre las materias señaladas en el artículo 154 de la 

-
va. En este sentido, tanto el inciso segundo del artículo 154, como 

-
gicamente los gastos correspondientes. De otro lado, la Corte advir-

-

las madres comunitarias, la Corte señaló que por tener el Congreso 
de la República iniciativa en todo caso en materia de gasto público 

superior al respecto establecida en la Reforma Constitucional de 

-

-

del procedimiento legislativo a rendir su concepto a este respecto, 
como lo dispone la propia norma orgánica del presupuesto”.

Son razones de hecho y de derecho que permite al Congreso esta-

los soldados que prestan el servicio militar, en un 70% de un salario 
mínimo mensual legal vigente, a partir de la vigencia de la ley, máxi-
me cuando el mismo Gobierno Nacional ha señalado que al sector 
Defensa no delimitará el gasto público, para incrementar su política 
de seguridad democrática.

Así mismo, para la consolidación de la política de seguridad de-
mocrática, es importante tener en cuenta el incremento del pie de 
fuerza a nivel nacional, como quiera que ha sido el bastión para que 
el Gobierno y los gremios económicos hayan tenido una buena renta-
bilidad, tanto en materia de seguridad como en la economía nacional. 
Pues ha través de sus planes de Gobierno con la implementación del 
programa de soldados campesinos a nivel nacional, ha logrado com-

Senadores de la República,
Alexandra Moreno Piraquive, Manuel Virgüez P.

Representante a la Cámara,
Gloria Stella Díaz Ortiz.
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Secretaría General (Art. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 22 del mes de julio del año 2008 se radicó en este despacho 

el Proyecto de ley número 27, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales, por la Bancada MIRA.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

Sección de Leyes

Señor Presidente:

27 de 2008 Senado, 
personal de Soldados que presten el Servicio Militar Obligatorio, me 
permito pasar a su despacho el expediente de la mencionada inicia-
tiva que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La 
materia de que trata el mencionado proyecto de ley es competencia 
de la Comisión Séptima Constitucional Permanente, de conformidad 
con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.

De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por 
repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Séptima 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Hernán Francisco Andrade Serrano.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.
* * *

PROYECTO DE LEY NUMERO 28 DE 2008 SENADO
por la cual se dictan disposiciones para garantizar la preservación, 

conservación y regeneración de los ecosistemas de páramos 
y el desarrollo sostenible de las regiones de páramo en Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

T I T U L O   I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPITULO I
Objeto de la ley, principios, interés estratégico 

Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley, tiene como obje-
to establecer los ecosistemas de páramos como áreas protegidas de 
conservación estratégica y las condiciones, para la preservación, 
conservación y, regeneración de las zonas o regiones de páramo en 
Colombia.

Artículo 2°. Principios y normas generales. Para el desarrollo del 
objeto y de las disposiciones que se establecen en la presente ley, se 
consagran los siguientes principios y normas generales:

1. Los páramos deben ser entendidos como zonas o regiones que inte-

2. Se declara de prioridad nacional e importancia estratégica para 
el desarrollo del país a los ecosistemas de páramo en Colombia, en 
armonía con los instrumentos relevantes de derecho internacional de 
los que la República de Colombia es parte signataria.

3. Las actividades en las regiones o zonas de páramo y en las zo-
nas amortiguadoras de las mismas, deben desarrollarse en forma sos-
tenible y deben ser compatibles con los objetivos de preservación, 
conservación y regeneración de los ecosistemas de páramo allí exis-
tentes, para lo cual se deben proponer alianzas estratégicas con la 
población, tanto indígena como campesina, para el mejoramiento de 
las condiciones de vida humana y de los ecosistemas.

4. El Estado por medio de las autoridades competentes, en alianza 
con institutos de investigación y organizaciones de la sociedad civil, 
promoverá el desarrollo de acciones orientadas a estimular el estudio, 

-
nológica, así como el fortalecimiento, la conservación y la protección 
de los conocimientos ancestrales y tradicionales, como elementos 
fundamentales para la conservación de los ecosistemas de páramos.

5. El Estado garantizará el derecho de las comunidades indígenas 
habitantes de estos territorios, dentro del marco de la Constitución y 
la ley, respecto a realizar las actividades sociales, económicas, am-
bientales y culturales, orientadas al desarrollo propio, compatibles 

sus territorios con anterioridad a esta ley, conforme a la Ley 21 de 
1991 y demás normas complementarias.

6. Los ecosistemas de las zonas de páramo, cumplen una función 
fundamental en la reproducción de la vida principalmente por las 
fuentes hídricas contenidas en ellos, por lo cual en aquellas áreas 
alteradas por actividades humanas o naturales de diverso orden y que 
se determinen como prioritarias para la conservación el Estado debe-
rá garantizar procesos de restauración ecológica, soportados en una 

7. Los planes, programas, proyectos y acciones, que se pretendan 
adelantar por parte de las autoridades competentes en las regiones de 
páramo, deberán estar acordes con los planes de manejo de las mis-
mas y estar dirigidos a la conservación, preservación, regeneración 
de los ecosistemas y zonas de páramo.

-
cos de asistencia técnica requeridos para el cabal cumplimiento de la 
presente ley.

9. En ningún caso la presente ley permitirá tratamientos distintos 
a los consagrados en la legislación vigente para las áreas protegidas 
del Sistema de Parques Nacionales Naturales.

10. Se reconoce al ecoturismo debidamente regulado en las regio-
nes de páramo como una estrategia para su conservación.

11. En la protección de los ecosistemas de páramo se adopta un 
enfoque ecosistémico e intercultural que reconoce el conjunto de re-
laciones socioculturales y procesos ecológicos que inciden en la con-
servación de la diversidad biológica, de captación, almacenamiento 
y regulación hídrica.

Artículo 3°. . Se de-
clara de interés prioritario e importancia estratégica para la Nación, 
la preservación, conservación y regeneración de los ecosistemas de 
páramo.

-
pectiva de acuerdo con las características biofísicas y socioeconómi-
cas de cada área de páramo.

Parágrafo. Las autoridades ambientales competentes, conforme al 
plan de manejo ambiental establecido para cada una de las regiones 
de páramo y previa la realización de los estudios respectivos, decla-
rarán las categorías protegidas existentes en la legislación colombia-
na, las áreas que así lo ameriten de manera tal que las mismas sean 
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preservadas, conservadas y regeneradas en forma adecuada las áreas 
actualmente declaradas como parques nacionales naturales, conser-
van su categoría de manejo.

CAPITULO II
Institucionalidad y competencias

Artículo 4°. Atribuciones del Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y De-
sarrollo Territorial, como organismo rector de la gestión del medio 
ambiente y para la conservación de las Areas Protegidas de Páramo 
en Colombia, expedirá las normas requeridas para su ordenación, 
protección, control, administración, conservación y regeneración.

Artículo 5°. Dependencias especiales. El Ministerio de Ambiente, 
Vivienda Desarrollo Territorial, el Instituto de Hidrología, Meteoro-
logía y Estudios Ambientales, Ideam, y demás autoridades ambien-
tales conjuntamente con las entidades territoriales correspondientes, 
deberán reconocer o designar dentro de sus estructuras orgánicas y 
con recursos humanos de su propio plantel, cuando sea necesario, las 

la conservación de las áreas de páramos, que les corresponden, con-
forme a la presente ley y según lo establecido en la Ley 99 de 1993 y 

Parágrafo. En el marco de su autonomía, las Corporaciones Au-
tónomas Regionales y Corporaciones para el Desarrollo Sostenible, 

presente artículo.
CAPITULO III

Artículo 6°. Planes de manejo. Las autoridades ambientales, a ex-
cepción hecha por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial, deberán elaborar o actualizar, previo agotamiento de los 
mecanismos de participación ciudadana y de consulta previa con las 
comunidades indígenas y habitantes de la región, los estudios de esta-
do actual de páramos, y adoptar e implementar los Planes de Manejo 
Ambiental de los Ecosistemas de Páramo encontrados bajo su juris-

más adecuada y las directrices del Ministerio de Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial.

Los planes de manejo deberán establecer una delimitación geográ-

de agricultura extensiva, pastoreo, minería y todas las prácticas no 
permitidas por esta ley que atentan con los ecosistemas de páramo o 
sus áreas conexas y en cambio se establezcan programas integrales 
para la conservación y el uso sostenible de la tierra en estas últimas.

Parágrafo 1°. En los páramos compartidos entre las corporaciones 
autónomas regionales y la Unidad Administrativa Especial del Siste-
ma de Parques Nacionales Naturales, los planes de manejo ambiental 
deberán elaborarse de manera coordinada atendiendo a lo dispuesto 
en las normas sobre el manejo de cuencas y ecosistemas compartidos 
entre dos o más autoridades ambientales. Para la implementación de 

Páramos, las autoridades ambientales a excepción hecha del Minis-
terio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, podrán efectuar 
inversiones conjuntas en los términos que la ley establezca.

Parágrafo 2°. Las Autoridades Ambientales, excepción hecha del 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, en cuya 
jurisdicción se encuentren páramos, deberán incluir en los Planes de 
Acción Trienal (PAT) y en los Planes de Gestión Ambiental Regional 
(PGAR), los planes, proyectos, programas y actividades que permi-
tan dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley y en los res-
pectivos planes de manejo de páramo. De encontrarse aprobados los 

respectivos, las cuales deberán incluirse en el año calendario inme-
diatamente siguiente al que fueron realizados.

Parágrafo 3°. Los Planes de Manejo incluirán un sistema de segui-
miento para evaluar, supervisar, monitorear el estado y tendencias de 
las zonas de páramo y las correspondientes actividades de conserva-
ción, preservación y restauración.

Parágrafo 4°. Estas disposiciones son complementarias y no dero-
gan las existentes en disposiciones legales, reglamentarias y demás 
instrumentos normativos vigentes sobre los Planes de Manejo Am-
biental.

T I T U L O    II
AREAS DE PARAMO

CAPITULO I

Artículo 7°. . Para efectos de la presente ley se tendrán 

Páramo. Ecosistema de alta montaña, ubicado entre el límite su-

glaciares o nieves perpetuas, en el cual domina asociaciones vegeta-
les tales como pajonales, frailejones, matorrales, prados y chuscales, 
además pueden haber formaciones de bosques bajos y arbustos y pre-
sentar humedales como los ríos, quebradas, arroyos, turberas, panta-
nos, lagos y lagunas. Adicionalmente son ecosistemas cuya estructura 
ecológica, permite el desarrollo de funciones ecológicas fundamenta-
les para el ciclo hidrológico, en especial la captación, acumulación y 
regulación de recurso hídrico.

Area protegida. Area debidamente alinderada y declarada como 
-

biodiversidad.
Categoría de manejo. -

na un área protegida para cumplir determinados objetivos de conser-

Esta denominación agrupa las diferentes áreas que por los valores de 
su oferta natural, son administradas bajo unas mismas directrices de 
manejo.

Artículo 8°. . Los ecosistemas de páramo en general 
comprenden tres franjas fundamentales:

Subpáramo o páramo bajo: Franja inferior del páramo que si-

la región. Se caracteriza por el predominio de chuscales, vegetación 
arbustiva y de bosques bajos altoandinos.

Páramo propiamente dicho: Franja intermedia del páramo carac-
terizada principalmente por vegetación dominante de pajonales y di-
ferentes especies de frailejones ubicado entre 2.900 y 4.000 msnm.

Superpáramo o páramo alto: Franja superior del páramo carac-

de suelo desnudo ubicado entre los 4.000 y 5.200 msnm.
Los límites altitudinales en que se ubican las diferentes franjas 

de estos ecosistemas varían entre las cordilleras, debido a factores 

según estudios preliminares.

con anterioridad por el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarro-
llo Territorial.

CAPITULO II
Prohibiciones de uso e instrumentos de gestión

Artículo 9°. Prohibiciones de uso. En los ecosistemas de páramo, 
regulados por esta ley se prohíbe la realización de las siguientes ac-
tividades:

peligrosos.
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-
cados y de especies exóticas o no nativas.

incluidos los de subsistencia salvo lo dispuesto en la presente ley so-
bre comunidades indígenas allí presentes.

el natural crecimiento y preservación del ecosistema y de las fuentes 
hídricas.

5. Prácticas de agricultura y ganadería.
6. Uso de Maquinaria pesada.
7. Construcción de obras que alteren el ciclo natural del agua o pro-

duzcan efectos negativos, deterioro o pérdida de la biodiversidad.
8. Destrucción de cobertura vegetal nativa.
9. Llevar y usar cualquier clase de juegos pirotécnicos o portar 

10. Actividades industriales.
11. Actividades de exploración, y explotación petrolera y minera. 

Además adelantar las obras con base en los títulos mineros previa-
mente otorgados que pueden afectar funciones ecológicas estraté-
gicas.

12. Talas y quemas.
13. Fumigación y aspersión de químicos.
14. Y demás usos que resulten incompatibles de acuerdo con lo 

el objetivo de conservación y protección de estos ecosistemas.
Parágrafo 1°. El incumplimiento de lo aquí ordenado dará lugar a 

la imposición de las medidas preventivas y sancionatorias contem-
pladas en el artículo 85 de la Ley 99 de 1993, o las normas que lo 

y civiles a que haya lugar.
Parágrafo 2°. Las prácticas económicas llevadas a cabo por las co-

munidades indígenas, minorías étnicas y pequeños propietarios serán 

del suelo, utilización de productos químicos y demás actividades in-
debidas, y promover actividades de producción alternativas y am-
bientalmente sostenibles que estén en armonía con los objetivos y 
principios de la presente ley.

Parágrafo 3°. El Gobierno Nacional buscará alternativas para mi-
nimizar los daños ambientales producidos por las vías de transporte, 
con un plazo máximo de 4 años, y establecerá las contribuciones co-
rrespondientes al uso de dichas vías y demás actividades productivas 
que se encuentren en esas áreas.

Artículo 10. . Las entidades crediticias y de fomento agrí-
cola públicas o privadas, nacionales o extranjeras, Organizaciones 
No Gubernamentales nacionales o extranjeras, y Agencias de Coope-
ración, no podrán otorgar créditos, préstamos y donaciones para la 
ejecución de las actividades señaladas en el artículo anterior, a excep-
ción de lo dispuesto en su parágrafo 2° del artículo anterior.

Artículo 11. Adquisición de predios
las acciones de conservación y preservación de los ecosistemas de 
páramo, el Gobierno Nacional podrá iniciar procesos de adquisición 
de predios donde quiera que se esté afectando los ecosistemas de pá-
ramo y en especial, las fuentes hídricas pertenecientes a estos, según 
las prohibiciones de uso establecidas en el artículo 13 de la presente 
ley y las categorías de manejo que se dispongan.

Parágrafo 1°. Para los efectos previstos en este artículo, las autori-
dades ambientales y territoriales actuarán mediante acciones progre-
sivas para la recuperación de las áreas protegidas, establecimiento y 
control de las fronteras agrícolas, de pastoreo y mineras.

Las autoridades ambientales podrán acordar los procesos de recu-
peración de las zonas con las comunidades indígenas, minorías étni-
cas y pequeños propietarios, mediante la designación de funciones de 
preservación, recursos para las poblaciones que se comprometan con 
el respeto a las fronteras altitudinales y la eliminación de las prácticas 
prohibidas.

Las anteriores acciones estarán acompañadas con programas de 
educación ambiental y generación de procesos productivos alternos 
dirigidos a la población paramuna.

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional podrá declarar de utilidad pú-
blica e interés social, la adquisición por negociación directa o demás 
acciones en los términos y condiciones establecidos en el artículo 
107 de la Ley 99 de 1993.

Artículo 12. Se preservarán los derechos de las comunidades indí-
genas y minorías étnicas que habiten estas zonas con anterioridad a 
la declaratoria como Areas Protegidas.

Parágrafo. Para el desarrollo de las acciones derivadas de esta ley 
se establecerá un régimen de manejo concertado entre conocimientos 

-
mentación y seguimiento de las estrategias de conservación de estos 
ecosistemas, teniendo en cuenta las prohibiciones de uso establecidas 
por el artículo 9°.

Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, o las entidades 
que hagan sus veces, con la participación de las autoridades ambien-

tenencia de la tierra en Zonas de Páramo para los efectos del artícu-
lo anterior. Para lo cual contarán con un término máximo de cuatro 
años.

Artículo 14. . Para la realización de acti-
vidades de conservación y preservación de los ecosistemas de Pára-
mo, la adquisición de los predios según se requiera el Gobierno Na-
cional, las entidades territoriales, las entidades administrativas de la 
jurisdicción correspondiente, deberán establecer en el Plan Nacional 
de Desarrollo, en sus Planes de Desarrollo Territorial, en los Planes 
de Ordenación y Manejo de Cuencas (Pomcas), las inversiones nece-
sarias para la ejecución de tales actividades.

Parágrafo 1°. Cuando la conservación, restauración y preservación 
de los páramos y sus fuentes hídricas adquieran importancia estraté-
gica para la prestación de los servicios públicos (de acueducto y dis-
tritos de riego), las personas prestadoras del servicio, podrán realizar 
inversiones, a través de las autoridades ambientales correspondien-
tes, en las zonas de que trata esta ley conforme a lo establecido por 
la respectiva autoridad ambiental en el Plan de Manejo Ambiental, y 
dentro de las políticas de conservación de estas zonas.

Parágrafo 2°. Las autoridades ambientales utilizarán los recursos 
que reciben por concepto de tasa de uso del agua de las personas na-
turales y jurídicas, privadas y públicas, que utilicen el recurso o las 
áreas de páramo establecidas.

-
venir del Plan Nacional de Desarrollo Forestal, de planes y programas 
de recuperación de servicios ambientales, de ONG y demás recursos 
gestionados por el Gobierno a nivel nacional o internacional.

T I T U L O   III
OTRAS DISPOSICIONES

CAPITULO I
Protección y armonización

Artículo 15. Los Planes de Ordenamiento Territorial deberán ar-
monizarse con lo dispuesto en la presente ley. Para ello, los muni-
cipios deberán revisar y ajustar los contenidos de sus Planes de Or-
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de páramo. De igual forma, los planes de manejo de páramos deben 

Artículo 16. Informes de evaluación. La Procuraduría Delegada 
para Asuntos Ambientales y Agrarios y la Contraloría General de la 

en la presente ley.
Parágrafo. El informe Nacional Ambiental Anual a que está obli-

gado el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambienta-
les, Ideam, deberá incluir el reporte del avance de lo dispuesto en la 
presente ley.

T I T U L O   IV
CAPITULO I

Artículo 17. Facultad reglamentaria. El Gobierno Nacional regla-
mentará la presente ley en el plazo máximo de 12 meses a partir de la 
vigencia de la presente ley y dará cumplimiento a las adecuaciones y 
medidas necesarias para el cabal cumplimiento de la presente ley.

Artículo 18. Promulgación y divulgación. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación y deroga y sustituye todas las 
disposiciones que le sean contrarias.

Artículo transitorio. Los proyectos, obras o actividades que actual-
mente se desarrollan en áreas de páramos, que no se encuentren con-
formes con lo expuesto en la presente ley y en los páramos de manejo 
de páramo adoptados por las corporaciones autónomas regionales, 
contarán con el término de dos (2) años a partir de la promulgación 
de esta ley, para dar por terminado su actividad conforme a los linea-
mientos de manejo que determine la autoridad ambiental competente. 
En todo caso los proyectos cobijados por el régimen de transición, 
solamente podrán extenderse por el término que expresamente se-
ñalen las corporaciones autónomas regionales y la Unidad Adminis-
trativa Especial del Sistema de Parques Nacionales del Ministerio 
de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o la unidad territorio 

recuperación, restauración y compensación, las cuales no podrán te-

Senadores de la República,
Alexandra Moreno Piraquive, Manuel Virgüez P.

Representante a la Cámara,
Gloria Stella Díaz Ortiz.

EXPOSICION DE MOTIVOS
ASPECTOS GENERALES
El proyecto de ley tiene como objetivo avanzar en la regulación 

de las acciones para el cuidado y la preservación ambiental de zonas 
de protección especial como son las zonas de páramos existentes en 
Colombia; lo anterior, de conformidad a los derechos constituciona-
les colectivos y del ambiente, a los deberes del Estado de proteger y 
conservar la diversidad e integridad de las áreas de especial impor-
tancia ecológica, y a las declaraciones y acuerdos internacionales en 
los cuales Colombia es parte signataria.

Es importante que ante áreas de páramos de importancia ecológica 
-

ca, se cree y promuevan los medios legales, políticos, económicos y 
sociales necesarios para la protección de aquellas áreas que aun no 
han sido declaradas como áreas protegidas y por lo tanto no tienen 

su preservación, y el desarrollo de sistemas efectivos de protección, 
seguimiento y control de los ya existentes.

Además se debe precisar, que el actual proyecto de ley tiene la me-
jor intención de avanzar en las acciones de manejo ambiental en Co-

lombia, recordando siempre que toda acción en esta dirección debe 
garantizar los derechos colectivos de las comunidades indígenas y la 
participación de la población en los cuidados medioambientales.

SITUACION ACTUAL
El ámbito ambiental ha sido uno de los ejes que menos se han tra-

bajado a lo largo de la historia política, económica y social del país, 
tradicionalmente se encuentra que las regulaciones sobre los recursos 
naturales se han enfocado hacia el aprovechamiento económico, pero 
no hacia la protección y preservación de los mismos.

social se encuentra en este componente ambiental y en la relación 
armónica del hombre con los recursos medioambientales existentes. 
En este contexto, el agua es uno de los principales componentes del 

las fuentes, calidad y cobertura del servicio, entre otros, son los ma-
yores problemas.

Los páramos son sistemas de suprema importancia por ser las 
principales fuentes de agua del país, es por esto que requieren una 
protección especial por parte del Estado y de la sociedad en contra 
de toda forma de explotación que esté en contra de los intereses de 
la Nación.

Los páramos como ecosistemas naturales de alta montaña, se en-
cuentran por el límite superior de los bosques altos andinos, aproxi-
madamente a unos 2.800 metros del nivel del mar.

A causa de la estructura vegetal y la importancia de los suelos, 
los páramos tienen un alto potencial de regulación y almacenamiento 
hídrico, son la fuente de los principales ríos existentes en el territorio; 
los suelos y la vegetación nativa de los páramos tienen una propie-
dad de absorción y almacenamiento de agua, que al descender for-

las aguas en diferentes direcciones provocando la formación de las 

cuales son fundamentales para el consumo humano, abastecimiento 
de acueductos en centros urbanos, producción agrícola e industrial y 
la generación hidroeléctrica.

Además, estos ecosistemas son vitales por ser centros naturales de 

el efecto invernadero, cumplir importantes funciones culturales las 
cuales dependen de las lógicas propias de los grupos humanos que los 
habitan, sean campesinos, indígenas o colonos.

Los páramos en Colombia tienen una extensión de aproximada-
1, esto es el 64% de los eco-

sistemas de este tipo a nivel mundial, distribuidas en las cordilleras 
Oriental, Central y Occidental y la Sierra Nevada de Santa Marta. 
Actualmente en por lo menos 16 de las 45 unidades de conservación 
de la Unidad de Parques Nacionales Naturales del Sistema Nacional 
Ambiental, se encuentran ecosistemas de este tipo. Sin embargo, y 
desafortunadamente, los páramos vienen sufriendo serios procesos 
de transformación y degradación debido a la ocurrencia de hechos 
naturales, pero especialmente a los producidos por el hombre.

El futuro de estos importantes ecosistemas es aún incierto en Co-
lombia, ya que sólo 19 de los aproximadamente 130 complejos de 
páramos, son áreas protegidas declaradas y poseen o están en proceso 
de formulación los Planes de Manejo Ambiental correspondientes, 
mientras que los demás no tienen ningún plan de manejo integral y 
público para su conservación, preservación y regeneración.

Estudios técnicos, universidades, movimientos sociales locales, 
organizaciones ambientales tanto nacionales como internacionales 
han hecho urgentes llamados de atención para la protección pública 
1 Mapa General de Ecosistemas de Colombia, Instituto Alexánder von Humboldt, 

1998.
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de estas fuentes naturales ante la continuidad de actividades inapro-
piadas para este tipo de ecosistemas que cada vez más se acerca a su 
desaparición.

Las prácticas más comunes y agresivas son:
• Prácticas inadecuadas y no sostenibles del uso de la tierra, en 

particular: la agricultura, que cuando pertenece a pequeños produc-
tores, la mayoría de técnicas no son adecuadas y cuando son cultivos 
industrializados se tiende al uso de maquinaria pesada y de grandes 
cantidades de químicos que contaminan los suelos y el agua.

• La ganadería, que por el pisoteo de los animales se arruinan los 
poros de la vegetación donde transita y se almacena el agua.

• La cacería, consumo local de especies como la boruga y el vena-
do (piel, carne).

• La extracción de materiales como los musgos, principalmente en 
Navidad, extracción selectiva de madera que afecta de manera directa 
el albergue de importante diversidad de recursos biológicos a nivel de 
especies y genes, la captura de CO2, el almacenamiento de materia 
orgánica y nutrientes.

• Quemas indiscriminadas.
-

triales.
• La introducción y manejo de especies no nativas.

• Desarrollo de programas de reforestación inapropiados (pinos y 

• Fumigación y aspersión de químicos.
• Minería en pequeña escala sin licencias ambientales, ni prácticas 

de restitución (carbón, gravas, calizas y oro).
• Turismo sin control.

• Cultivos ilícitos.
Mientras que las prácticas indebidas aumentan, el incremento de 

los gases de efecto invernadero, por la alteración de la capa vegetal 
en estos ecosistemas, provoca una aumento del clima, cambios en los 

las áreas de distribución, tanto de especies vegetales como animales, 
y pérdida de zonas y ecosistemas de la alta montaña, como son los 
nevados y los páramos.

NECESIDAD DEL PROYECTO DE LEY
El país viene adquiriendo una clara conciencia acerca de la im-

portancia que representa para el presente y para el futuro del país, la 
conservación de las fuentes de agua, particularmente en las zonas de 
páramos. Un estudio de la Contraloría General de la Nación “Estado 

“para el año 2016, el 38% de la población de Colombia afrontará 
una grave crisis por falta de agua, situación esta que en un par de 
años afectará a un 70% de la misma población”.

Para la conservación de estos ecosistemas y en especial de las fuen-
te hídricas es necesaria la formulación de políticas adecuadas que in-
tegren el conocimiento técnico y ancestral sobre la biodiversidad y la 
reducción de las prácticas que la amenazan, además de establecer las 

armonización con las acciones y competencias existentes.
El actual proyecto en sus artículos 1°, 2° y 3°, pretende declarar 

todos los ecosistemas de páramos de Colombia, como áreas prote-
gidas, entendidas como “áreas especiales en las cuales se procura la 

-

dentro de las categorías de manejo establecidas por el Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, según las características 
propias de cada lugar y sus necesidades. Esto se debe a la imposibi-
lidad de equiparar la situación actual de todos los páramos y resolver 
sus problemáticas de la misma forma.

Para lograr los objetivos propuestos y seguir los principios que 
crea el proyecto, se hace referencia a las atribuciones correspondien-
tes al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y las 
dependencias especiales en las entidades y autoridades ambientales 
involucradas con las acciones promovidas a partir de la aprobación 
de presente proyecto de ley (artículos 4° y 5° del proyecto de ley).

En el artículo 6° se establece lo relacionado con los Planes de 
Manejo Ambiental que se deben formular a partir de la declaratoria 
de las Zonas de Páramo como áreas protegidas; en este aspecto se 
propone que, como complemento a lo establecido con anterioridad 
a la presentación del proyecto, los planes dirigidos a las zonas de 
páramo deben tener en cuenta los estudios preliminares elaborados 
por las Corporaciones Autónomas, además de establecer fronteras la-

nocivas para el ecosistema sean reducidas y erradicadas.
El establecimiento de estas fronteras es una acción necesaria 

cuando se habla de establecer áreas protegidas para la preserva-
ción, conservación y regeneración de zonas especiales como las 
de páramos.

En cuanto a la regeneración o restauración de estas áreas, no se 
-

getal y la absorción hídrica de los suelos. Según estudios realizados 
por la Universidad Nacional, los ecosistemas de páramos tiene una 
facultad de autorrecuperación como ninguno, por las condiciones 
medioambientales en las que se encuentran, siempre y cuando haya 
un cese de las actividades que lo afectan y el ecoturismo como medio 
de sostenibilidad, se realice controladamente.

-
nen grandes consecuencias sobre estos sistemas ecológicos, y advierte 

viven en y de estos ecosistemas. Es por ello que, para su tratamiento 

las comunidades que se vean afectadas en este tipo de acciones, ya 
sea porque parte de sus prácticas productivas dependen de los eco-
sistemas de páramo, o porque sus tradiciones, creencias y espacios 
de vida están relacionados con estos ecosistemas, como sucede con 
algunas comunidades indígenas.

El proyecto considera, en sus artículos 2°, 9° y 11, de interés prio-
ritario el establecimiento de alianzas estratégicas con los pobladores 
de modo que se busquen alternativas a las prácticas productivas que 
son indebidas y se les concientice y eduque sobre el cuidado del pá-
ramo; de igual manera se resalta el trabajo con los conocimientos 
tradicionales y culturas que pueden suministrar esta población y las 
comunidades indígenas que habitan estas zonas.

Dentro de las estrategias de preservación de los ecosistemas de 
páramos, el proyecto retoma lo dispuesto por la Ley 99 de 1993 en 
la cual el Gobierno Nacional podrá tomar medidas para la progresiva 
adquisición de predios donde quiera que los ecosistemas de páramos 
se encuentren en una grave alteración y riesgo debido a las prácti-
cas indebidas establecidas por este proyecto. En este sentido, es pri-
mordial hacer énfasis en que la declaratoria de las áreas de páramo 
como áreas protegidas y la eventual adquisición de predios, no puede 
ir contra los derechos de las comunidades indígenas y del manteni-
miento de sus resguardos, pues tal y como lo señala la Constitución 
de 1991, los resguardos indígenas son inalienables, imprescriptibles 
e inembargables; los pueblos indígenas forman parte integral de las 
políticas de conservación de la biodiversidad.
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FUNDAMENTACION JURIDICA
a) Tratados y Acuerdos Internacionales
Aparte de los acuerdos suscritos por Colombia a nivel mundial y 

continental para la Protección del Medio Ambiente y recursos natu-
rales, Colombia ha participado en convenciones y declaraciones que 
están dirigidas a ecosistemas de alta montaña, humedales, protección 
de la diversidad biológica, dentro de los cuales se encuentra:

La Convención sobre el comercio internacional de especies ame-

mediante Ley 17 de 1981; la Convención para la protección del pa-
trimonio mundial, cultural y natural dado en París, Francia el 22 de 

Declaración de Río sobre Medio Ambiente y el Desarrollo, Convenio 
sobre diversidad biológica, Conferencia de las Naciones Unidas so-

165 de 1994; la Convención relativa a los humedales de importancia 
internacional especialmente con Hábitat de Aves Acuáticas, dentro 
de los cuales se encuentran los ecosistemas de páramos, suscrito en 

-
claración de Johannesburgo sobre el Desarrollo sostenible, Cumbre 
mundial sobre el Desarrollo sostenible en Johannesburgo de 2002; y 
la Declaración de Paipa.

Esta última fue creada durante el Primer Congreso Mundial de 
Páramos dada en Paipa, Colombia en el año 2002, en dicha Declara-
ción se establece 
la vida y el mantenimiento de biodiversidad única en Colombia, la 
participación y concertación con las comunidades además de la inte-

y preservación de estas zonas, la creación de alternativas para la for-
mulación de políticas que ayuden a controlar las fronteras agrícolas 
y mitigar las prácticas agresivas contra el ecosistema...”.

b) Constitución Política de Colombia
En el contexto del presente proyecto de ley se debe precisar la 

obligatoriedad del Estado y de las personas frente a la protección y 
preservación del medio ambiente en general; la Constitución estable-
ce en los principios fundamentales que: “es obligación del Estado 
y de las personas proteger las riquezas culturales y naturales de la 
Nación”. (Artículo 8°).

En especial los artículos 79 y 80 establecen el derecho que tienen 
todas las personas a gozar de un ambiente sano, el deber del Estado 
de proteger la diversidad del ambiente, la conservación de las áreas 
de importancia ecológica y el fomento de la participación y educa-
ción de la comunidad en general y especial de aquella que se vea 
afectada por estas acciones.

manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar 
su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución, 

algún grado de deterioro ambiental, facultándolo en consecuencia, de 
medidas sancionatorias legales correspondientes.

c) Leyes
La Ley 2ª de 1959 declara como Zonas de Reserva Forestal los 

para la preservación de los suelos, corrientes de agua, el Gobierno 
reglamentará la utilización de los terrenos de propiedad privada (ar-
tículos 2° y 13).

Con la Ley 99 de 1993 se establecen las zonas de páramos, los 
nacimientos de agua y las zonas de recarga de acuíferos como zonas 
de protección especial y se crean las tasas por la utilización del agua, 
retomadas parcialmente en el proyecto de ley. Además en los artícu-
los 107 y 108 sobre la utilidad pública e interés social y la función 
ecológica de la propiedad se faculta al Gobierno para iniciar negocia-

ción directa o expropiación de bienes de propiedad privada, o la impo-
sición de servidumbres, que sean necesarias para la ejecución de obras 
públicas destinadas a la protección y manejo del medio ambiente y 
los recursos naturales renovables, en coordinación con las autoridades 

necesarias y con la activa participación de la sociedad civil.
La Ley 812 de 2003, Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006, el 

artículo 83 sobre la protección de zonas de manejo especial, se mo-
“... las 

-

protegidos con carácter prioritario por las autoridades ambientales, 
entidades territoriales y entidades administrativas de la jurisdicción 
correspondiente, las cuales realizarán los estudios necesarios para 
establecer su verdadera capacidad de oferta de bienes y servicios 
ambientales, para iniciar un proceso de recuperación, protección y 
conservación...”.

De la misma manera, el Ministerio de Medio Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial, emitió la Resolución 0769 de 2002 en la cual 

-
dios sobre el Estado Actual de los Páramos y de los Planes de Manejo 
correspondientes, la Resolución 0839 de agosto de 2003 en la cual se 
establecen los objetivos, caracterizaciones, esquemas de evaluación 

ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY

2007 el Proyecto de ley número 29 de 2007, por medio de la cual se 
dictan disposiciones para garantizar la preservación, conservación y 
regeneración de los ecosistemas de páramos en Colombia, que tuvo 
cuatro audiencias públicas realizadas en las ciudades de Santa Marta, 

que tuvieren las comunidades asentadas en las zonas de páramos. 
Este nuevo proyecto recoge muchas de las inquietudes que presen-
taron académicos, miembros de ONG, ambientalistas, indígenas y 
campesinos.

También hemos recogido, para elaborar este nuevo proyecto, mu-
chas de las sugerencias hechas por el Ministerio de Ambiente, Vi-
vienda y Desarrollo Territorial, del cual también hemos recogido el 

-
blemente nos hicieran llegar sobre el concepto frente al Proyecto de 
ley número 29 de 2007. De igual manera, hemos recogido algunos 
criterios que nos hicieran llegar las Corporaciones Autónomas Re-
gionales frente al mismo proyecto de ley. Agradecemos a todos sus 
criterios y su ayuda.

Senadores de la República,
Alexandra Moreno Piraquive, Manuel Virgüez P.

Representante a la Cámara,
Gloria Stella Díaz Ortiz.

Secretaría General (Art. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 22 del mes de julio del año 2008 se radicó en este despacho 

el Proyecto de ley número 28, con todos y cada uno de los requisitos 
constitucionales y legales, por la Bancada MIRA.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

Sección de Leyes

Señora Presidenta:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley nú-

mero 28 de 2008 Senado, por la cual se dictan disposiciones para 
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garantizar la preservación, conservación y regeneración de los 
ecosistemas de páramos y el desarrollo sostenible de las regiones 
de páramo en Colombia, me permito pasar a su despacho el ex-
pediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día 
de hoy ante Secretaría General. La materia de que trata el men-
cionado proyecto de ley es competencia de la Comisión Quinta 
Constitucional Permanente, de conformidad con las disposiciones 
reglamentarias y de ley.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.

De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por 
repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Quinta 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con 

Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Hernán Francisco Andrade Serrano.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 311 DE 2008 SENADO, 
002 DE 2007 CAMARA

por la cual se establece el procedimiento de avalúo 
para las servidumbres de hidrocarburos.

Doctora

Secretaria General
Comisión Quinta
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para primer debate al Proyecto 

de ley número 311 de 2008 Senado, 002 de 2007 Cámara.
Respetada señora Secretaria, 
Dando cumplimiento al encargo que me hiciera la mesa directiva 

y a las disposiciones contenidas en la Ley 5ª de 1992, me dispongo 
a rendir informe de ponencia positiva para primer debate al Proyecto 
de ley número 002 de 2007 Cámara, 311 de 2008 Senado, por la cual 
se establece el procedimiento de avalúo para las servidumbres de 
hidrocarburos. Con base en las siguientes consideraciones:

I. ANTECEDENTES Y OBJETIVOS DEL PROYECTO
El Proyecto de ley tiene por objeto la creación de normas pro-

requiera para la exploración, producción y transporte de hidrocarbu-
ros, encaminado al equilibrio jurídico entre los particulares, el sector 
industrial y el interés general del país.

En Colombia, se encuentra que el común de los casos de servidum-
bres petroleras, se resuelve por negociación directa entre los afecta-
dos, pactando entre ellos el monto de la indemnización a la que habrá 
lugar. El problema se ha presentado en aquellos casos en que no hay 

para el particular; por ello, se hace necesario el presente proyecto.
El objetivo, igualmente, está encaminado a la protección de la in-

dustria de hidrocarburos que representa un porcentaje alto dentro de 
la industria nacional, y siendo el producto de carácter público por el 
servicio que presta, se enmarca entonces la importancia de su cui-
dado en torno al desarrollo de la misma; ya que con ello se logra 

del ramo, y con la introducción de un aspecto fundamental en esta 
materia que es la entrega previa de áreas con el depósito judicial res-
pectivo. No obstante a lo anterior, se encamina esta normatividad a la 

protección de quien resulta afectado por la servidumbre impuesta, ya 
que se establecen mecanismos de acceso a la justicia para preservar 

del mismo; adicionalmente, con ello se garantiza el debido proceso 
y las garantías judiciales en aras de la protección, y se establecen 
mecanismos posteriores en caso de perjuicios sobrevinientes. Luego 

-
jan términos precisos para la etapa de acuerdo directo, se determina 
claramente las competencias para atender estas solicitudes, se obliga 

e inventario de mejoras o cultivos a afectar, el depósito se basa en 
función de un concepto técnico e imparcial y no sujeto al arbitrio del 

-
les debe rendir el dictamen, atendiendo una indemnización integral 
de todos los daños y perjuicios.

II. FUNDAMENTO JURIDICO DEL PROYECTO

derecho real accesorio limitativo del derecho de dominio, que con-
siste en la facultad que tiene su titular de aprovechar parte de la uti-
lidad de un predio ajeno o de imponer la abstención de actos ilícitos 

Artículo 793. El dominio puede ser limitado de varios modos:
1. Por haber de pasar a otra persona en virtud de una condición.
2. Por el gravamen de un usufructo, uso o habitación a que una 

persona tenga derecho en las cosas que pertenecen a otra.
3. Por las servidumbres.
Artículo 879. Servidumbre predial o simple servidumbre, es un 

gravamen impuesto sobre un predio, en utilidad de otro predio de 
distinto dueño.

Artículo 880. Se llama predio sirviente el que sufre el gravamen, y 
predio dominante el que reporta la utilidad.

Con respecto al predio dominante, la servidumbre se llama activa, 
y con respecto al predio sirviente, se llama pasiva.

Artículo 883. Las servidumbres son inseparables del predio a que 
activa o pasivamente pertenecen.

entenderse, como lo exponen algunos tratadistas, en el sentido de 
considerar la servidumbre desde el punto de vista del precio que lo 
soporta (pasiva). Si hay un gravamen o carga, el legislador le da más 
importancia a este hecho, pero de nada servirá una carga sola que 
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derecho. En las servidumbres solo hay un derecho real radicado en el 

u obligación que por sí sola no es una servidumbre. La expresión 

la explicación dada. 

que el gravamen subsiste obligatoriamente por mandato legal, cuan-
do de verdad existen servidumbres originadas, por el principio de la 
autonomía de la voluntad, en la disposición o consentimiento de las 
partes.

Esta normatividad de carácter general, orienta la necesidad de la 
-

co de los hidrocarburos, por cuanto Colombia se denota con reservas 
petrolíferas. Así como en materia de redes eléctricas y otros se ha 

proyecto de ley. 
Así mismo, el Código de Procedimiento Civil consagra las normas 

para los procedimientos abreviados, las cuales constituyen normas 
aplicables a la materia del presente proyecto y de igual forma, con-
templa la normatividad especial para los procesos de servidumbre; 
normas que en caso de vacío son aplicables, a saber: 

Artículo 408. Asuntos sujetos a su trámite
por el artículo 1°, numeral 211 del Decreto 2282 de 1989. El nuevo 
texto es el siguiente:> Se tramitarán y decidirán en proceso abreviado 
los siguientes asuntos, cualquiera que sea su cuantía: 

1. Los relacionados con servidumbres de cualquier origen o na-
turaleza y las indemnizaciones a que hubiere lugar, salvo norma en 
contrario.

Artículo 415. Servidumbres -
lo 1°, numeral 218 del Decreto 2282 de 1989. El nuevo texto es el 
siguiente:> En los procesos sobre servidumbres deberá citarse, de 

principales sobre los predios dominante y sirviente, de acuerdo con 
-

pañará a la demanda. No se podrá decretar la imposición, variación 
o extinción de una servidumbre, sin antes practicar una inspección 
judicial con intervención de peritos sobre los inmuebles materia de la 

En los dos primeros casos, los peritos deberán dictaminar necesaria-
mente sobre la forma y términos en que la servidumbre ha de impo-
nerse o variarse. A las personas que se presenten a la diligencia de 
inspección y prueben siquiera sumariamente posesión por más de un 
año sobre cualquiera de los predios, se les reconocerá su condición 
de litisconsortes de la respectiva parte. Al decretarse la imposición, 

suma que deba pagarse a título de indemnización o de restitución, 
según fuere el caso. Consignada aquella, se ordenará su entrega al 
demandado y el registro de la sentencia, que no producirá efectos 
sino luego de la inscripción. 

Se encuentra que la regulación en esta materia tiene más de cin-
cuenta años de expedición, lo cual la hace inoperante en cuanto a 

no se ha establecido un mecanismo y procedimiento que garantice el 
debido proceso y las garantías procesales que la Constitución dispo-
ne, en el momento de realizar avalúos cuando surge la necesidad de 
la servidumbre y del procedimiento posterior a ello. La normatividad 
vigente como el Decreto-ley 222 de 1983, Decreto Extraordinario 
1886 de 1954 y las normas civiles antes citadas; estos no contemplan 

que garantice la ocupación de los predios. 
Los principios que orientan y por tanto sustentan la posibilidad de 

la imposición de una servidumbre de este tipo, son el del interés ge-
neral y el del carácter limitable de la propiedad por la función social 

y ecológica que la circunscribe. La Corte Constitucional se ha pro-
nunciado sobre el particular, estableciendo que “el especial carácter 
que revisten los procesos que imponen gravámenes a la propiedad 

-
-

opere a favor del interés general sobre el interés particular del pro-
pietario o poseedor del terreno sirviente. En referencia a la función 
social de la propiedad, la Corte Constitucional analiza el tema de las 
servidumbres para redes eléctricas que por remisión podría tenerse 
como lineamiento a seguir sobre la interpretación que sobre el parti-
cular se ha establecido, ya que se tiene un procedimiento similar al 
que se pretende establecer para el caso de los hidrocarburos, además 
han sido denominados de carácter público; en la Sentencia C-831 de 
2007 se estableció: “La función social de la propiedad y la necesidad 
de proteger el interés general relacionado con la adecuada prestación 
de los servicios públicos, implican que la pretensión del propietario 
o poseedor de un bien sometido al gravamen de servidumbre pública 
de conducción de energía eléctrica esté restringida a obtener una in-
demnización justa. Por lo tanto, el legislador está facultado para que, 

-

las medidas tendientes a garantizar la protección del interés general 
en los procesos de constitución de servidumbre pública, a condición 
que proteja el derecho que tiene el poseedor o propietario de obtener 
la compensación económica por el perjuicio generado por ese grava-
men. Las normas demandadas por la actora no impiden la materiali-
zación de ese derecho sino que, antes bien, responden a la necesidad 
de otorgar una respuesta expedita a los intereses de los usuarios del 
servicio público de energía eléctrica. Por ende, se avienen a los pos-

Dentro de esta línea jurisprudencial se encuentra también la Sen-
tencia C-063 del 2005, en la sentencia en mención, se encuentra fun-
damento al término de traslado ya que, el término de traslado es de 
tan solo tres días y el término general para los procesos abreviados es 
de diez días, con relación a lo que establece el artículo 409 del Có-
digo de Procedimiento Civil. Luego, el análisis que se hace es si se 
viola con ello el derecho de defensa, la sentencia en el fundamento 19 
establece: “El límite temporal del término de traslado al demandado 
dentro del proceso imposición de servidumbre pública (artículo 27-3) 

norma superior que imponga un plazo mínimo para que el demanda-
do se oponga a las pretensiones de la entidad actora, razón por la cual 

-

el proceso de constitución de servidumbre pública de conducción de 

en esta sentencia, la protección del interés general, representado en la 
pronta ejecución de las obras necesarias para la adecuada prestación 

III. EXPLICACION DEL ARTICULADO
Artículo 1°. El Código de Petróleos dispuso el carácter de utilidad 

fundamento para establecer las servidumbres, en consecuencia, en 
este artículo se establece el alcance de las servidumbres a las activi-
dades de petróleo como son, la exploración, producción y transporte 
de los hidrocarburos, de tal forma que no habrá lugar a la oposición 
de la ocupación por parte de los propietarios o poseedores de los 
bienes inmuebles que se requieran para dichos efectos, obviamente 
con la condición del pago de los perjuicios que por la misma se oca-
sionen.

Artículo 2°. Como ha sido establecido para otro tipo de activida-
des como la minería, las vías públicas o la infraestructura de energía, 
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en este artículo se dispone la etapa de la negociación directa, previa 
a acudir a la vía judicial, y por tanto, se determina la forma de llevar 
a cabo el aviso al propietario o poseedor. El aviso deberá señalar el 
documento en el que conste el derecho en el que se fundamenta para 
acceder a la servidumbre, el tiempo de ocupación, el área requerida y 
la invitación a convenir el precio. 

Para evitar dilaciones, se establece que la comunicación se entien-
de recibida por quien esté ocupando el inmueble y se señala un tér-
mino perentorio de 20 días calendario, para acordar la negociación. 
En caso de no lograrse acuerdo, de esta circunstancia se deberá dejar 
constancia de ello en el acta con la inclusión del monto ofrecido. 

Artículo 3°. Si en la etapa de negociación no fue posible el acuer-
do entre las partes, en esta norma se dispone la forma de presentar al 
juez civil municipal del lugar de ubicación del inmueble, la solicitud 
de avalúo de los perjuicios, señalando los requisitos para su viabili-

derechos a explorar, explotar o transportar, ubicación del inmueble, 

copia del acta de negociación fallida, entre otros. Se destaca entre los 
requisitos, la obligación del interesado de presentar el recibo de la 
consignación del valor correspondiente al avalúo comercial realiza-
do por el IGAC o por un profesional adscrito a la Lonja, a título de 
depósito por los perjuicios que se ocasionarán por el ejercicio de la 
servidumbre, lo cual garantiza al propietario o poseedor afectado con 
la misma, el resarcimiento por los perjuicios que se le causarán con 
la afectación de su inmueble.

Artículo 4°. Se asigna la competencia al Juez Civil Municipal de la 
jurisdicción donde se encuentre ubicado el inmueble, cualquiera que 
sea la naturaleza del solicitante, es decir, persona natural o jurídica, 
nacional o extranjera y las sociedades de economía mixta. De esta 
manera, igualmente, se evitará nulidades que dilatan las decisiones 
que reclaman los interesados para hacer valer sus derechos.

Artículo 5°. Consagra el trámite al cual debe sujetarse la solicitud 
-

pondiente. Es un trámite ágil y con términos cortos para cada una de 
las etapas de este procedimiento, a saber: admisión de la solicitud, 3 

de que en los 2 días subsiguientes al auto de traslado no se hubiere 

del Código de Procedimiento Civil, y conforme sobre las excepcio-

del peritaje a través de un perito nombrado por el juez de la lista de 
auxiliares de la justicia, y los honorarios serán a cargo del solicitante. 
Se le señala un término de 15 días al perito para rendir su dictamen, 

incidirán en el valor, tales son: las características y rendimientos del 
proyecto petrolero, la abundancia o riqueza del subsuelo y la capaci-
dad económica del contratista u operador.

La ocupación provisional será autorizada por el Juez una vez ren-
dido el dictamen pericial, aunque se hace posible la ocupación anti-
cipada, pasados 15 días hábiles siguientes a la radicación de la soli-
citud, siempre y cuando el interesado deposite el 20% adicional del 
depósito que realizó al presentar la solicitud.

En caso de objeción u objeciones al dictamen se dispone la remi-
sión al Código de Procedimiento Civil, y tramitadas dichas objecio-
nes, se señala al juez un término de 10 días para resolver la solicitud. 
Esta decisión es susceptible de ser revisada por el juez civil del cir-

partir de la decisión del juez municipal y en caso de que el solicitante 
de tal revisión sea el industrial, el mismo deberá consignar el valor 
del avalúo ordenado por el Juez Civil Municipal, si el valor consig-
nado al radicar la solicitud inicial es inferior al 50% del valor objeto 
de dicha revisión.

Finalmente, la entrega de los dineros al afectado con la servidum-
bre, deberá ordenarse por el juez, quien otorgará al interesado el tér-
mino de diez (10) días para consignar el monto de la indemnización, 
y se establece como sanción al interesado que no cumpliere, la sus-
pensión de la ocupación.

Se deja disposición expresa que ni la interposición de la revisión, 
ni su trámite impiden el ejercicio de la servidumbre de que se trate.

Artículo 6°. Dada la importancia del tiempo de afectación del in-
mueble para las servidumbres petroleras, se consideró necesario in-
corporar esta norma que establece la diferencia entre la ocupación 
permanente y la ocupación transitoria, estableciendo las correspon-
dientes condiciones de indemnización.

que tanto el acuerdo en caso de negociación directa como la decisión 
judicial de avalúo para el ejercicio de las servidumbres deben ser re-

Artículo 8°. Teniendo en cuenta que podrían presentarse situacio-
nes de superposición de servidumbres en materia de aprovechamiento 
de recursos naturales no renovables, se consagra su viabilidad, pero 

anterior.
Artículo 9°. Se descarta, expresamente, la posibilidad de aplicar 

las disposiciones contenidas en este proyecto legislativo, a grupos ét-
nicos y sus territorios teniendo en cuenta que para el efecto, se sigue 
el procedimiento de consulta previa señalado en la Ley 21 de 1991. 

Artículo 10. Para dar claridad en materia de la normatividad apli-
cable al tema de las servidumbres petroleras, se hace necesario dero-
gar expresamente las normas que se sustituyen con la presente nor-
matividad. Tales son los artículos 93 al 95 del Decreto Legislativo 
1056 de 1953 y 1° al 9° del Decreto 1886 de 1954.

IV. PLIEGO DE MODIFICACIONES
Exposición de motivos
En la ponencia para segundo debate en Cámara, fue excluida del 

numeral 5 del artículo 5º, la referencia a “externalidades negativas 

sin embargo se sigue incluyendo en la exposición de motivos, que en-
tendemos involucrarían afectaciones ambientales, las cuales de una 
parte se constituyen en derechos colectivos, no susceptibles de apro-
piación particular y por la otra, que las Empresas y el Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial tienen el compromiso de 
hacerlos respetar y los mecanismos legales para su cumplimiento.

-
tituir en una causal de inconstitucionalidad, pues se estaría dando 
propiedad a particulares sobre derechos colectivos, cuya tutela única 
y exclusivamente le corresponde al Ministerio del ramo y demás au-
toridades ambientales, en nombre y representación de la sociedad. 

Conviene resaltar que de ninguna manera se pretende insinuar que 
eventuales afectaciones ambientales queden impunes o sin repara-
ción, toda vez, que de llegar a existir, el industrial del petróleo debe 
prevenir, mitigar o compensar dichas afectaciones, de conformidad 
con lo previsto en las licencias ambientales y en los respectivos pla-
nes de manejo ambiental. Complementariamente, si de las afectacio-
nes ambientales se generan afectaciones objetivas y concretas a un 
particular, las mismas también serían compensadas, de acuerdo con 
la facultad que el proyecto de ley otorga a los particulares de realizar 
reclamaciones por afectaciones adicionales. 

Por otra parte, en el evento en que el industrial cause afectaciones 
al ambiente no previstas en los planes de manejo, este puede ser ob-
jeto de multas e incluso de eventuales procesos judiciales en busca de 
la reparación de dichos daños.
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Contemplar las externalidades negativas, entendidas como even-
tuales afectaciones ambientales, desde el momento mismo de la va-
loración de perjuicios, la cual se hace previa a la realización de las 
obras, no se constituye en un elemento objetivo, sino que nos aden-
traríamos en el plano de la especulación o subjetividad del perito, ele-
mentos que, de acuerdo con nuestro ordenamiento jurídico no están 
incluidos dentro de los criterios de indemnización de perjuicios. 

1. El numeral 6 del artículo 5° del Proyecto de ley número 002 de 
2007 Cámara, 311 de 2007 Senado, quedará así:

“Artículo 5°. Trámite de la solicitud. A la solicitud de avalúo se 
le dará el trámite siguiente:

(…)
6. Rendido el dictamen pericial, el juez autorizará la ocupación 

y el ejercicio provisional de las servidumbres de hidrocarburos. No 
obstante lo anterior, si el interesado solicita la entrega provisional del 
área requerida para los trabajos antes de rendido el dictamen pericial, 
el juez autorizará la ocupación y el ejercicio de las servidumbres de 
hidrocarburos dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 
radicación de la solicitud, siempre y cuando con ella se acompañe 
copia de depósito judicial que corresponda a un 20% adicional del 
depósito realizado en el momento de la solicitud de avalúo de perjui-

como estaba redactado no establecía un tiempo límite “pasados los 
-

tarios, así como el ejercicio de las actividades inherentes a la indus-

plazos deben ser ciertos y determinados.
2. El numeral 9 del artículo 5° del Proyecto de ley número 002 de 

2007 Cámara, 311 de 2007 Senado, quedará así:
“Artículo 5°. Trámite de la solicitud. A la solicitud de avalúo se 

le dará el trámite siguiente:
(…)
9. Cualquiera de las partes puede pedir ante el Juez Civil del Cir-

cuito de la jurisdicción a la que pertenezca el predio objeto de la 
diligencia de avalúo, la revisión del mismo dentro del término de un 
(1) mes contado a partir de la fecha de la decisión del Juez Civil Mu-
nicipal. Si quien hiciere uso del recurso fuere el explorador, explo-
tador o transportador de hidrocarburos, este deberá consignar, como 

 a la orden del Juez Civil de Circuito respectivo el 
monto resuelto por el Juez Civil Municipal si la suma consignada 
para la presentación de la solicitud fuere inferior al cincuenta por 
ciento (50%) del avalúo de los perjuicios señalados por el Juez. 

Esta precisión permite determinar que los valores consignados por 
el interesado, se hará a título de depósito, siendo así que le serán re-
integrados, si hay lugar a ello, según la decisión del juez. 

Cabe señalar que el depósito judicial corresponde a las estipula-
-

mientos judiciales.
3. El numeral 12 del artículo 5° del Proyecto de ley número 002 de 

2007 Cámara, 311 de 2007 Senado, quedará así:
“Artículo 5°. Trámite de la solicitud. A la solicitud de avalúo se 

le dará el trámite siguiente:
(…)
12. Surtida la revisión el Juez del Circuito ordenará la entrega 

de los dineros consignados al dueño, poseedor u ocupante de los te-

explorador, explotador o transportador interesado que, dentro de los 

la indemnización. Si resultare un remanente, este le será devuelto 
 Si el 

interesado no lo hiciere el Juez solicitará al Alcalde que adopte de 
inmediato las medidas para suspender los trabajos objeto de la ocupa-

es importante establecer que en caso de remanente a favor del indus-
trial se seguirá el mismo procedimiento, con lo cual se evitan vacíos 
normativos.

III. PROPOSICION

propuesto, se solicita a la Comisión Quinta del Senado de la Repúbli-
ca dar primer debate al Proyecto de ley número 002 de 2007 Cámara, 
311 de 2008 Senado, por la cual se establece el procedimiento de 
avalúo para las servidumbres de hidrocarburos.

Del honorable Senador,
Coordinador Ponente,

IV. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE SENADO 
DEL PROYECTO DE LEY NUMERO 311 DE 2008 SENADO, 

002 DE 2007 CAMARA
por la cual se establece el procedimiento de avalúo 

para las servidumbres de hidrocarburos.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Servidumbres en la industria de los hidrocarburos.

La industria de los hidrocarburos está declarada de utilidad pública 
-

tribución. Los predios deberán soportar todas las servidumbres lega-
les que sean necesarias para realizar las actividades de exploración, 
producción y transporte de los hidrocarburos, salvo las excepciones 
establecidas por la ley. 

Se entenderá que la servidumbre de ocupación de terrenos com-
prenderá el derecho a construir la infraestructura necesaria en campo 

-
so de los hidrocarburos y del ejercicio de las demás servidumbres que 
se requieran. 

Artículo 2°. Negociación directa. Para el ejercicio de las servidum-
bres de hidrocarburos el interesado dará aviso formal mediante escrito 
al propietario, poseedor u ocupante de los terrenos o al dueño de las 
mejoras, señalando por lo menos la necesidad de ocupar permanente 
o transitoriamente el predio, la extensión requerida determinada por 
linderos, el tiempo de ocupación, el documento que lo acredite como 
explorador, explotador o transportador de hidrocarburos, invitándolo 
a convenir el monto de la indemnización por los perjuicios que se 
ocasionarán con los trabajos. Dicho aviso se entenderá surtido con 
la entrega al propietario, poseedor u ocupante del inmueble o de las 
mejoras y con la remisión de una copia del mismo a los representan-
tes del Ministerio Público con competencia en la circunscripción en 
donde se ubique el predio. 

Efectuado el aviso en los términos de que trata el inciso anterior, 
se iniciará la etapa de negociación directa entre el interesado y el pro-
pietario, poseedor u ocupante de los terrenos o de las mejoras, la cual 
no excederá de veinte (20) días calendario, contados a partir del aviso 
de que trata el presente artículo. En caso de no llegar a un acuerdo 
sobre el monto de la indemnización de perjuicios, se levantará un 
acta en la que por lo menos conste tal situación y el valor máximo 
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Igual tratamiento se dará a las personas que ocupen o posean tie-
rras baldías, a quienes el Estado reconocerá para todos los efectos 
jurídicos derechos sobre los mismos. 

Artículo 3°. Solicitud de avalúo de perjuicios. Agotada la etapa 
de negociación directa sin que hubiere acuerdo sobre el valor de la 
indemnización que deba pagarse por el ejercicio de las servidumbres 
o sin que hubiere sido posible dar el aviso formal al propietario, po-
seedor u ocupante de los terrenos o al dueño de las mejoras, por lo 
menos dos (2) veces durante los veinte (20) días anteriores a la solici-
tud de avalúo de perjuicios, el interesado presentará ante el Juez Civil 
Municipal de la jurisdicción donde se encuentre ubicado el inmueble, 
la solicitud del avalúo de los perjuicios que se ocasionarán con los 
trabajos o actividades a realizar en ejercicio de las servidumbres de 
hidrocarburos, la cual contendrá los siguientes requisitos: 

1. Nombre y prueba de existencia y representación del intere-
sado. 

2. Copia del título o documento en el que consten los derechos a 
explorar, explotar o transportar hidrocarburos del interesado.

3. Ubicación del inmueble o predio objeto de las servidumbres de 
-

sitoriamente con los trabajos de exploración, explotación y transporte 
de los hidrocarburos, sus linderos y la extensión de la misma.

-
tivos, plantaciones, pastos y mejoras que resulten afectadas con la 
ocupación y el ejercicio de las servidumbres de hidrocarburos.

5. Constancia de la entrega del aviso o prueba de la imposibilidad 
de su entrega. 

6. Descripción de las actividades a adelantar en los terrenos a 
ocupar. 

-

8. Recibo de consignación a órdenes del Juzgado de la suma co-
rrespondiente al valor del avalúo comercial realizado por el Institu-
to Agustín Codazzi o por un profesional adscrito a una agremiación 
de lonja de la jurisdicción del predio debidamente reconocida, como 
depósito judicial a favor del propietario, poseedor u ocupante de los 
terrenos o de las mejoras por los perjuicios a ocasionar con la ocupa-
ción y ejercicio de las servidumbres.

9. Copia del acta de la negociación fallida.
Artículo 4°. Autoridad competente para conocer la solicitud de 

avalúo. La autoridad competente para conocer de las solicitudes de 
avalúo para las servidumbres de hidrocarburos que adelante cualquier 
persona, natural o jurídica, nacional o extranjera y las sociedades de 
economía mixta, será el Juez Civil Municipal de la jurisdicción donde 
se encuentre ubicado el inmueble que deba soportar la servidumbre.

Artículo 5°. Trámite de la solicitud. A la solicitud de avalúo se le 
dará el trámite siguiente:

1. Presentada la solicitud de avalúo, el Juez la admitirá dentro de 
los tres (3) días siguientes y en el mismo auto ordenará correr tras-
lado al propietario u ocupante de los terrenos o de las mejoras por el 
término de tres (3) días.

2. Si dos (2) días después de proferido el auto que ordena el trasla-
-

te, se procederá a emplazarlos en la forma indicada en el inciso 2° del 
artículo 452 del Código de Procedimiento Civil.

3. En el presente trámite no son admisibles excepciones de ninguna 

artículo 97 del Código de Procedimiento Civil, y si encontrare esta-
blecida alguna, así lo expresará y se abstendrá de resolver.

4. El valor de la indemnización será señalado por un perito nom-
brado por el Juez de la lista de auxiliares de justicia, cuyos honorarios 
deberán ser a cargo del solicitante, el cual será nombrado en el auto 
admisorio de la solicitud de avalúo y este se deberá posesionar dentro 
de los tres (3) días siguientes.

5. El perito deberá rendir el dictamen pericial dentro del término 
de quince (15) días hábiles contados a partir de la posesión. Para 
efectos del avalúo el perito tendrá en cuenta las condiciones objetivas 
de afectación que se puedan presentar de acuerdo con el impacto que 
la servidumbre genere sobre el predio, atendiendo la indemnización 
integral de todos los daños y perjuicios, sin perjuicio de las recla-
maciones posteriores que pueda presentar el propietario, poseedor u 
ocupante de los predios afectados por daños ocasionados a los mis-
mos durante el ejercicio de las servidumbres. No se tendrán en cuenta 
las características y posibles rendimientos del proyecto petrolero, ni 
la potencial abundancia o riqueza del subsuelo, como tampoco la ca-
pacidad económica del contratista u operador. La ocupación parcial 
del predio dará lugar al reconocimiento y pago de una indemnización 
en cuantía proporcional al uso de la parte afectada, a menos que dicha 
ocupación afecte el valor y el uso de las zonas no afectadas.

6. Rendido el dictamen pericial, el juez autorizará la ocupación 
y el ejercicio provisional de las servidumbres de hidrocarburos. No 
obstante lo anterior, si el interesado solicita la entrega provisional del 
área requerida para los trabajos antes de rendido el dictamen pericial, 
el juez autorizará la ocupación y el ejercicio de las servidumbres de 
hidrocarburos dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 
radicación de la solicitud, siempre y cuando con ella se acompañe 
copia de depósito judicial que corresponda a un 20% adicional del 
depósito realizado en el momento de la solicitud de avalúo de perjui-
cios del que trata el numeral 8 del artículo 3° de la presente ley.

7. En lo relacionado con la contradicción del dictamen se aplicará 
el procedimiento establecido en el artículo 238 del Código de Proce-
dimiento Civil.

8. Rendido el dictamen y tramitadas las respectivas objeciones, 

el término de diez (10) días. En ningún caso el valor a reconocer por 
parte del Juez podrá ser inferior al valor máximo ofrecido en la ne-
gociación directa.

9. Cualquiera de las partes puede pedir ante el Juez Civil del Cir-
cuito de la jurisdicción a la que pertenezca el predio objeto de la dili-
gencia de avalúo, la revisión del mismo dentro del término de un (1) 
mes contado a partir de la fecha de la decisión del Juez Civil Munici-
pal. Si quien hiciere uso del recurso fuere el explorador, explotador o 
transportador de hidrocarburos, este deberá consignar, como depósito 
judicial, a la orden del Juez Civil de Circuito respectivo el monto re-
suelto por el Juez Civil Municipal si la suma consignada para la pre-
sentación de la solicitud fuere inferior al cincuenta por ciento (50%) 
del avalúo de los perjuicios señalados por el Juez.

10. La revisión del avalúo se tramitará de conformidad con las dis-
posiciones del procedimiento abreviado consagradas en los artículos 
408 a 414 del Código de Procedimiento Civil.

11. Ni la interposición de la revisión ni su trámite impiden o in-
terrumpen el ejercicio de la respectiva ocupación o servidumbre de 
hidrocarburos.

12. Surtida la revisión el Juez del Circuito ordenará la entrega de 
los dineros consignados al dueño, poseedor u ocupante de los terrenos 

-
rador, explotador o transportador interesado que, dentro de los diez 

-
demnización. Si resultare un remanente, este le será devuelto dentro 

no lo hiciere el Juez solicitará al Alcalde que adopte de inmediato 
las medidas para suspender los trabajos objeto de la ocupación y del 
ejercicio de las servidumbres de hidrocarburos.
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Artículo 6°. Ocupación permanente y ocupación transitoria.
Cuando se trate de obras o labores que impliquen ocupación de ca-
rácter permanente, la indemnización se causará y se pagará por una 
sola vez y amparará todo el tiempo que el explorador, explotador 
o transportador de hidrocarburos ocupe los terrenos y comprenderá 
todos los perjuicios.

Se entiende por obras de carácter permanente la construcción de 
carreteras, la de oleoductos, la de campamentos, la instalación de 
equipos de perforación, las instalaciones necesarias para la operación 

Cuando se trate de obras o labores que impliquen ocupación de 
carácter transitorio, la indemnización amparará períodos hasta de seis 
(6) meses.

Se entiende por ocupación de carácter transitorio la ejecución de 
-

dos de oleoductos, de carreteras, etc., que impliquen destrucción de 
cercas, apertura de trochas o senderos de penetración, excavaciones 

Artículo 7°. Registro. El acuerdo entre las partes o, en su defecto, 

Públicos del lugar de ubicación de los terrenos objeto de la diligencia 
-

miento de una servidumbre legal de hidrocarburos.
Artículo 8°. Concurrencia de servidumbres. Las servidumbres de 

ocupación de terrenos también se podrán establecer sobre predios 
ocupados por otros titulares de derechos para el aprovechamiento de 
recursos naturales no renovables, siempre que con su ejercicio no se 

En el evento en que los industriales involucrados no llegaren a 
ningún acuerdo para llevar a cabo las actividades concurrentes, el 

-
mitan la ejecución de unas y otras, teniendo en cuenta los programas 
técnicos aprobados, los cuales serán de obligatorio cumplimiento 
para las partes, sin perjuicio de la indemnización a que haya lugar.

Artículo 9°. Las disposiciones contenidas en la presente ley no 
serán aplicables a los grupos étnicos y sus territorios, por cuanto que 
para los mismos efectos se cuenta con el procedimiento de la consulta 
previa, en los términos de la Ley 21 de 1991.

Artículo 10. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a par-
tir de su publicación y deroga los artículos 93, 94 y 95 del Decreto 
Legislativo 1056 de 1953; los artículos 1° a 9° del Decreto 1886 de 
1954 y demás normas que le sean contrarias.

Del honorable Senador,
Coordinador Ponente,

* * *
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO 

DE LEY NUMERO 290 DE 2008 SENADO, 
106 DE 2007 CAMARA

y los artículos 30 y 45 de la Ley 141 de 1994.

Honorable Senador
JOSE DAVID NAME CARDOZO
Presidente Comisión Quinta Constitucional Permanente
Senado de la República 
Ciudad.
Señor Presidente:
En cumplimiento de la función asignada por la Mesa Directiva de 

la Comisión, rendimos informe de ponencia para Segundo Debate al 
Proyecto de ley número 290 de 2008 Senado, -

can y adicionan el artículo 14 de la Ley 756 de 2002, que a su vez 

141 de 1994.
EXPOSICION DE MOTIVOS

1. ANTECEDENTES Y OBJETIVOS DEL PROYECTO
Una regalía es el pago que debe realizarse al Estado por el uso o 

extracción de ciertos recursos naturales, habitualmente no renovables,
Con el nombre de regalías o  se conocieron los dere-

chos inherentes y exclusivos del poder soberano (véase también re-
galismo). Durante el Antiguo Régimen, incluso dentro de un mismo 
Estado-Nación como la Monarquía Hispánica, variaron su contenido 
para cada reino y época, aunque algunas coinciden siempre. 

 Ejemplos de la primera fueron el estanco o monopolio estatal de 
productos como la sal, el tabaco, el aguardiente, los naipes y el papel 
sellado (obligatorio para todo tipo de actos administrativos); de la 
segunda los aranceles aduaneros, y todos los arbitrios utilizados en la 
política proteccionista que se conoce como mercantilismo. 

La Ley 141 de 1994 creó el Fondo Nacional de Regalías, la Co-
misión Nacional de Regalías reguló el derecho del Estado a percibir 
regalías por la explotación de recursos naturales no renovables, esta-
bleció las reglas para su liquidación y distribución y se dictaron otras 
disposiciones. Por su parte la Ley 756 de 2002, reglamentada parcial-
mente por los Decretos Nacionales números 2281 de 2003, 416 de 

por la ley antes mencionada y dictó otras disposiciones.
La honorable Cámara de Representantes y la Comisión Quinta 

Constitucional Permanente del honorable Senado de la República dio 
curso y debates positivos a este proyecto de ley, puesto hoy a con-
sideración de la Plenaria del honorable Senado de la República, que 
busca incluir dentro de los proyectos prioritarios de desarrollo mu-
nicipal, el mantenimiento y mejoramiento de vías urbanas y rurales 
para en esta forma presentar a los ordenadores de gasto de los entes 
territoriales que reciben regalías por hidrocarburos, otro renglón para 

social.
Por otra parte, mediante la Ley 141 de 1994, se determinó en su 

artículo 30 que para los municipios ribereños del Río Magdalena la 
Corporación Regional del Río Grande de la Magdalena recibirá el 
10% de los ingresos anuales propios del Fondo Nacional de Regalías 
y señaló que la ley, cuya expedición contempla el artículo 331 de la 
Constitución Política de Colombia (al que se hace referencia en el 
primer parágrafo), establecerá las reglas para la asignación de estas 
participaciones a favor de los municipios ribereños.

Los honorables Senadores Ponentes consideran muy importante 
incluir además en el texto de la presente reforma, un artículo adicio-

mejorar la compensación que reciben los municipios productores de 

por la Ley 141 artículo 45, dejando 95% para el municipio productor 
y 5% para el municipio o distrito portuario.
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Como se puede analizar del cuadro anterior, el monto de las rega-

retribución directa y representativa para el municipio productor, con 
-

pio productor por causa del transporte, el impacto ambiental, social 
y cultural que causa el proceso de explotación de recursos naturales 
no renovables.

Zipaquirá, por ejemplo es el segundo productor de sal del país y 

sus habitantes consideran injusto pues el impacto de la explotación de 

del propio municipio, aumentar el porcentaje de las compensaciones 
podría suponer la posibilidad de mayor inversión para solucionar las 
necesidades que tiene el municipio. 

El artículo 331 de la Constitución Política de Colombia creó 
a la Corporación Autónoma Regional del Río Grande de la Mag-
dalena, Cormagdalena, para que se encargara de la recuperación 
de la navegación, de la actividad portuaria, la adecuación y con-
servación de tierras la distribución y generación de energía y el 
aprovechamiento y preservación del ambiente, los recursos ictio-
lógicos y los demás recursos naturales renovables. Determinó su 
organización y fuentes de financiación y definió a favor de los 
municipios ribereños un tratamiento especial en la asignación de 
las regalías, y en la participación que le corresponda en los ingre-
sos corrientes de la Nación. 

Considerando que la Ley 141 de 1994, desarrolló el artículo 
331 de la Constitución Política de Colombia y no se ocupó de 
establecer las reglas para la asignación de la participación de los 
municipios ribereños al río Magdalena, y que este hecho ha limi-
tado el desarrollo de la misión Constitucional de Cormagdalena, 
se hace necesario efectuar el presente ajuste legislativo, adicio-
nando la norma referenciada.

Cabe recordar que la composición de la Junta directiva de Cor-
magdalena reúne a las más altas dignidades del Gobierno Nacional, 
a saber:

 La Junta Directiva de la Corporación estará integrada por: 
1. El Presidente de la República o su delegado. 
2. El Ministro de Minas y Energía o el Viceministro. 
3. El Ministro de Agricultura o el Viceministro. 
4. El Ministro de Transporte o el Viceministro. 
5. El Ministro del Medio Ambiente o el Viceministro. 
6. El Ministro de Comercio Exterior o el Viceministro. 
7. El Presidente de Ecopetrol. 
8. Tres (3) gobernadores de los departamentos ribereños, elegi-

(alto, medio y bajo Magdalena). 
9. Seis (6) alcaldes de los municipios ribereños, elegidos a razón 

medio y bajo Magdalena). 
-

gido por la Asamblea Corporativa. 
Lo anterior permite una orientación de estos recursos coherente 

con las políticas del Gobierno Nacional y al mismo tiempo, acorde 
con las necesidades de las entidades territoriales ribereñas del Río 
Magdalena.

2. CONSIDERACIONES
2.1. Consideración inicial de los ponentes
Los honorables Senadores Ponentes consideramos que es procedi-

mentalmente pertinente dar Segundo Debate a este proyecto de ley, 

para lo cual se hace entrega de la presente exposición de Motivos, 

Articulado propuesto. 
2.2. Consideraciones Generales
Si bien es cierto, no existe ninguna norma que prohíba la des-

tinación de parte de las regalías en el mejoramiento y conserva-
ción de vías urbanas y rurales, al no existir una norma explícita 
en este sentido, los ordenadores de gastos de los entes territoria-
les se apegan al contenido del artículo 14 de la Ley 756 de 2002 
que no menciona el tema de vías. Las disposiciones existentes 
ciñen la utilización de estos recursos en un 90% a proyectos 
que tienen que ver con saneamiento y conservación del medio 
ambiente, salud, educación, electricidad, agua potable y sanea-
miento básico.

No se puede poner en duda que las vías en mal estado, se con-
vierten en una amenaza contra la integridad física, la salubridad y el 
bienestar de todos nuestros conciudadanos, sin que los municipios 
y distritos cuenten con los recursos necesarios para subsanar estas 

El artículo 331 de la Constitución Política de Colombia creó a 
la Corporación Autónoma Regional del Río Grande de la Magda-
lena para que se encargara de la recuperación de la navegación, 
de la actividad portuaria, la adecuación y conservación de tierras 
la distribución y generación de energía y el aprovechamiento y 
preservación del ambiente, los recursos ictiológicos y los de-
más recursos naturales renovables. Determinó su organización y 
fuentes de financiación y definió a favor de los Municipios Ribe-
reños un tratamiento especial en la asignación de las regalías, y 
en la participación que le corresponda en los ingresos corrientes 
de la Nación. 

-

lograr un mayor incentivo para el municipio productor por causa del 
transporte, el impacto ambiental, social y cultural que causa el proce-
so de explotación de recursos naturales no renovables.

Honorables Senadores,
Ponentes,
Julio Alberto Manzur Abdala, Manuel Guillermo Mora Jaramillo.
“3. PLIEGO DE MODIFICACIONES AL PROYECTO DE 

LEY NUMERO 290 DE 2008 SENADO

-
culos 30 y 45 de la Ley 141 de 1994.

Dentro del marco constitucional y legal antes descrito informa-
-

mer debate por la honorable Comisión Quinta Constitucional Per-
manente del honorable Senado de la República al Proyecto de ley 
290 de 2008. 

5. PROPOSICION FINAL DEL INFORME DE PONENCIA
De los honorables Senadores,
Por las consideraciones anteriores, proponemos a los honorables 

Miembros del Senado de la República, dar segundo debate al Pro-
yecto de ley número 290 de 2008 Senado, 

el literal a) del artículo 15 y los artículos 30 y 45 de la Ley 141 de 
1994.

Honorables Senadores,
Ponentes,
Julio Alberto Manzur Abdala, Manuel Guillermo Mora Jaramillo.
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TEXTO DEL ARTICULADO PROPUESTO 
EN LA PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 

DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA, 
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 290 DE 2008 

SENADO

y los artículos 30 y 45 de la Ley 141 de 1994.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El literal a) del artículo 15 de la Ley 141 de 1994, 

a) El noventa por ciento (90%) a inversión en proyectos de desa-
rrollo Municipal y Distrital, contenidos en el Plan de desarrollo, con 
prioridad para aquellos dirigidos a la construcción, mantenimiento 
y mejoramiento de vías urbanas y rurales, a cargo de los entes te-
rritoriales, proyectos productivos, saneamiento ambiental y para la 
construcción y ampliación de la estructura de los servicios de salud, 
educación, electricidad, agua potable, alcantarillado y demás servi-
cios públicos básicos esenciales, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 129 del Código de Minas (Ley 685 de 2001).

Artículo 2°. Adiciónese el artículo 30 de la Ley 141 de 1994. 

aprobados por la Junta Directiva de Cormagdalena, previo cumpli-
miento de los requisitos establecidos en los artículos 2° y 3° del De-

El control y vigilancia de la correcta utilización de estos recursos 
seguirán siendo ejercidos por las interventorías dispuestas al efecto y 
el Departamento Nacional de Planeación o quien este delegue.

Parágrafo. El giro de estos recursos se hará dentro del primer mes 

esta comunique conforme a los procedimientos para el efecto estable-
cidos. Para mantener su destinación, su manejo y administración se 
realizarán en cuentas separadas por parte de la Corporación.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 45 de la Ley 141 de 1994, el 
cual quedará así:

“Artículo 45. Distribución de las compensaciones monetarias de-
rivadas de la explotación de la sal. Las compensaciones monetarias 
estipuladas en los contratos para la explotación de la sal, se distribui-
rán así:

Municipios o distritos productores   95%
Municipios o distritos portuarios   5%
Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su promulgación y 

deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
Honorables Senadores,
Ponentes,
Julio Alberto Manzur Abdala, Manuel Guillermo Mora Jaramillo.
COMISION QUINTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

Se autoriza el presente informe.
El Presidente,

Firma ilegible.
La Secretaria General,

Firma ilegible.

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE 
POR LA COMISION QUINTA CONSTITUCIONAL 

PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPUBLICA AL PROYECTO DE LEY NUMERO 

290 DE 2008 SENADO, 106 DE 2007 CAMARA

y los artículos 30 y 45 de la Ley 141 de 1994.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El literal a) del artículo 15 de la Ley 141 de 1994, 

a) El noventa por ciento (90%) a inversión en proyectos de desa-
rrollo Municipal y Distrital, contenidos en el Plan de desarrollo, con 
prioridad para aquellos dirigidos a la construcción, mantenimiento 
y mejoramiento de vías urbanas y rurales, a cargo de los entes te-
rritoriales, proyectos productivos, saneamiento ambiental y para la 
construcción y ampliación de la estructura de los servicios de salud, 
educación, electricidad, agua potable, alcantarillado y demás servi-
cios públicos básicos esenciales, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 129 del Código de Minas (Ley 685 de 2001).

Artículo 2°. Adiciónese el artículo 30 de la Ley 141 de 1994. 

aprobados por la Junta Directiva de Cormagdalena, previo cumpli-
miento de los requisitos establecidos en los artículos 2° y 3° del De-

El control y vigilancia de la correcta utilización de estos recursos 
seguirán siendo ejercidos por las interventorías dispuestas al efecto y 
el Departamento Nacional de Planeación o quien este delegue.

Parágrafo. El giro de estos recursos se hará dentro del primer mes 

esta comunique conforme a los procedimientos para el efecto estable-
cidos. Para mantener su destinación, su manejo y administración se 
realizarán en cuentas separadas por parte de la Corporación.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 45 de la Ley 141 de 1994, el 
cual quedará así:

“Artículo 45. Distribución de las compensaciones monetarias de-
rivadas de la explotación de la sal. Las compensaciones monetarias 
estipuladas en los contratos para la explotación de la sal, se distribui-
rán así:

Municipios o distritos productores   95%
Municipios o distritos portuarios   5%
Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su promulgación y 

deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
En los anteriores términos fue aprobado el Proyecto de ley número 

290 de 2008 Senado, 106 de 2007 Cámara, 
y adicionan el artículo 14 de la Ley 756 de 2002, que a su vez mo-

141 de 1994, en sesión del jueves doce (12) de junio de dos mil ocho 
(2008).

Honorables Senadores Ponentes:
Julio Alberto Manzur Abdala, Manuel Guillermo Mora Jaramillo.
El Presidente,

La Secretaria General,
Delcy Hoyos Abad.
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESION PLENARIA 
EL DIA 18 DE JUNIO DE 2008 AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 157 DE 2007 SENADO
por la cual se dictan medidas de protección a las víctimas 

de la violencia.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPITULO I

Principios generales
Artículo 1°. Principio de buena fe. El Estado presumirá la buena 

fe de las víctimas de que trata la presente ley, solicitando, al efecto, 
prueba sumaria que permita inferir su calidad de tal. Con el objeto de 

-
ción y seguimiento posterior a las medidas de reparación ofrecidas. 

Artículo 2°. Igualdad
ley serán reconocidos sin distinción de sexo, raza, la condición so-
cial, la profesión, el origen nacional o familiar, la lengua, el credo 

-
les garantías y medidas de protección a los grupos expuestos a mayor 
riesgo de violaciones de sus derechos humanos como las mujeres, los 
niños y niñas, los pueblos indígenas, las comunidades afrocolombia-
nas, los líderes sociales, los defensores de derechos humanos y las 
personas víctimas de desplazamiento forzado.

Artículo 3°. Garantía del debido proceso. El Estado a través de 
-

Política. Esta obligación comprende además las actividades de co-
operación y asistencia internacional previstas por la legislación inter-
nacional que protege los derechos de las víctimas, y en especial, lo 
contemplado en el numeral 3 del artículo 17 del Estatuto de Roma. 

Artículo 4°. Derecho a la verdad. Las víctimas, sus familiares y la 
sociedad en general, tienen el derecho imprescriptible e inalienable a 
conocer la verdad acerca de los motivos y las circunstancias en que 
se cometieron las violaciones a la legislación penal, de normas inter-
nacionales de derechos humanos y del derecho internacional huma-
nitario y, en caso de fallecimiento o desaparición, acerca de la suerte 
que corrió la víctima. 

El Estado debe garantizar el derecho y acceso a la información por 
parte de la víctima, sus representantes y abogados con el objeto de 
posibilitar la materialización de sus derechos.

Artículo 5°. Derecho de la justicia. Es deber del Estado adelantar 

y sanción de las personas responsables de violaciones a los derechos 
humanos, el esclarecimiento de los hechos y la adecuada reparación 
de los daños sufridos por las víctimas.

Las víctimas tendrán acceso a las medidas de asistencia y repara-
ción contempladas en esta ley o en otros instrumentos legales sobre 
la materia, sin perjuicio de su ejercicio del derecho de acceso a la 
justicia.

Artículo 6°. Derecho a la reparación. Las víctimas tienen dere-
cho a ser compensadas de manera adecuada, efectiva y rápida por 
las violaciones de la legislación penal, de normas internacionales de 
Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, por 
medio de la implementación de medidas de restitución, indemniza-
ción, rehabilitación satisfacción y garantías de no repetición, en sus 
dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica.

La reparación no puede, en ninguna circunstancia, confundirse 
con la asistencia, ni con la ayuda humanitaria.

CAPITULO II
Disposiciones generales

Artículo 7°. Objeto. La presente ley tiene por objeto que el Estado 
en su obligación de respeto y garantía del goce de los derechos prote-

y satisfaga a las víctimas de la violencia.
Artículo 8°. Víctimas. Se consideran víctimas, para los efectos 

de esta ley, aquellas personas que individual o colectivamente ha-
yan sufrido daños tales como lesiones transitorias o permanentes que 
ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial 
(visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida de la libertad, 

-
to forzado y/o menoscabo de sus derechos fundamentales, como 
consecuencia de acciones u omisiones que constituyan una violación 

violación grave del Derecho Internacional Humanitario.
Son víctimas el cónyuge, compañero o compañera permanente, 

y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la 
víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere 
desaparecida. Así como también todas aquellas personas que sean 
familiares de la víctima que hubieren sufrido un daño como conse-
cuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal.

También se consideran víctimas, los familiares o personas a cargo 
que tengan relación inmediata con la víctima directa y a las personas 
que hayan sufrido daños al intervenir para asistir a la víctima en peli-
gro o para prevenir la victimización. 

La condición de víctima se adquiere con independencia de que 

punible y sin consideración a la relación familiar existente entre el 
autor y la víctima.

Artículo 9°. Ambito de la ley. La presente ley regula lo concer-
niente a la asistencia y reparación de las víctimas de la violencia, 
ofreciendo herramientas para que estas reivindiquen su dignidad y 
asuman su ciudadanía. 

Artículo 10. Coherencia externa. Lo dispuesto en esta ley, com-
plementa otros esfuerzos del Estado para reparar a las víctimas con 
miras a la consecución de la paz y la reconciliación nacional.

Artículo 11. Obligación de sancionar a los responsables. Las dis-
posiciones descritas en la presente ley, no eximen al Estado de su 
responsabilidad de investigar y sancionar a los responsables de las 
violaciones a los Derechos Humanos y de las infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario. 

Artículo 12. Colaboración armónica. Las entidades del Estado de-
berán trabajar de manera armónica y articulada para el cumplimiento 

propia de cada una.
Artículo 13. Interpretación. Cuando existan dos o más interpreta-

ciones posibles de lo estipulado en la presente ley, se deberá acudir a 
la más extensiva en cuanto mejor garantice los derechos de las vícti-
mas y a la interpretación más restringida cuando se trate de establecer 
restricciones al ejercicio de esos derechos.

Artículo 14. Aplicación normativa. En lo dispuesto en la presente 
ley, prevalecerá lo establecido en los tratados y convenios internacio-

y que prohíban su limitación durante los estados de excepción, por 
formar bloque de constitucionalidad. 

T E X T O S   D E F I N I T I V O S
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CAPITULO III
Derechos de las víctimas dentro del proceso penal

Artículo 15. Información de asesoría y apoyo. La víctima y/o su 
representante deberán ser informados de todos los aspectos jurídicos 
básicos, asistenciales, terapéuticos u otros relevantes relacionados 
con su caso, desde el inicio de la actuación. Para tales efectos, las 
autoridades que intervengan en las diligencias iniciales, los funciona-

-
rio Público deberán suministrar la siguiente información:

1. Las entidades u organizaciones a las que puede dirigirse para 
obtener asesoría y apoyo.

2. Los servicios y garantías a que tiene derecho o que puede en-
contrar en las distintas entidades y organizaciones.

3. El lugar, la forma, las autoridades y requisitos necesarios para 
presentar una denuncia.

4. Las actuaciones subsiguientes a la denuncia y los derechos y 
mecanismos que como víctima puede utilizar en cada una de ellas.

5. Las autoridades ante las cuales puede solicitar protección y los 
requisitos y condiciones mínimos que debe acreditar para acceder a 
los programas correspondientes.

6. Las entidades y/o autoridades que pueden brindarle orientación, 
asesoría jurídica o servicios de representación judicial gratuitos.

7. Los trámites y requisitos para hacer efectivos los derechos que 
le asisten como víctima.

Artículo 16. Garantía de comunicación a las víctimas
hacer efectivos sus derechos dentro de la actuación penal, las vícti-
mas deberán ser informadas del inicio, desarrollo y terminación del 
proceso, de las instancias en que pueden participar, de los recursos 
a su disposición y de la posibilidad de presentar pruebas, entre otras 
garantías previstas en las disposiciones legales vigentes. En especial, 

siguiente:
1. Del curso o trámite dado a su denuncia.
2. Del inicio de la investigación formal y de la posibilidad de cons-

tituirse en parte dentro de la actuación.
3. De la captura del presunto o presuntos responsables.
4. De la decisión adoptada sobre la detención preventiva o libertad 

provisional de los presuntos responsables.

de imputación de cargos.
6. Del inicio del juicio.
7. De la celebración de las audiencias públicas preparatorias y de 

juzgamiento y de la posibilidad de participar en ellas.
8. De la sentencia proferida por el juez o tribunal.
9. De los recursos que cabe interponer en contra de la sentencia.
Las comunicaciones se harán por escrito o por cualquier medio 

electrónico idóneo, y el funcionario deberá dejar constancia o regis-
tro de ellas en su despacho.

Artículo 17. Audición y presentación de pruebas. La víctima ten-
drá derecho, siempre que lo solicite, a ser oída dentro de la actuación 
penal, a pedir pruebas y a suministrar los elementos probatorios que 
tenga en su poder.

La autoridad competente podrá interrogar a la víctima en la medi-
da estrictamente necesaria para el esclarecimiento de los hechos in-
vestigados, con pleno respeto a sus derechos, en especial, su dignidad 
y su integridad moral y procurando en todo caso utilizar un lenguaje 
y una actitud adecuados que impidan su revictimización.

Artículo 18. Principios de la prueba en casos de violencia sexual.
Al practicar o valorar la prueba en casos en que se investiguen delitos 
que involucren violencia sexual contra las víctimas, el juez aplicará 
las siguientes reglas:

a) El consentimiento no podrá inferirse de ninguna palabra o con-
ducta de la víctima cuando la fuerza, la amenaza de la fuerza, la coac-
ción o el aprovechamiento de un entorno coercitivo hayan disminui-
do su capacidad para dar un consentimiento voluntario y libre.

b) El consentimiento no podrá inferirse de ninguna palabra o con-
ducta de la víctima cuando esta sea incapaz de dar un consentimiento 
voluntario y libre.

c) El consentimiento no podrá inferirse del silencio o de la falta de 
resistencia de la víctima a la supuesta violencia sexual.

d) La credibilidad, la honorabilidad o la disponibilidad sexual de la 
víctima o de un testigo no podrán inferirse de la naturaleza sexual del 
comportamiento anterior o posterior de la víctima o de un testigo.

e) El juez no admitirá pruebas sobre el comportamiento sexual 
anterior o ulterior de la víctima.

Artículo 19. Declaración a puerta cerrada. La víctima podrá so-
licitar al Juez de la causa, por razones de seguridad o porque la pre-
sencia del inculpado puede ocasionarle un trastorno postraumático 

en audiencia pública, que le permita rendir declaración en un recinto 

Público y del propio juez. En este caso, la víctima deberá ser infor-
mada acerca de que su declaración será grabada por medio de audio 
o video.

Artículo 20. Testimonio por medio de audio o video. El Juez o Ma-
gistrado podrán permitir que un testigo preste testimonio oralmente 
o por medio de audio o video, con la condición de que este procedi-
miento permita que la víctima sea interrogada por el Fiscal, por la 
Defensa y por el funcionario del conocimiento, en el momento de 
rendir su testimonio.

La autoridad competente deberá cerciorarse de que el lugar esco-
gido para rendir la declaración por medio de audio o video sea pro-
picio para que la declaración sea veraz y abierta y para la seguridad, 
el bienestar físico y psicológico, la dignidad y la privacidad de la 
víctima.

Artículo 21. Modalidad especial de declaración. El juez o Tribu-

o de la víctima, medidas especiales orientadas a facilitar el testimonio 
de una víctima traumatizada, un niño o niña, un adulto mayor o una 
víctima de violencia sexual. El funcionario competente, teniendo en 
cuenta que la violación de la privacidad de un testigo o una víctima 
puede entrañar un riesgo para su seguridad, controlará diligentemente 

-
to o intimidación y prestando especial atención al caso de víctimas de 
delitos de violencia sexual.

Artículo 22. Presencia de personal especializado. Siempre que la 
víctima así lo solicite o cuando el Juez lo estime conveniente, el tes-
timonio podrá ser recepcionado por personal experto en situaciones 
traumáticas, tales como sicólogos, trabajadores sociales, siquiatras o 
terapeutas, entre otros. La víctima también tendrá derecho a elegir el 
sexo de la persona ante la cual desea rendir declaración. Esta norma 
se aplicará especialmente en los casos en que la víctima sea niño o 
niña, mujer o adulto mayor, o haya sido objeto de violencia sexual, 
tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes.

Parágrafo. Cuando las víctimas sean miembros de comunidades 
indígenas y no se expresen en castellano, se dispondrá la presencia de 
traductores o intérpretes para recabar su declaración, presentar solici-
tudes y adelantar las actuaciones en las que hayan de intervenir.
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Artículo 23. Suprimido.
Artículo 24. Medidas especiales de protección. Las autoridades 

deben adoptar medidas especiales de protección a las víctimas y, si 
procede, a su núcleo familiar, siempre que demuestre parentesco y la 
dependencia económica, para garantizar su seguridad, su bienestar 
físico y psicológico y su intimidad. El juez o tribunal de la causa po-

el Ministerio Público o la Fiscalía, que se brinden medidas especiales 
de protección a la víctima o sus familiares y personas que dependan 
directamente de ella, cuando por su declaración o testimonio de tes-
tigos u otras pruebas, aparezca que existe amenaza o peligro para su 
vida, su integridad o su seguridad en general, o riesgo de intimida-

-
re su declaración y/o renuncie a sus pretensiones dentro de la causa.

Artículo 25. Reserva de la imagen o de la identidad. Podrá solici-
tarse a la autoridad judicial competente que se adopten medidas para 
proteger la intimidad o la imagen física de la víctima testigos y su 
núcleo familiar, siempre que demuestre parentesco y la dependencia 
económica. Entre otras, se podrá disponer que su nombre se suprima 
del expediente y se le asigne un seudónimo o una clave, que se utili-
cen medios técnicos que permitan alterar la imagen o la voz o que de-
terminadas diligencias se celebren a puerta cerrada, sin perjuicio de 
las garantías de contradicción y defensa. Tanto las autoridades como 
los abogados y demás intervinientes estarán obligados a guardar la 
reserva de la información relacionada con la víctima, los testigos, 
familiares y demás objeto de protección especial.

Artículo 26. Asistencia judicial. El Sistema Nacional de Defenso-
ría Pública deberá prestar sus servicios de asesoría jurídica y repre-
sentación judicial a las víctimas que lo soliciten. 

Artículo 27. Gastos sufragados por la víctima en relación con el 
proceso penal. Las víctimas respecto de las cuales se compruebe de 
manera sumaria y expedita la falta de disponibilidad de recursos para 
cubrir los gastos en la actuación judicial, tendrán derecho a que le 
sean reembolsados los gastos que le haya ocasionado su participación 
legítima en el proceso penal. En especial, serán objeto de reembolso 
los gastos de traslado, alojamiento y manutención en que haya incu-
rrido para comparecer a las distintas audiencias y diligencias en que 
haya decidido participar. 

Los gastos de que trata este artículo serán cancelados con recursos 
del Fondo para la Reparación de las Víctimas de que trata el artículo 
54 de la Ley 975 de 2005, previa presentación y aprobación de la 
cuenta respectiva presentada por el interesado con los soportes regla-
mentarios por parte del Juez o Tribunal del conocimiento.

Parágrafo. La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación 
junto con el Gobierno Nacional reglamentará la materia en un térmi-
no de 60 días a partir de la expedición de la ley.

CAPITULO IV
Asistencia a las víctimas

Artículo 28. Asistencia. Se entiende por asistencia a las víctimas el 
conjunto integrado de medidas, programas y recursos de orden polí-

-
tado a restablecer la vigencia efectiva de los derechos de las víctimas 
de la violencia, brindarles condiciones para llevar una vida digna, 
facilitar su incorporación a la vida social, económica y política, y 
garantizar la sostenibilidad de sus proyectos de vida. 

Artículo 29. Asistencia en materia tributaria. Cuando la presen-
tación de declaraciones tributarias nacionales o territoriales corres-
pondientes a la víctima y el pago de los valores respectivos, no se 

legislación, se suspenderán de pleno derecho los plazos para declarar 
y pagar. La suspensión transitoria no podrá exceder de un año.

Cuando se aplique la suspensión prevista en el inciso anterior, du-
rante el término de la misma, no se generarán sanciones ni intereses 
moratorios por las obligaciones tributarias nacionales o territoriales 
que se causen durante este período. Así mismo, se suspenderán, tanto 
para el contribuyente como para la administración, todos los términos 
que rigen los procedimientos de corrección, información, revisión o 
sanción, discusión de actos de la administración, solicitud de devolu-
ciones, emplazamientos y los relativos a la extinción de obligaciones 
tributarias, y cualquiera otro que se derive de la presentación de las 
declaraciones tributarias.

Durante el mismo período, las autoridades tributarias no podrán 
iniciar procesos de cobro coactivo, ni juicios ejecutivos, y se inte-
rrumpe el término de prescripción de la acción de cobro.

Artículo 30. Suprimido.
Artículo 31. Asistencia funeraria. En cumplimiento de su objeto 

y en desarrollo de sus facultades, Acción Social atenderá gratuita-

8° los gastos funerarios de las mismas, siempre y cuando no cuenten 
con recursos para sufragarlos, para proteger a los habitantes contra 

presente ley, de conformidad con las reglamentaciones que adopte su 
Junta Directiva.

Artículo 32. La asistencia que la Nación o las entidades públicas 
presten a las víctimas de que trata el artículo 8°, en desarrollo de 
lo dispuesto en la presente ley y de los programas de atención que 
al efecto se establezcan, no implica reconocimiento por parte de la 
Nación o de la respectiva entidad de responsabilidad alguna por los 
perjuicios causados por tales actos. 

-
mente por el mismo concepto.

Artículo 34. Otras disposiciones en materia asistencial. Las 
Asambleas Departamentales y los Concejos Distritales y Municipa-
les podrán establecer dentro de la órbita de su competencia exencio-

rodamiento de vehículos, registro y anotación y de aquellos otros que 

CAPITULO V
Ayuda humanitaria

Artículo 35. Ayuda humanitaria. En desarrollo del principio de so-
lidaridad social, y dado el daño especial sufrido por las víctimas a que 
hace referencia esta ley, estas recibirán ayuda humanitaria, y tendrá 

necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimien-
tos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica, transporte 
de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas. Esta 
ayuda humanitaria será prestada por las entidades públicas, así: por la 
Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Interna-
cional (Acción Social), en desarrollo de su objeto legal y de acuerdo 
con las directrices que para el efecto señale su Consejo Directivo, y 
por las demás entidades públicas señaladas en la presente ley, dentro 
del marco de sus competencias, siempre que la solicitud se eleve den-
tro de los cinco años siguientes a la ocurrencia del hecho.

Parágrafo 1°. En caso de fuerza mayor o caso fortuito que impidan 
a la víctima presentar oportunamente la solicitud, el término a que se 

que cesen los hechos motivo de tal impedimento.
Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional apropiará los recursos necesa-

rios en el Presupuesto General de la Nación -Acción Social-, con el 
objeto de prestar ayuda humanitaria. 
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Parágrafo 3°. La ayuda humanitaria será entregada por Acción So-
cial en forma directa, asegurando la gratuidad en el trámite, para que 

Artículo 36. Cuando quiera que ocurra alguno de los eventos con-
templados en el marco del artículo 8º de la presente ley, la Alcaldía 
Municipal, la Personería Municipal, o la entidad que haga sus veces, 
deberá elaborar el censo de las personas afectadas en su vida, en su 
integridad personal, en su libertad personal, en su libertad de domi-
cilio y residencia, en sus bienes u otros derechos fundamentales, que 

la descripción del hecho, y enviarlo a Acción Social en un término no 
mayor a 8 días hábiles contados a partir de la ocurrencia del mismo.

-
rios de las personas fallecidas, que deberá contener los mismos datos 
del censo, requisito esencial para el reconocimiento de la ayuda hu-
manitaria por parte de Acción Social.

no tiene la calidad de víctima, esta perderá los derechos que le otorga 
el presente título, además de las sanciones penales que correspondan, 
y deberá reembolsar las sumas de dinero y los bienes que se le hayan 

lo haya otorgado podrá mantenerlo, reajustando las condiciones a la 
tasa de mercado.

Artículo 37. Ayuda humanitaria en materia de salud. Las institu-
ciones hospitalarias, públicas o privadas, del territorio nacional, que 
prestan servicios de salud, tienen la obligación de prestar atención de 
manera inmediata a las víctimas de ataques terroristas, combates y 

la requieran, con independencia de la capacidad socioeconómica de 
los demandantes de estos servicios y sin exigir condición previa para 
su admisión.

Artículo 38. Los servicios de ayuda médica, quirúrgica y hospita-
laria consistirán en:

1. Hospitalización.
2. Material médico-quirúrgico, de osteosíntesis y órtesis, confor-

Social.
3. Medicamentos.
4. Honorarios médicos.
5. Servicios de apoyo tales como bancos de sangre, laboratorios, 

imágenes diagnósticas.
6. Transporte.
7. Servicios de rehabilitación física, por el tiempo y conforme a 

8. Servicios de rehabilitación mental en los casos en que, como 
-

capacitada para desarrollar una vida normal de acuerdo con su situa-

Ministerio de la Protección Social.
Parágrafo. -

sos de la Subcuenta ECAT del Fosyga cuando la víctima haya sufrido 
daño en su integridad física como consecuencia de los actos a que se 

en Salud, que resultaren víctimas de acuerdo a la presente ley, serán 
remitidos, una vez se les preste la atención de urgencias y se logre 

-
tidades de aseguramiento, para que allí se continúe el tratamiento 
requerido. Los costos resultantes del tratamiento inicial de urgencias, 
así como los costos de tratamiento posterior, serán asumidos por las 
correspondientes instituciones de Seguridad Social, en los términos 
de la Ley 100 de 1993.

Parágrafo. Aquellas personas que se encuentren en la situación 

régimen contributivo de seguridad social en salud o a un régimen de 
-

al régimen contributivo en virtud de relación de contrato de trabajo.
Artículo 40. Los gastos que demande la atención de las víctimas 

amparadas con pólizas de compañías de seguros de salud o contratos 
con empresas de medicina prepagada, serán cubiertos por el Estado 
de conformidad con lo establecido en el presente capítulo, en aquella 

cubiertos por el respectivo seguro o contrato o que no estén cubiertos 

Artículo 41. El Ministerio de la Protección Social ejercerá la eva-
luación y control sobre los aspectos relativos a:

1. Número de pacientes atendidos.
2. Acciones médico-quirúrgicas.
3. Suministros e insumos hospitalarios gastados.
4. Causa de egreso y pronóstico.
5. Condición del paciente frente al ente hospitalario.
6. Los demás factores que constituyen costos del servicio, de con-

formidad con lo dispuesto en el artículo 39 de la presente ley.
Artículo 42. El incumplimiento de lo dispuesto en este capítulo, 

será causal de sanción por las autoridades competentes en desarrollo 
de sus funciones de inspección y vigilancia, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 49 de la Ley 10 de 1990, y demás normas con-
cordantes.

CAPITULO VI
Voluntariado victimológico

Artículo 43. Se entiende por voluntariado victimológico el conjun-
to de actividades de acompañamiento, asistencia y asesoría a favor de 
las víctimas de que trata la presente ley, desarrolladas por un grupo 
de personas, de manera libre y organizada, sin contraprestación eco-
nómica, con carácter altruista y solidario, y con arreglo a programas 
y proyectos concretos. 

Artículo 44. El Gobierno Nacional promoverá la creación de vo-
luntariados victimológicos, así como el diseño y creación de progra-
mas y proyectos victimológicos de acuerdo a lo dispuesto en la Ley 
720 de 2001.

CAPITULO VII
Derecho de reparación de las víctimas

Artículo 45. Modalidades de reparación. Las víctimas de hechos 
-

tener las medidas de reparación que propendan por la restitución, in-
demnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición 
en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica 

-
culo 8° de la Ley 975 de 2005, acudiendo a los Tribunales Superiores 
de Distrito Judicial o a la reparación individual vía administrativa. 

Artículo 46. El acceso de la víctima a la reparación por vía adminis-

La reparación recibida administrativamente se descontará a la que 
se decrete judicialmente. Nadie podrá recibir reparación por el mis-
mo concepto.

Artículo 47. Principio de congruencia y complementariedad. To-
das las acciones de reparación deben establecerse de forma armónica, 
y propender por la protección de los derechos de las víctimas. Tanto 
las reparaciones individuales, ya sean administrativas o judiciales, 
como las reparaciones colectiva o a los colectivos, deben ser con-
gruentes y complementarias para alcanzar la integralidad de la repa-
ración.
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Artículo 48. Las medidas de reparación de que trata esta ley se 
fundan en el deber de garantizar los derechos humanos a las víctimas 

contra el directamente responsable del hecho.
Artículo 49. Suprimido.
Artículo 50. Las medidas de asistencia y reparación integral 

contempladas en la presente ley, deberán ser interpretadas a mero 
título enunciativo, lo cual implica que a las mismas se pueden 
adicionar otras.

Artículo 51. Restitución. Se entiende por restitución la realización 
de las acciones que propendan por regresar a la víctima a la situación 
anterior a la violación de sus derechos.

Artículo 52. Medidas de restitución. El Estado colombiano, a tra-
vés del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas de la Violencia, deberá adoptar un programa integral dentro 
del cual se incluya el restablecimiento de la libertad, el retorno a su 
lugar de residencia, la restitución de sus bienes, especialmente las 
tierras, entre otros. 

Artículo 53. Medidas de reparación para la restitución de patri-
monio, tierras y vivienda. El Estado colombiano, a través del Plan 
Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas de la 

de garantizar a las víctimas la restitución de los bienes de los cuales 
hayan sido despojados a causa de los actos enunciados en esta ley, in-
dependiente de la calidad jurídica de propietario, tenedor o poseedor 
de la víctima.

Artículo 54. Reintegración del patrimonio. La reparación de que 
trata la presente ley, pretende entre sus principales objetivos, lograr 
la reintegración del patrimonio de las víctimas. 

Se entiende por patrimonio, el conjunto de derechos y obligacio-
nes estimables en dinero, es decir la universalidad de elementos acti-
vos y pasivos, de un valor pecuniario, radicados en una persona. 

En consecuencia, por reintegración del patrimonio de las víctimas, 
se entiende el esfuerzo institucional y privado encaminado a reha-
cer con criterio de integralidad el patrimonio de los afectados por el 

-
sente ley.

Artículo 55. Afectación del patrimonio. Se entiende por tal la des-
trucción, pérdida, o menoscabo de los activos y derechos de una per-
sona, que conducen a su despatrimonialización, es decir a la dismi-
nución de su valor real. 

Parágrafo 1°. Para efectos de aplicación de la presente ley, la afec-
tación del patrimonio debe ser ocasionada por causa de la violencia 
sufrida por las víctimas de la violencia.

Parágrafo 2°. Las acciones a través de las cuales se puede incurrir 
en la afectación del patrimonio de una persona, en forma directa o por 
medio de testaferros, son las siguientes 

1. Despojo: acción o actividad ejercida para sacar de la órbita del 
patrimonio de una persona un bien con el propósito de apropiárselo 
de manera ilegal. 

Para el caso del despojo de tierras, este se entiende como la acción 
por medio de la cual a una persona se le priva arbitrariamente de su 
propiedad, posesión, ocupación, tenencia o cualquier otro derecho 
que ejerza sobre un predio, ya sea de hecho, mediante negocio jurídi-
co, actuación administrativa, actuación judicial o por medio de algu-

no del abandono, pero a diferencia de este último, en el despojo hay 
una intención expresa de apropiarse del predio.

2. Pérdida: desaparición total o parcial de los activos patrimo-
niales de una persona, ya por destrucción, por imposibilidad de re-
cuperarlos, o por haber pasado a terceros sin que la víctima haya 
podido ejercer sus derechos por causa de los hechos que originaron 
su situación.

3. Menoscabo: deterioro o depreciación en el valor de los activos 
de una persona, causado por los hechos que lo pusieron en situación 
de víctima.

4. Despatrimonialización: Proceso mediante el cual el patrimo-
nio que está en cabeza de una víctima se pierde, deteriora o desvalo-

Artículo 56. Acciones de reintegración. Son acciones que contri-
buyen a la reintegración del patrimonio de las víctimas, entre otras 
las siguientes:

1. La restitución como forma de reintegración del patrimonio. Su 
reconocimiento y aplicación es preferencial y es independiente de 
que se haga o no efectivo el regreso de los afectados.

2. La construcción y reconstrucción. Surgen como forma de repa-
ración cuando los bienes activos han sido destruidos total o parcial-
mente, para ponerlos en condiciones de utilidad y uso adecuados.

3. La compensación. Entrega de un valor o un bien material, en 
reposición de otro que se ha perdido para la víctima. El bien que se 
entrega debe ser por lo menos de la misma calidad y cantidad del 
perdido.

4. La indemnización. Resarcimiento por los perjuicios causados 
por los hechos victimizantes. 

5. Cubrimiento de pasivos. Consiste en el pago, condonación, 

contraídos con posteridad a los hechos de victimización, para la so-
brevivencia del sujeto pasivo y su familia, o de aquellas existentes 
con anterioridad a tales hechos, que no pudieron cancelarse oportuna-
mente y por tanto causaron una pérdida o menoscabo patrimonial.

Parágrafo 1°. Las anteriores acciones podrán adelantarse por or-
den judicial, por iniciativa del autor del perjuicio con la anuencia de 
la víctima, por intervención de sectores o gremios privados coadyu-
vantes en los procesos de reparación, por participación directa o indi-
recta de la cooperación internacional, por combinación de las fuentes 
anteriores, o por cualquier otra forma de apoyo para la solución de 
cada situación, siempre y cuando se halle ajustada a la ley.

Parágrafo 2°. Las medidas señaladas en el presente artículo no se 
excluyen, y pueden concurrir cuando ello sea necesario para garanti-
zar la reparación integral de la víctima.

Artículo 57. Prueba de la afectación. La víctima podrá acreditar la 
afectación negativa de su patrimonio, por cualquier medio legalmen-
te aceptado. En consecuencia, bastará al afectado probar de manera 
sumaria la afectación ante la autoridad judicial o administrativa, para 
que esta proceda a relevarlo de la carga de la prueba y trasladarla al 
presunto responsable de la comisión del hecho, para que demuestre 
la legalidad y transparencia de la transacción, transferencia o acto(s) 
jurídicos en discusión.

En los procesos de reparación las autoridades administrativas o ju-
diciales, podrán acudir a reglas de prueba que faciliten a las víctimas 
la demostración del daño causado, y aplicarán siempre el principio de 
buena fe a favor de estas.

Artículo 58. Presunción de ilegalidad. Establézcase una presun-

a considerar viciados los negocios realizados por estas con los po-
sibles responsables de la afectación patrimonial de sus derechos en 
bienes inmuebles. 

administrativo, y la prueba sumaria de la existencia del derecho en 
cabeza de la víctima para la época de ocurrencia de los hechos de 
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violencia, para trasladar la carga de la prueba al presunto responsa-
ble, en relación con el cumplimiento de las formalidades legales que 
rodearon los respectivos negocios o actos jurídicos.

Una vez reconocidas las condiciones anteriores, corresponderá al 
presunto responsable probar la transparencia y legalidad de los ac-
tos presuntamente irregulares. Si este efecto no se lograre, el Juez o 
Magistrado cancelará los títulos y registros respectivos, restituyendo 
plenamente los derechos en cabeza de la víctima o víctimas recono-
cidas en el proceso.

Con respecto a los derechos de terceros de buena fe, podrán hacer-
los valer personalmente o por intermedio de abogado dentro de una 
audiencia programada para el efecto cuando así lo solicitaren, antes 
de la realización del incidente de reparación. El Juez o el Magistrado 
que conozca del asunto resolverá de plano.

Parágrafo. Esta presunción se extiende también a favor de las per-
sonas incluidas en los informes de predios elaborados por los Co-
mités Territoriales de Atención Integral a la Población Desplazada o 
en riesgo de serlo, en zonas declaradas como tales, de conformidad 
con lo previsto en la Leyes 387 de 1997 y 1152 de 2007, siempre y 
cuando los negocios o actos no hayan sido autorizados por dichos 
Comités.

Artículo 59. De las áreas amparadas con presunción de negocios 
espurios. Se presumen negocios espurios, aquellos realizados res-
pecto de bienes inmuebles ubicados en zonas que coincidan espa-

como entidades territoriales en las que se hayan alterado notoriamen-
te la tenencia, valor, usos, acumulación u otra forma irregular en estas 
relaciones de inmuebles rurales y urbanos debido a la intimidación o 
la acción armada del victimario. 

El Juez o Magistrado declarará la respectiva zona como área am-
parada con la presunción de negocios espurios, respecto de los in-
muebles ubicados dentro de la misma, y realizados en un período 

sobre las actividades en el área respectiva.
Una vez declarada la zona en las condiciones anteriores, corres-

ponderá al victimario probar la transparencia y legalidad de los actos 
presuntamente irregulares. El Juez o Magistrado competente cancela-
rá los títulos y registros respectivos, restituyendo plenamente los de-
rechos en cabeza de la víctima o víctimas reconocidas en el proceso.

Con respecto a los derechos de terceros de buena fe, podrán hacer-
los valer personalmente o por intermedio de abogado dentro de una 
audiencia programada para el efecto cuando así lo solicitaren, antes 
de la realización del incidente de reparación. El Juez o el Magistrado 
que conozca del asunto resolverá de plano.

Artículo 60. Medidas y facultades judiciales para reversar el des-
pojo de tierras. El Juez o Magistrado competente, teniendo en cuenta 

cualquier momento la suspensión del poder dispositivo de los bienes 
sujetos a registro, ordenando su inscripción en el folio de matrícula 
inmobiliaria correspondiente. Si no se probare por el victimario la 
transparencia y legalidad de los negocios o actos jurídicos controver-
tidos, se ordenará la cancelación de los títulos y registros respectivos, 
restituyendo plenamente los derechos en cabeza de la víctima. 

Si se estableciere en proceso judicial o administrativo, de acuerdo 
con las reglas de prueba ordinarias y las incluidas en la presente ley, 
que una titulación de baldío se hizo de manera fraudulenta, con o sin 
la aquiescencia de funcionarios de la entidad competente, además de 
la cancelación de los títulos y registros correspondientes, el Juez o 
Magistrado ordenará a dicha entidad que proceda a titular al ocupante 
que se hallaba en posibilidad legal de adquirir el respectivo predio, y 
cuya expectativa se vio frustrada por los hechos y actores que reali-

de reparación a favor del ocupante victimizado.

Para aquellos eventos donde el despojo se haya consumado me-
-

gistrado podrá declarar nula la providencia y ordenar que el bien sea 
restituido a la víctima.

Lo anterior, sin perjuicio de las acciones penales a que haya lugar.
Con respecto a los derechos de terceros de buena fe, podrán hacer-

los valer personalmente o por intermedio de abogado dentro de una 
audiencia programada para el efecto cuando así lo solicitaren, antes 
de la realización del incidente de reparación. El Juez o Magistrado 
que conozca del asunto resolverá de plano.

Artículo 61. De la entrega material de los bienes a restituir. Cuan-
do se ordene la cancelación de títulos y registros, y/o la restitución de 
la posesión, o de la tenencia, o de cualquier otra actividad que la víc-
tima ejercía sobre el o los bienes antes del despojo, para devolverla a 
su situación original, se ordenará la entrega material del o los bienes a 
su favor, labor que será coordinada entre el Fondo para la Reparación 

Si en el desarrollo de la diligencia correspondiente, se encuentra 
que sobre el predio se hallan terceros, los organismos anteriores pro-
cederán a plantear fórmulas que faciliten la entrega, acudiendo en 
última instancia, de ser necesario, al apoyo de la fuerza pública. En 
esta diligencia no se admitirá oposición alguna, sin perjuicio de las 
acciones en la jurisdicción civil ordinaria a que pueden acudir los...

Parágrafo. Respecto de los terceros que alegando tener derechos 
sobre predios de las víctimas, que concurran a los correspondientes 
procesos, no se aplicará el principio de oportunidad, de manera que 
sus conductas también serán objeto de la investigación penal con to-
dos sus efectos.

Artículo 62. Resolución prioritaria en materia de tierras. En los 
procedimientos judiciales o administrativos, desarrollados como fru-
to de procesos de justicia transicional, donde se debata por alguna de 
las partes la propiedad, posesión, tenencia u ocupación de tierras, el 
Juez o Magistrado deberá resolver los asuntos acerca de la propiedad 

Artículo 63. Mecanismos reparativos en relación con los pasivos.
En relación con los pasivos de las víctimas, las autoridades debe-
rán tener en cuenta como mecanismos reparativos, entre otros los 
siguientes:

1. La cartera morosa de la población víctima que tenga por fuen-
te el no pago del impuesto predial u otros impuestos, tasas o contri-
buciones del orden municipal o distrital , podrán ser objeto de alivios 
especiales por los Concejos Municipales o Distritales

2. La cartera morosa de la población víctima que tenga por fuen-
te el no pago de servicios públicos domiciliarios, podrá ser objeto de 
un programa de normalización de cartera que será incluido en el Plan 
Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, para 
ello, la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, dentro 
de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente 
ley, concertará con las empresas prestadoras, el diseño y condiciones 
en que esta población regularizará su situación frente a la prestación 
de dichos servicios.

Artículo 64. Medidas sociales y económicas de restitución. Las 
medidas sociales y económicas comprenden, entre otros, salud, edu-
cación, subsidio de vivienda, acceso a programas de titulación de tie-
rras para las víctimas directas de desplazamiento forzado, acceso a 
créditos para reposición de bienes, reparación de inmuebles. 

Artículo 65. Medidas de restitución en materia de vivienda. Las 
víctimas cuyas viviendas hayan sido afectadas en el marco del con-

-
te compensatoria y por tanto reparativa, en el acceso a programas de 
mejoramiento o subsidio de vivienda establecidos por el Estado. Lo 
anterior, sin perjuicio de que el victimario sea condenado a la cons-
trucción, reconstrucción o indemnización por los daños.
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Los hogares afectados por los actos contemplados en el artículo 8º 
de la presente ley, podrán acceder al Subsidio Familiar de Vivienda 
de conformidad con la normatividad vigente que regula la materia. 

El Fondo Nacional de Vivienda o entidad que haga sus veces, ejer-
cerá las funciones que le otorga la normatividad vigente que regula 
la materia con relación al subsidio familiar de vivienda de que trata 
este capítulo, teniendo en cuenta el deber constitucional de proteger 

y el principio de solidaridad, razón por la cual deberá dar prioridad a 
las solicitudes que presenten los hogares que hayan sido víctimas de 
la violencia, sin necesidad de consultar con los requisitos de ahorro 
programado previstos en la ley.

En aquellos casos en que por razón de las circunstancias económi-
cas de las víctimas, estas no puedan utilizar el valor del subsidio para 

el valor del canon de arrendamiento de una solución de vivienda, de 
conformidad con la respectiva reglamentación.

-
cederán a los programas y proyectos diseñados por el Gobierno, te-
niendo en cuenta la normatividad y la jurisprudencia proferida para 
esta materia.

Artículo 66. Para los efectos de aplicación de esta sección, se en-

con la normatividad vigente que regula la materia, sin consideración 
a su expresión en salarios mínimos legales mensuales, que por causa 

pierdan su solución de vivienda total o parcialmente, de tal manera 
que no ofrezca las condiciones mínimas de habitabilidad o estabili-
dad en las estructuras. 

Igualmente, tendrán tal carácter los hogares cuyos miembros, a la 

de una solución de vivienda y que por razón de dichos actos hubiesen 
perdido al miembro del hogar de quien derivaban su sustento. 

Artículo 67. Los postulantes al Subsidio Familiar de Vivienda en 
las condiciones de que trata este capítulo, podrán acogerse a cual-
quiera de los planes declarados elegibles por el Fondo Nacional de 
Vivienda o la entidad que haga sus veces.

Artículo 68. La cuantía máxima del subsidio familiar de vivienda 
de que trata este capítulo será el que se otorgue en el momento de la 

Artículo 69. Las postulaciones al Subsidio Familiar de Vivienda 
de que trata este capítulo, serán atendidas por el Ministerio del Medio 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial con cargo a los recursos 
asignados por el Gobierno Nacional para el Subsidio de Vivienda de 
Interés Social. Las solicitudes respectivas serán decididas dentro de 
los diez (10) días hábiles siguientes a su presentación. 

Artículo 70. Se aplicará al Subsidio Familiar de Vivienda de que 
trata este capítulo, lo establecido en la normatividad vigente que re-
gula la materia, en cuanto no sea contraria a lo que aquí se dispone. 

Artículo 71. . La enti-
-

nal, redescontará los préstamos que otorguen los distintos estableci-

la reposición o reparación de vehículos, maquinaria, equipo, equipa-
miento, muebles y enseres, capital de trabajo de personas naturales 
o jurídicas, tengan o no la calidad de comerciantes, y la reparación o 
reconstrucción de inmuebles destinados a locales comerciales.

Así mismo, en desarrollo del principio de solidaridad la enti-
dad financiera de naturaleza oficial que determine el Gobierno 
Nacional, otorgará directamente a las víctimas de los actos a que 
se refiere esta ley, préstamos para financiar la reconstrucción o 
reparación de inmuebles afectados en los actos por las conductas 
definidas en esta ley.

Parágrafo. No obstante la existencia de líneas de crédito para repo-
sición o reparación de vehículos, el Gobierno Nacional mantendrá el 
seguro de protección de vehículos de transporte público urbano e in-

-

Artículo 72. En aquellas situaciones referidas con la diferencia en-
-

haga el redescuento de los créditos que otorguen los establecimientos 
de crédito, será regulada de acuerdo con lo estipulado en la Ley 418 
de 1997 y sus disposiciones reglamentarias. 

Artículo 73. El Fondo para el Financiamiento del Sector Agrope-
cuario, Finagro, hará el redescuento de las operaciones que realicen 
las entidades pertenecientes al Sistema Nacional de Crédito Agrope-

-
tos de capital de trabajo e inversión. 

Artículo 74. En desarrollo de sus funciones, el Fondo para la Re-
paración de las Víctimas coordinará con Finagro para la realización 
de las operaciones contempladas en el artículo anterior.

Artículo 75. Los establecimientos de crédito diseñarán los proce-
dimientos adecuados para estudiar las solicitudes de crédito a que se 

posible y exigiendo solamente los documentos estrictamente necesa-
rios para el efecto.

Parágrafo 1°. Cuando las víctimas de esta ley se encontraren en 

los créditos previstos en los artículos anteriores, dichos créditos serán 
garantizados por el Fondo Nacional de Garantías, FNG, o la entidad 

Parágrafo 2°. El establecimiento de crédito podrá hacer efectivo 

garantía correspondiente para que se le reembolse el saldo a su favor, 
siempre y cuando, además de cumplir las condiciones que se hayan 
pactado, acredite al fondo que adelantó infructuosamente las actua-
ciones necesarias para la recuperación de las sumas adeudadas.

Artículo 76. En cumplimiento de su objeto y en desarrollo de sus 
facultades, Acción Social atenderá gratuitamente y sin intermediarios 
a las víctimas señaladas en la presente ley, subsidiará las líneas de 
crédito contempladas en el presente capítulo, de conformidad con las 

los programas que adelanten entidades sin ánimo de lucro, celebran-

355 de la Constitución Política y las normas que lo reglamentan, y 
establecerá auxilios para subsidiar los gastos funerarios cuando fuere 
necesario, todo en función de la mejor protección y mayor cobertura 
a favor de los destinatarios de esta ley. 

Artículo 77. El Alto Comisionado para las Víctimas llevará la in-

establecidos, con los datos que para el efecto les deben proporcionar 
los establecimientos de crédito que otorguen los diversos préstamos, 

públicas puedan contar con la información exacta sobre las personas 

para ello las respectivas listas. 

accederán a los programas y proyectos diseñados por el Gobierno, 
teniendo en cuenta la normatividad y la jurisprudencia proferida para 
esta materia.

Artículo 79. Medidas de restitución en capacitación y planes de 
empleo urbano y rural. El SENA dará prioridad y facilidad para el 
acceso de jóvenes y adultos víctimas de la violencia, a sus programas 
de formación y capacitación técnica.
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Artículo 80. El Estado colombiano diseñará programas y proyec-

de apoyar el autosostenimiento de las víctimas enunciadas en esta 
ley.

Artículo 81. El Estado colombiano deberá otorgar a las víctimas 
de la violencia prelación en el concurso de empleos públicos siempre 
y cuando cumplan con los requisitos señalados, y en un porcentaje 
del 20% en todas las entidades del Estado en todos los niveles.

Artículo 82. Medidas de restitución en materia social de salud 
y educación. El Sistema General de Seguridad Social en Salud am-
pliará la cobertura de la asistencia en salud observadas en la presente 
ley a todas las víctimas contempladas en la misma hasta tanto estas 
logren su reparación integral.

Artículo 83. Las distintas autoridades educativas adoptarán, en 
el ejercicio de sus competencias respectivas, las medidas necesarias 
para asegurar el acceso y la exención de todo tipo de costos acadé-

preescolar, básica y media a las víctimas señaladas en la presente ley, 
siempre y cuando estas no cuenten con los recursos para su pago. 

Artículo 84. Las víctimas de que trata la presente ley que al mo-
mento de entrada en vigencia de la misma se encuentren reportadas 
ante centrales de riesgo, serán excluidas de estas bases de datos como 
medida reparadora.

Artículo 85. Las consideraciones especiales en relación con pro-
tección patrimonial y tratamiento de pasivos en favor de las personas 
secuestradas, previstas en la Ley 986 de 2005, se harán extensivas a 

fueren compatibles.
Artículo 86. Suprimido.
Artículo 87. Suprimido.
Artículo 88. Suprimido.
Artículo 89. Suprimido.
Artículo 90. La autoridad judicial y/o administrativa ordenará que 

la indemnización a título de reparación sea pagada por conducto del 
Fondo de Reparación para las Víctimas de la Violencia.

Artículo 91. Suprimido.
Artículo 92. Rehabilitación. Consiste en realizar las acciones ten-

dientes a la recuperación de las víctimas que sufren traumas físicos y 
psicológicos, esta noción comprende la de readaptación, como con-
secuencia de los hechos cometidos por los grupos armados al margen 
de la ley. 

Artículo 93. Medidas de rehabilitación. La rehabilitación deberá 
incluir la atención médica, psicológica o las medidas que se requie-
ran, conforme a la calidad y tipo, para las víctimas de violaciones a 
los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario. 

El acompañamiento psicosocial debe ser transversal al proceso de 
reparación y prolongarse en el tiempo de acuerdo con las necesidades 
de las víctimas, sus familiares y la comunidad, teniendo en cuenta la 

étnicas.
Igualmente, integrar a la totalidad de las (los) familiares y de ser 

posible promover acciones de discriminación positiva a favor de mu-
jeres, niñas y adultos mayores debido a su alta vulnerabilidad y los 
riesgos a los que se ven expuestos.

Artículo 94. Suprimido.
Artículo 95. Medidas de satisfacción. El Estado, a través del Plan 

Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas de 
la Violencia, deberá realizar las acciones tendientes a restablecer la 
dignidad de la víctima y difundir la verdad sobre lo sucedido. Las 
medidas de satisfacción serán aquellas que proporcionan bienestar y 
contribuyen a mitigar el dolor de la víctima. 

Las medidas de satisfacción son las siguientes: 
a) Reconocimiento público del carácter de víctima, de su dignidad, 

nombre y honor, ante la comunidad y el ofensor. 
b) Efectuar las publicaciones a que haya lugar relacionadas con el 

literal anterior.
c) Realización de actos conmemorativos.
d) Otorgamiento de condecoraciones y otros reconocimientos pú-

blicos.
e) Realización de homenajes públicos.
f) Construcción de monumentos públicos en perspectiva de repa-

ración y reconciliación.
g) Difusión pública y completa del relato de las víctimas sobre el 

hecho que la victimizó, siempre que no provoque más daños innece-
sarios ni genere peligros de seguridad.

posterior, según las tradiciones familiares y comunitarias, a través de 

i) Prioridad de atención en servicios sociales ofrecidos por el Esta-
do, distintos a las medidas de reparación contempladas en la presente 
ley. 

j) Difusión de las disculpas y aceptaciones de responsabilidad he-
chas por los victimarios.

Parágrafo. Para la adopción de cualquiera de las medidas señala-
das anteriormente, así como aquellas que constituyen otras medidas 
de satisfacción no contempladas en la presente ley, deberá contarse 
con la participación de las víctimas.

Artículo 96. Medida de rehabilitación, exención en la prestación 
del servicio militar. De acuerdo a lo contemplado en el artículo 27 de 
la Ley 48 de 1993, también estarán exentos de prestar el servicio mi-
litar en todo tiempo y no pagarán cuota de compensación militar, las 
víctimas de que trata la presente ley, siempre y cuando lo soliciten.

Artículo 97. Reparación simbólica. Se entiende por reparación 
simbólica toda prestación realizada a favor de las víctimas o de la 
comunidad en general que tienda a asegurar la preservación de la 
memoria histórica, la no repetición de los hechos victimizantes, la 
aceptación pública de los hechos, el perdón público y el restableci-
miento de la dignidad de las víctimas

Artículo 98. Día nacional de solidaridad con las víctimas de la 
violencia. El 9 de abril de cada año se celebrará el “Día Nacional de 

-
te del Estado colombiano eventos de reconocimiento a su condición.

El Congreso de la República, se reunirá en pleno ese día para es-
cuchar a las víctimas de la violencia en una jornada de sesión perma-
nente.

Artículo 99. Condecoraciones
se crea la Orden de Reconocimiento a las Víctimas de la Violencia. 

El Gobierno Nacional, previa solicitud de los interesados o de sus 
herederos, concederá las condecoraciones contempladas en este artí-
culo en el grado de Gran Cruz, y Cruz de Plata a las víctimas de la 
violencia.

Estas condecoraciones en ningún caso podrán ser concedidas a 
quienes en su trayectoria personal o profesional, hayan mostrado 
comportamientos contrarios a los valores representados en la Cons-
titución, en la presente ley y los Derechos Humanos reconocidos en 
los tratados internacionales suscritos por Colombia.

Parágrafo. El Gobierno Nacional, en el plazo máximo de tres me-
ses desde el momento de la promulgación de la presente ley, regla-
mentará la Orden de Reconocimiento a las Víctimas de la Violencia 
en sus grados de Gran Cruz y Cruz de Plata; así como las distinciones 
de que trata el artículo siguiente.
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Artículo 100. Reconocimiento a las asociaciones de víctimas. El 
Congreso de la República, podrá conceder las distinciones que con-
sidere oportunas, en reconocimiento a la labor de las asociaciones, 
fundaciones y organizaciones que se hayan destacado en la defensa 
de la dignidad de todas las víctimas de la violencia de que trata el 
artículo 8º de la presente ley.

Artículo 101. Centro de Memoria Histórica. Créese el Centro de 

cargo de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación.
-

tal, testimonios orales y por cualquier otro medio relativos al período 
-

damentalmente para que sean puestos a disposición de los interesa-
dos, de los investigadores y de los ciudadanos en general, mediante 
actividades museísticas, pedagógicas y cuantas sean necesarias para 
proporcionarles el conocimiento de nuestra historia reciente.

Parágrafo. El Gobierno Nacional a través del Alto Comisionado 
para el apoyo de las Víctimas de la violencia y en coordinación con 
la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, determinarán 
la estructura y el funcionamiento del Centro de Memoria Histórica.

Artículo 102. Funciones del Centro de Memoria Histórica. Son 
funciones del Centro de la Memoria Histórica:

1. Determinar la estructura y funcionamiento del Museo de la Me-

-

como museos, bibliotecas o archivos del Estado, en los cuales, que-
dará una copia digitalizada de los mencionados documentos. 

3. Recopilar los testimonios orales correspondientes a las víctimas 
y sus familiares de que trata la presente ley, a través de la Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación, y remitirlos al Archivo 

4. Recuperar, reunir, organizar y poner a disposición de los intere-
sados los documentos y las fuentes secundarias que puedan resultar 

-
no, y contribuir a la difusión de sus resultados.

6. Impulsar la difusión de sus recursos, y facilitar la participación 
activa de los usuarios y de sus organizaciones representativas.

7. Otorgar ayudas a los investigadores, mediante premios y becas, 
para que continúen desarrollando su labor académica y de investiga-

8. Reunir y poner a disposición de los interesados información y 
documentación sobre procesos similares habidos en otros países.

9. Promover actividades participativas sobre temas relacionados 

10. Promover redes de información con otros centros, instituciones 
o entidades estatales o no, nacionales o internacionales, académicas o 
sitios digitales que tuvieren intereses comunes o realicen actividades 
complementarias.

11. Coordinar la creación de monumentos y parques públicos en 
memoria de las víctimas con las entidades municipales, departamen-
tales, distritales y nacionales, así como las propuestas por organismos 
no gubernamentales y la sociedad civil.

12. Realizar exhibiciones o muestras, eventos de difusión y de 
concientización sobre el valor de los derechos humanos vulnerados 

digitales.

14. Realizar cursos, conferencias, tareas de capacitación, de estu-
dio e investigación o promover o auspiciar la de terceros.

15. Las demás que señale su dirección.
Artículo 103. Museo de la Memoria. Créese el Museo de la Memo-

ria, que dependerá del Centro Histórico de la Memoria, y el cual está 
destinado a lograr el fortalecimiento de la memoria colectiva, acerca 

Parágrafo. El Museo de la Memoria será dirigido por un Director 
que será elegido por concurso público y un consejo Directivo integra-
do por un representante de la sociedad civil, un representante de la 
academia, un representante de las víctimas, y el Director de Memoria 
Histórica de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. 

Artículo 104. . Crée-

Centro de Memoria Histórica, y tendrá entre sus funciones las de 
recopilar, sistematizar y conservar los documentos bajo su custodia.

Reposarán las causas, desarrollos y consecuencias de los actos que 

internacionales de Derechos Humanos o que constituyan una viola-
ción grave del Derecho Internacional Humanitario, con la relación de 

de los hechos para que el país no olvide el sufrimiento de sus ciuda-
danos.

Parágrafo 1°. Para efectos de su aplicación se tendrá en cuenta lo 
dispuesto por el Capítulo X sobre conservación de archivos señalado 
en la Ley 975 de 2005.

Parágrafo 2°. Los documentos que reposan en archivos privados y 

Parágrafo 3°. Se garantiza el acceso a los documentos y demás 
fuentes que reposen en el Archivo así como la obtención de las copias 
que se soliciten.

Parágrafo 4°. Deberán adoptarse las medidas necesarias para la 
-

ticular en los casos de mayor deterioro o riesgo de degradación.
Artículo 105. Garantías de no-repetición. Comprenden entro otras, 

la desmovilización y el desmantelamiento de los grupos armados al 
margen de la ley. 

El Estado colombiano a través del Plan Nacional para la Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas de la violencia adoptará, entre 
otras, las siguientes Garantías de No-Repetición:

de la verdad judicial, en la medida en que no provoque más daños 
innecesarios a la víctima, los testigos u otras personas, ni cree un 
peligro para su seguridad.

b) La aplicación de sanciones a los responsables de las violaciones, 
todo lo cual estará a cargo de los órganos judiciales que intervengan 
en los procesos de que trata la presente ley.

c) La prevención de nuevas violaciones por parte de las autorida-
des correspondientes. 

d) La asistencia de los responsables de las violaciones a cursos 
de capacitación en materia de derechos humanos. Esta medida podrá 
ser impuesta por el Tribunal, tanto a los condenados como a terceros 
civilmente responsables.

e) La prevención de violaciones de derechos humanos.
f) La Generación de redes de apoyo de organización entre las víc-

timas.
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g) La creación de una pedagogía ciudadana que promueva los va-
lores constitucionales que fundan la reconciliación, en relación con 
los hechos acaecidos en la verdad histórica.

h) La derogación de leyes que contribuyan a las violaciones a los 
derechos humanos.

i) El control civil de las fuerzas militares y de los servicios de 
inteligencia.

j) El Desmantelamiento de las fuerzas armadas paraestatales.
-

tos armados.
l)  La exclusión del servicio de los funcionarios públicos involu-

crados en violaciones a los derechos humanos. 
Artículo 106. Reparación colectiva. La reparación colectiva debe-

rá orientarse a compensar todos los daños y perjuicios sufridos por 
-

nismo se prevé de manera especial para las comunidades afectadas 
por la ocurrencia de hechos de violencia sistemática así como aque-
llos hechos de violencia generalizada.

Artículo 107. Suprimido.
Artículo 108. Implementación de programa de reparación colecti-

va. El Estado colombiano, deberá implementar un programa institu-
cional de reparación colectiva que comprenda acciones directamente 
orientadas a recuperar la institucionalidad propia del Estado Social 
de Derecho particularmente en las zonas más afectadas por la violen-
cia; a recuperar y promover los derechos de los ciudadanos afectados 

Artículo 109. Criterios de la reparación colectiva. Los criterios 
de reparaciones colectivas deberán tener en cuenta tanto los daños 
ocasionados a los derechos colectivos afectados, como a otros daños 
que aunque no tengan un referente de este tipo de derechos hayan 
afectado la existencia o accionar de la colectividad. 

Parágrafo. Tratándose de los derechos de los pueblos indígenas, la 
reparación apoyará la protección de sus organizaciones, la autonomía 
y el ejercicio de la autoridad tradicional; y el concepto propio de ver-
dad, familia y bienestar.

Artículo 110. Reparación de colectivos. La reparación de colecti-
vos va dirigida a grupos, pueblos y comunidades, que están unidos 

-
rritoriales y el propósito común. Las reparaciones de colectivos con 
comunidades de este tipo, deberán seguir los principios establecidos 
tanto por disposiciones nacionales como internacionales sobre la ma-
teria, teniendo especial cuidado con el derecho de consulta previa 
como punto de partida para la elaboración de los programas de repa-
ración que se desarrollen en tales comunidades.

Artículo 111. De la reparación integral de daños a colectivos. En 
consonancia con los principios internacionales sobre la integralidad 
de las reparaciones, la reparación debe contener si es el caso: la reha-
bilitación, indemnización, restitución, satisfacción y garantías de no 
repetición.

CAPITULO VIII
Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral 

a las Víctimas de la Violencia
Artículo 112. Creación del Sistema Nacional de Atención y Re-

paración Integral a las Víctimas de la Violencia. Créase el Sistema 
Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas de la vio-
lencia, cuyos objetivos serán los siguientes:

1. Diseñar una política integral de atención a las víctimas que per-
mita la articulación de las actuaciones de las entidades del Estado a 
nivel nacional, regional y local para lograr un abordaje concurrente y 
complementario.

2. Adoptar las medidas integrales de reparación que contribuyan a 

colombiano.
3. Establecer y determinar los planes y programas desarrollados 

-
tizar el ejercicio efectivo de los derechos de las víctimas. 

4. Integrar los esfuerzos públicos y privados para la adecuada 
atención integral y garantía de los derechos humanos que les asisten 
a las víctimas de la violencia.

humanos, técnicos, administrativos y económicos que sean indispen-
sables para la atención integral de las víctimas.

6. Establecer un sistema de información que permita integrar, de-
sarrollar y consolidar los sistemas de información, seguimiento y 
evaluación entre las diferentes instituciones del Estado que atiendan 
a las víctimas enunciadas en esta ley.

7. Apoyar los esfuerzos de las Organizaciones de Sociedad Ci-
vil que busquen acompañar y hacer seguimiento al proceso de re-
paración.

8. Se podrá apoyar que las víctimas tengan acceso real y efectivo a 
los procesos judiciales iniciados en otros Estados como resultado de 
procesos de extradición de las personas responsables de las violacio-
nes a los derechos humanos y de las infracciones al Derecho Interna-
cional Humanitario, con el objeto de asegurar su reparación integral.

Parágrafo 1°. Para el logro de los anteriores objetivos, el Sistema 
Nacional de Atención y Reparación Integral a las víctimas de la vio-
lencia, contará con el Plan Nacional para la Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas de la violencia, del cual formará parte el Plan 
Nacional de Reparación elaborado por la Comisión Nacional de Re-
paración y Reconciliación.

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional expedirá un documento Con-
-

miento del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas de la violencia.

Artículo 113. De la constitución del Sistema Nacional. El sistema 
estará constituido por el conjunto de entidades públicas, del nivel 
gubernamental y estatal en los órdenes nacionales, departamentales 
y municipales encargados de formular y ejecutar los planes, progra-

-
paración integral de las víctimas de la violencia.

Artículo 114. Creación Alto Comisionado para el Apoyo a las Víc-
timas de la Violencia. Créese en el Departamento Administrativo de 
la Presidencia de la República, el Alto Comisionado para el Apoyo a 
las Víctimas de la Violencia.

Artículo 115. Funciones del Alto Comisionado para el Apoyo a las 
Víctimas de la violencia. El Alto Comisionado para el Apoyo a las 
Víctimas de la Violencia cumplirá las siguientes funciones:

1. Asesorar al Presidente de la República y ser el vocero del Go-
bierno Nacional respecto al desarrollo de la política de Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas de la violencia.

2. Realizar el seguimiento y evaluar la política de Estado dirigida 
a la atención integral y reparación de las víctimas de la violencia, en 
coordinación con las entidades que constituyen el Sistema Nacional 
de Atención y Reparación Integral a las Víctimas la violencia.

3. Concertar con las entidades del Estado que constituyen el Siste-
ma Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas de la 
violencia, en las políticas y estrategias relacionadas con esta temática 
teniendo en consideración el enfoque diferencial por razones de gé-
nero, edad, etnia, entre otros.
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4. Coordinar, hacer seguimiento y evaluar la acción de las entida-
des estatales, que de acuerdo a su competencia, desarrollen activida-
des o funciones tendientes a facilitar la atención integral y reparación 
de las víctimas.

Nacional de Reparación y Reconciliación y las entidades que confor-
man el Sistema Nacional de Atención Integral a Víctimas de la vio-
lencia los temas relacionados con la atención integral y la reparación 
de las víctimas. 

-
paración Integral a las Víctimas de la violencia, para que las entida-
des del nivel nacional, regional y local que cumplen funciones de 
atención y reparación desarrollen los programas, las estrategias y las 
metas que se requieran para satisfacer los derechos que hayan sido 

-
cidas en la presente ley.

7. Hacer parte del Comité Nacional de Coordinación Interinstitu-
cional de Justicia y Paz, para apoyar, asesorar y coordinar en lo de 
su competencia las estrategias diseñadas para garantizar la atención 
integral y reparación a las víctimas.

8. Gestionar y articular las iniciativas de las entidades territoriales 
y sus autoridades locales para el desarrollo de la política y planes so-
ciales y económicos dirigidos a las víctimas, los cuales deberán estar 
acordes con el Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas de la violencia.

9. Adelantar, promover y apoyar gestiones encaminadas a la con-
secución de recursos de cooperación nacional e internacional, en 
coordinación con la Agencia Presidencial para la Acción Social y la 
Cooperación Internacional y con el Ministerio de Relaciones Exte-
riores.

10. Coordinar la ejecución del Fondo para la Reparación de las 
Víctimas creado mediante el artículo 54 de la Ley 975 de 2005, cuyas 
labores operativas serán ejecutados por Acción Social.

-
mas de información de víctimas vigentes para facilitar el monitoreo y 
seguimiento de las acciones de las entidades para la atención integral 
a las víctimas.

12. Integrar, articular y realizar el seguimiento en relación con el 
proceso de reparación integral a las víctimas de acuerdo a las dispo-
siciones vigentes sobre la materia.

13. Participar en los Procesos de Paz que realice el Gobierno en 
representación de las víctimas.

14. Administrar los recursos humanos, físicos y financieros a 
su cargo, en concordancia con los principios de la función admi-
nistrativa.

15. Rendir un informe anual de su gestión al Congreso de la Repú-
blica dentro del primer trimestre del año.

16. Las demás que determine la ley.
Artículo 116. Nombramiento del Alto Comisionado para el Apoyo 

a las Víctimas de la violencia. El Alto Comisionado para el Apoyo a 
las Víctimas de la violencia será elegido por el Presidente de la Re-
pública de una terna enviada por el Procurador General de la Nación, 
el Defensor del Pueblo y la Corte Constitucional, para un período de 
cuatro (4) años, y deberá reunir las mismas calidades para ser Magis-
trado de las Altas Cortes. 

CAPITULO IX
Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral 

a las Víctimas de la Violencia
Artículo 117. Diseño y objetivos del Plan Nacional para la Aten-

ción y Reparación Integral a las Víctimas de la Violencia. El Go-

bierno Nacional a través del Alto Comisionado para el Apoyo a las 
Víctimas de la Violencia diseñará el Plan Nacional para la Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas, el cual será adoptado mediante 
decreto.

Para la elaboración de dicho plan se contará con el concurso de 
las entidades que conforman el Sistema Nacional para la Atención y 
Reparación Integral de las víctimas de la violencia y de la Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación.

Parágrafo. El Gobierno Nacional diseñará y pondrá en ejecución, 
en un término no mayor de seis (6) meses, contados a partir de la vi-
gencia de la presente ley, el plan a que hace referencia este artículo. 

Artículo 118. De los objetivos. Los objetivos del Plan Nacional 
serán los siguientes, entre otros: 

1. Adoptar las medidas de asistencia señaladas en la presente ley, 
en disposiciones vigentes y en pronunciamiento de las altas Cortes 
sobre la materia. 

2. Implementar las medidas de reparación integral que sirvan a los 
programas que debe diseñar el Estado colombiano en procura de ga-
rantizar la reparación a las víctimas, teniendo en cuenta los principios 
del Derecho Internacional Humanitario, normas constitucionales y 
demás vigentes sobre la materia; así como los criterios de reparación 
enunciados por la jurisprudencia y la Comisión Nacional de Repara-
ción y Reconciliación.

3. Adoptar mecanismos que faciliten la asistencia legal a las vícti-
mas de la violencia para garantizar el derecho a la verdad, la justicia, 
la restitución de los derechos vulnerados y de sus bienes patrimonia-
les así como el derecho a la reparación integral.

4. Diseñar y adoptar medidas que garanticen a las víctimas su ac-
ceso a planes, programas y proyectos integrales de desarrollo urba-
no y rural, ofreciéndole los medios necesarios para la reparación del 
daño sufrido evitando procesos de revictimización.

-
mente a las viudas, mujeres cabeza de familia y huérfanos. 

6. Garantizar atención especial a las comunidades indígenas y ne-
gras víctimas de la violencia, en correspondencia con sus usos y cos-
tumbres.

7. Diseñar una estrategia de atención integral a las víctimas para 

8. Programar las herramientas necesarias para ejecutar y realizar 
seguimiento y monitoreo al Sistema de Información que permita el 
manejo e intercambio de la información sobre las víctimas de la vio-
lencia, entre las diferentes instituciones del Estado que las atiendan, 

regional.
9. Las demás acciones que el Alto Comisionado considere nece-

sarias.
CAPITULO X

Fondo de reparación para las víctimas de la violencia
Artículo 119. El artículo 54 de la Ley 975 de 2005 será adicionado 

con el siguiente inciso:
Adicionalmente este Fondo estará conformado por las siguientes 

fuentes:
a) El producto de las multas impuestas a los individuos o a los gru-

pos armados al margen de la ley en el marco de procesos judiciales y 
administrativos.

b) Las contribuciones voluntarias efectuadas por gobiernos, or-
ganizaciones internacionales, particulares, sociedades y otras enti-
dades.
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c) Los recursos provenientes de los procesos de extinción de do-
minio, adicionales a los que a la fecha están previstos en el marco 

CAPITULO XI
Régimen disciplinario de los funcionarios públicos 

frente a las víctimas
Artículo 120. Son deberes de los funcionarios públicos frente a las 

víctimas:
1. Respetar y asegurar que se respeten y aplicar las normas inter-

nacionales de derechos humanos y el Derecho Internacional Huma-
nitario.

imparcial.
3. Garantizar el acceso equitativo y efectivo a la justicia, como 

se describe más adelante, con independencia de quien resulte ser en 

4. Tratar a las víctimas con humanidad y respeto de su dignidad y 
sus derechos humanos.

5. Adoptar o solicitar a la autoridad competente en forma inmedia-
ta las medidas apropiadas para garantizar la seguridad, su bienestar 
físico y psicológico y su intimidad, así como los de sus familias. 

6. Tratar a las víctimas con consideración y atención especiales 
para que los procedimientos jurídicos y administrativos destinados 
a hacer justicia y conceder una reparación no den lugar a un nuevo 
trauma.

7. Garantizar el acceso igual y efectivo a la justicia; la reparación 
adecuada, efectiva y rápida del daño sufrido; y el acceso a informa-
ción pertinente sobre las violaciones y los mecanismos de repara-
ción.

8. Adoptar o solicitar a la autoridad competente, de forma inme-
-

laciones.

medida en que ella no provoque más daños o amenace la seguridad 
y los intereses de la víctima, de sus familiares, de los testigos o de 
personas que han intervenido para ayudar a la víctima o impedir que 
se produzcan nuevas violaciones. 

10. Adelantar, de forma inmediata, todas las acciones tendientes a 
la búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de los 
secuestrados y de los cadáveres de las personas asesinadas, así como 

-
los según el deseo explícito o presunto de la víctima o las prácticas 
culturales de su familia y comunidad.

u omitan cualquiera de los deberes descritos en el artículo anterior 
estarán sujetos a las sanciones previstas en el Código Disciplinario 
Unico.

Artículo 121. Incurrirá en falta disciplinaria gravísima el funcio-
nario público que: 

-
nidad, la reputación y los derechos de la víctima y de las personas 
estrechamente vinculadas a ella.

b) Se niegue a dar una disculpa pública que incluya el reconoci-
miento de los hechos y la aceptación de responsabilidades.

c) Impida u obstaculice el acceso de las víctimas y sus represen-
tantes a la información sobre las causas de su victimización y sobre 

internacionales de derechos humanos y de las violaciones graves del 
Derecho Internacional Humanitario, así como a conocer la verdad 
acerca de esas violaciones.

d) Proporcione información falsa a las víctimas o sobre los hechos 
que produjeron la victimación.

e) Discrimine por razón de la victimización. 
Artículo 122. Sin perjuicio de la responsabilidad penal o discipli-

naria a que hubiere lugar, los funcionarios públicos que en el ejerci-
cio del proceso penal o cualquier otro tipo de actuación jurisdiccional 
o administrativa afecten derechos de las víctimas, responderán ante 
los Tribunales y Jueces competentes por dichas infracciones.

Artículo 123. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anterio-
res, Acción Social en desarrollo de su objeto y con sujeción a lo dis-
puesto por el artículo 355 de la Constitución Política y en las normas 
que reglamenten la materia, podrá celebrar contratos con personas 

impulsar los programas y actividades de dichas entidades dirigidos a 

programas de apoyo podrán incluir la asistencia económica, técnica y 
administrativa a quienes por su situación económica no puedan acce-

CAPITULO NUEVO
Protección integral a los niños, niñas 

y adolescentes víctimas
(CAPITULO NUEVO)

Artículo 124. (Nuevo). Derechos de los niños y niñas víctimas.
Los niños, niñas y adolescentes como víctimas de violaciones a los 
derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humani-
tario, tienen los siguientes derechos:

1. Derecho al restablecimiento de sus derechos de prestación y de 

tales como:
a) El abandono físico, emocional y psicoafectivo de sus padres, 

representantes legales o de las personas, instituciones y autoridades 
que tienen la responsabilidad de su cuidado y atención.

b) La violación, la inducción, el estímulo y el constreñimiento a 
la prostitución; la explotación sexual, la pornografía y cualquier otra 
conducta que atente contra la libertad, integridad y formación sexua-
les de la persona menor de edad.

-
quier otra forma contemporánea de esclavitud o de servidumbre.

d) La violencia en Colombia.
e) El reclutamiento y la utilización de los niños por parte de los 

grupos armados organizados al margen de la ley.
f) El desplazamiento forzado.
g) Las minas antipersonales.
2. Derecho a la reparación por ser sujetos pasivos del delito de 

2000.
3. Derecho a la reparación por ser sujetos pasivos del delito de des-

4. Derecho a la reparación integral por estar contemplados dentro 

de 2008.
5. Derecho a la reintegración social y económica por ser desvincu-

lados de grupos armados al margen de la ley de conformidad con la 
Ley 1106 de 2006

Artículo 125. (Nuevo). Del derecho al restablecimiento de los de-
rechos. Los derechos de niños y niñas descritos en el artículo ante-
rior, que han sido vulnerados deberán ser restablecidos mediante los 
procesos y mecanismos que las leyes y la Constitución disponen para 
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-
dades del Estado responsables en el marco del Sistema Nacional de 

Artículo 126. (Nuevo). Derecho a la reparación integral. Además 
del derecho que tienen los niños, niñas y adolescentes al restable-
cimiento de sus derechos de protección vulnerados señalados en el 
artículo anterior, tienen derecho a un proceso de reparación integral 
como sujetos pasivos de los delitos de reclutamiento ilícito, desplaza-
miento forzado y contra la libertad e integridad sexual. Este derecho 
incluye el adelanto, en todos los casos, de los trámites de reparación 
por vía administrativa ante la Comisión Nacional de Reparación (De-
creto 1290 de 2008), la rehabilitación, la adopción de medidas de 
satisfacción y garantías de no repetición. En todo caso, deberá ase-
gurárseles el adelanto de un proceso judicial que sancione, así sea de 

los delitos de reclutamiento ilícito y desplazamiento forzado, con el 
objeto de asegurarles la verdad y la justicia.

Artículo 127. (Nuevo). Derecho a la reintegración social y a la re-
conciliación. Los niños, niñas y adolescentes que de cualquier forma 
han abandonado los grupos armados al margen de la ley, o que han 
sido desplazados de manera forzada por la violencia, tienen derecho a 
ser reintegrados social y económicamente en sus ámbitos familiares, 
comunitarios y sociales. Este derecho debe asegurarse desde que el 
niño, niña o adolescente ingresa al programa de atención especializa-

-
recta de la Alta Consejería para la Reintegración Social y Económica 
y con la Alta Consejería para la Acción Social.

Artículo 128. (Nuevo). Reclamación de los derechos a la repara-
ción y a la reintegración. Los Defensores de Familia del Instituto Co-

administrativo de restablecimiento de sus derechos, son la autoridad 
competente para reclamar en representación legal del niño, niña o 

-
cho niños y niñas por haber sido desvinculados de grupos armados al 
margen de la ley y por haber sido víctimas de los delitos de recluta-
miento ilícito y desplazamiento forzado respectivamente.

Artículo 129. (Nuevo). 
niños, niñas y adolescentes. El Defensor de Familia a cuyo cargo se 
adelanten los procesos de restablecimiento de derechos y de recla-
mación de perjuicios de la reparación a que tienen derecho por vía 

económica, deberán abrir un Fondo Fiduciario a favor del niño, niña 
o adolescente el cual podrá ser reclamado por estos una vez cumplan 
su mayoría de edad. Los fondos que se abran deberán ser en entidades 

Artículo 130. (Nuevo). . Los niños y niñas 
que hayan quedado huérfanos de padre y madre o de uno solo de ellos 

para que por intermedio de un Defensor de Familia, puedan reclamar 
en los términos del Decreto 1290 de 2008 de la presente ley ante 
las autoridades competentes los recursos que les corresponden por 
ser víctimas del accionar de los grupos armados al margen de la ley. 
Además de la reclamación de los recursos económicos, el Defensor 
de Familia deberá ubicar a sus familiares y estudiar la situación en 
la que quedaron. De no tener otros familiares o que estos no puedan 
hacerse cargo de los niños o niñas, el Defensor de Familia deberá 
buscarles una familia de manera que se les asegure su derecho cons-
titucional de tener una familia.

Artículo 131. (Nuevo). Programa de reparación integral. El Ins-
-

mento en el Decreto 1290 de 2008 y la presente ley la política y 

integral, simbólica y material que permita la adecuada reintegración 
social para aquellos niños, niñas y adolescentes que han sido víctimas 
del delito de reclutamiento ilícito.

víctimas de violación a sus derechos de protección, o hayan queda-
do huérfanos, que incluyan los elementos propios para un adecuado 
proceso de reparación y reintegración social, de tal manera que se les 
prepare para un verdadero paso hacia la reconciliación.

Artículo 132. (Nuevo). Niños y niñas víctimas de minas antiperso-
nales. Los niños, niñas y adolescentes víctimas de minas antiperso-
nales, tendrán derecho a recibir de manera gratuita y permanente por 
parte del Estado en concurso con las Empresas Promotoras de Salud 

asistencia psicológica, que garanticen su plena rehabilitación.
Artículo 133. (Nuevo). -

chos de niños y niñas víctimas. En los términos de la presente ley y 
del Decreto 1290 de 2008, los niños, niñas y adolescentes que hayan 
sido reclutados por los grupos armados al margen de la ley, que hayan 
sido víctimas de desplazamiento forzado, que hayan quedado huérfa-
nos de padre, de madre o de ambos, que hayan sido víctimas de minas 
antipersonal, y en general que hayan sido víctimas de violación a sus 

-
clamar en su calidad de víctimas, si los hechos que dieron lugar a la 
vulneración sucedieron a partir del 1° de enero de 1991.

Artículo 134. (Nuevo). La dirección y coordinación del Sistema 
Nacional de Atención y reparación integral a las víctimas de que trata 
la presente ley estará a cargo del Ministro del Interior y de Justicia.

Artículo 135. (Nuevo). Para todos los efectos de la reparación in-
dividual por vía administrativa de las víctimas de que trata la presente 
ley, se aplicarán las disposiciones del Decreto 1290 de 2008, por me-
dio del cual se crea el Programa de reparación por vía administra-
tiva para las víctimas de los grupos armados organizados al margen 
de la ley.

Artículo 136. (Nuevo). El acogimiento por parte de las víctimas 
al Programa de Reparación por vía administrativa no impide que se 
acuda a la reparación judicial, pero en el caso de las reparaciones 
indemnizatorias, las autoridades judiciales tendrán en cuenta la tabla 
adoptada por el Gobierno Nacional para el programa de reparación 
administrativa de que trata el presente artículo.

Artículo 137. (Nuevo). Es deber del Estado garantizar que los ele-
mentos, instrumentos, objetos de valor o documentos concernientes 
al delito de los que habla el artículo 17 del Tratado de Extradición 
entre la República de Colombia y los Estados Unidos de América, 
entregados bajo condición durante el proceso de extradición de las 
personas responsables de las violaciones a los derechos humanos y 
de las infracciones al Derecho Internacional Humanitario, sean de-

-
ción integral de las víctimas.

Los objetos y bienes de valor devueltos formarán parte del Fondo 
para la Reparación de las Víctimas del cual hace referencia el artículo 
54 de la Ley 975 de 2005.

Artículo 138. (Nuevo). Los miembros de las organizaciones arma-
das al margen de la ley, que en desarrollo de procesos de paz adelanta-

de indulto, amnistía, auto inhibitorio, preclusión de la investigación o 
cesación de procedimiento, en los términos previstos en las Leyes 77 
de 1989, 104 de 1993 y 418 de 1997 y los Decretos 206 de 1990, 213 
de 1991 y 1943 de 1991 y la Organización Revolucionaria del Pueblo 
(ORP); estarán obligados a enaltecer la memoria de sus víctimas a 
través de la ejecución de las medidas de satisfacción y de reparación 
simbólica previstas en esta ley.
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Para tal efecto, el Gobierno Nacional a través del Ministerio del 
Interior y de Justicia tendrá un término máximo de cuatro (4) meses 
para realizar un informe de los miembros de dichas organizaciones 

-
chos delictivos frente a los cuales todavía existen registros ante las 
autoridades judiciales y administrativas.

Esta información será remitida al Alto Comisionado para el apo-
yo a las víctimas de la violencia, quien en el término de doce (12) 
meses, deberá imponer las medidas que resulten necesarias para que 
las personas relacionadas en el informe presentado por el Gobierno 
Nacional, procedan individual o colectivamente, a ejecutar las medi-
das de satisfacción o compensación moral necesarias y de reparación 
simbólica previstas en esta ley.

-
dad de las medidas a imponer se somete a la decisión del Alto Comi-
sionado para el apoyo a las víctimas de la violencia, previo concepto 
favorable de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación.

Quienes hayan pertenecido a las organizaciones armadas al mar-
gen de la ley, podrán acudir directamente al Ministerio del Interior 
y de Justicia, en el término máximo de tres (3) meses, para poner de 
presente su intención de enaltecer a las víctimas, en desarrollo del 
procedimiento consagrado en esta disposición.

Como resultado del trámite aquí previsto, el Alto Comisionado 
para el apoyo a las Víctimas de la Violencia procederá, con la colabo-
ración de los organismos competentes, a la elaboración y divulgación 
de un documental en el que se reavive la memoria de las víctimas y 
se haga público el perdón de los victimario por los hechos cometidos. 
Todas las entidades del Estado estarán obligadas a otorgar los medios 
dispuestos a su alcance para garantizar la realización de este docu-
mental, el cual deberá ser transmitido por el cana institucional y por 
los canales regionales y privados, en los términos en que se establez-
ca por la Comisión Nacional de Televisión.

Artículo 139. Vigencia. La presente ley rige a partir de promulga-
ción y deroga todas las disposiciones contrarias en especial lo dis-

por las Leyes 548 de 1999, 782 de 2002 y 1106 de 2006; el artículo 
49 de la Ley 975.

En Sesión Plenaria el día 18 de junio de 2008, fue aprobado en 

de 2007 Senado, por la cual se dictan medidas de protección a las 
víctimas de la violencia.
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C O N T E N I D O

y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo estableci-
do en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Cordialmente,
Ponente,

Juan Fernando Cristo Bustos.


